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tc "DERECHO DE QUIEBRAS "

I 
INTRODUCCIÓN

Puede decirse que la Quiebra constituye la más drástica de las medidas coactivas que conoce el Derecho Privado y es por ello que la quiebra, sea considerada en la Ley, y aplicada en la práctica, en resguardo de bienes jurídicos que tengan la importancia para aplicar esta medida extrema.

PRIVATE 
La quiebra presenta aspectos de Derecho Procesal y de  Derecho de Fondo.tc "La quiebra presenta aspectos de Derecho Procesal y de  Derecho de Fondo."
a)
Es un proceso universal, porque comprende todos los bienes del deudor y afecta a todos los acreedores.

b)
Es un proceso de ejecución porque persigue el pago de los créditos mediante normas de realización del activo, con el objeto de que el producido se distribuya entre los acreedores.



La legislación de Quiebras ha ido variando de acuerdo a los cambios sufridos por el comercio, especialmente debido a las nuevas tendencias mercantiles que han ampliado el margen de los sujetos que intervienen en la actividad comercial como las empresas, bancos, instituciones financieras, ya sea nacionales o internacionales y personas que practican actividades que no son comerciales, pero que por su importancia económica es necesario que se vean afectadas por un procedimiento inquisitorio y coactivo en resguardo de los intereses de la comunidad nacional o internacional. 



En suma, el Derecho de Quiebra, es una legislación que en una economía sana y creciente no debiera llegar nunca a aplicarse, pero que lamentablemente, debido al alto nivel de endeudamiento que mantienen personas jurídicas y naturales, se hace cada día más actual y en un futuro próximo puede convertirse en una de las legislaciones más utilizadas en nuestro sistema jurídico. 

II 
LEGISLACIÓN DE QUIEBRAS EN CHILE (SÍNTESIS HISTÓRICA).

Hasta la dictación del Código de Comercio, el 23 de Noviembre de 1865, para comenzar a regir el 11 de Enero de 1867, rigieron en Chile, las Ordenanzas de Bilbao, el D.L. de 8 de Febrero de 1837, los Códigos Españoles, esto es, el Libro XI de la Novísima  Recopilación y el Código de Partidas, que establecieron un sistema concursal sólo aplicable a los comerciantes,  que regían en forma supletoria o subsidiaria, y el propio Código Civil.


Las disposiciones sobre quiebra estaban dispersas, lo que dificultaba el Comercio y la aplicación y consulta de leyes.


Don Gabriel Ocampo, redactor del Código de Comercio promulgado en el año 1865, se inspiró en el Código de Comercio Francés y en la Ley Francesa de 25 de mayo de 1823 y dedicó su libro IV, artículos 1525 a 1533, a las Quiebras.  Como ya se ha señalado en esta materia el legislador siguió de cerca la legislación francesa; de acuerdo a dicho Código, la quiebra es un estado de derecho y produce efectos desde el momento que es declarada por resolución judicial.  El auto o resolución declaratoria puede ser dictado a petición del fallido o de sus herederos, o de uno o más acreedores, de oficio o a requerimiento del Ministerio Público.


El Código de Comercio en el artículo 1325, definía la quiebra como “el estado del comerciante que cesa en el pago de sus obligaciones mercantiles”.  Por lo tanto, para el Código de Comercio, lo que determinaba la quiebra era la cesación de pagos, situación que se manifiesta exteriormente, por la falta de cumplimiento de las obligaciones exigibles, no siendo necesario que la cesación de pagos fuera general.


La causa de la quiebra, estaba contenida en la propia definición de la institución.  El artículo 1325, derogado, del Código de Comercio, establecía una causal genérica de quiebra, la que consistía en la cesación de pagos de deudas mercantiles.


Respecto del sujeto pasivo, el Código se refería sólo al comerciante.  Todo comerciante sea persona natural o jurídica, que se halle en el caso del artículo 1325 será declarado en quiebra, aunque sea de las personas a quienes la ley prohibe comerciar y aunque tenga un solo acreedor.


El estado de quiebra se producía conforme al Código de Comercio, por una resolución judicial.


Las juntas de acreedores, tenían en el Código de Comercio un importante papel en el juicio de quiebras, no obstante ellas no dieron los resultados esperados. El Código no las reglamentaba en un título especial como ocurrió después  en la Ley 4.558, actualmente derogada o en la actual Ley 18.175, sino que las trataba a medida que iba desarrollando el procedimiento.


Los síndicos eran de dos clases; los provisionales y los definitivos, los provisionales eran nombrados directamente por el Juez en el acto declaratorio y estaban encargados de la administración de los bienes de la quiebra hasta que tuviera lugar la primera junta general de acreedores, oportunidad en que se designaban los síndicos definitivos.


El Código de Comercio siguiendo al modelo francés, (Ley de 8 de Julio de 1939), hizo de la quiebra una institución privativa de los deudores  comerciantes. Posteriormente, con la dictación del Código de Procedimiento Civil                                                                                                                                                                                                                                                              e fijado  por Decreto Ley Nº 1.297, de 23 de Junio de 1931, que derogó las normas del Código de Comercio y de Procedimiento Civil sobre la Quiebra. 
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tc ""En el mensaje de esta Ley de Quiebras se expresaba que desde algún tiempo se ha venido sintiendo la necesidad imperiosa de reformar la legislación mercantil vigente, para ponerla en armonía con las exigencias de la economía nacional y con la evolución del pensamiento jurídico de los últimos 50 años, que se ha acentuado vigorosamente después de la guerra europea de 1.914.


Con el objeto señalado se nombró una comisión de prestigiosos abogados y juristas para que elaborara un proyecto de reforma del Código de Comercio en materia de quiebras. Según el propio mensaje, el instituto de las quiebras es el que adolecía de más graves deficiencias y que provocaba las más vivas quejas de parte del público en general.


Las innovaciones de más peso introducidas por la Ley Nº 4.558, fueron:


1)

Extensión de la quiebra a los deudores no comerciantes.




Durante la vigencia del Código no existía uniformidad de normas para los deudores comerciantes y no comerciante.  Los 

primeros  estaban sometidos a la quiebra y los segundos al concurso.  La Ley 4.558 destacó que no se divisaba razón alguna atendible que justificara someter a una tramitación distinta la quiebra del deudor, sea o no comerciante. (Mensaje). 




En la ley se estableció una casi absoluta uniformidad de preceptos de forma como de fondo para toda clase de deudores.  

La ley de quiebras Nº 4.558, no estableció, sin embargo, la absoluta uniformidad en un tratamiento de deudores civiles y comerciantes, e hizo ciertas diferencias, especialmente en lo concerniente a las causales y a los efectos de la quiebra.




En suma, nuestra legislación adoptó un sistema intermedio entre los principios de las legislaciones anglosajonas, que no distinguen entre comerciantes y no comerciantes, y la legislación francesa, que guía al Código de Comercio y que hacen de la quiebra una institución propia de los comerciantes.


2)

Creación de la Sindicatura General de Quiebra.




En la doctrina y legislación universal se coincide en la necesidad de síndicos cuya presencia cautele y realice los intereses de los acreedores y del fallido.  Sin embargo, han existido discrepancias en cuanto a la organización de la sindicatura y a sus atribuciones.  




Durante la vigencia del Código de Comercio, existió el sistema de los síndicos provisionales y definitivos, designados por el Juez, sin embargo, pronto se vio que este sistema funcionaba mal y que los síndicos cometían toda suerte de abusos, ya coludiéndose con el fallido a fin de procurarle ventajas ilegítimas o tratando de enriquecerse a expensas de la masa de la quiebra.  




Sucesivos textos legales trataron de corregir estas deficiencias, pero fue la Ley 4.558 la que suprimió de raíz a los síndicos privados al crear la  “Sindicatura General de Quiebras”, que era un organismo auxiliar de los tribunales de justicia, que administraba y realizaba los bienes de las personas que caían en quiebra y pagaban las deudas, de acuerdo a las funciones que le señalaba la ley.


3)

De las juntas de Acreedores.




En la legislación de quiebras establecida por el Código de Comercio se daba mucha importancia a las juntas de acreedores.  En cambio, la Ley 4.558 redujo la importancia que se concedía a estas juntas destinadas a deliberar sobre intereses comunes. En el mensaje se expone sobre la materia al decir que, convencidos de que las juntas de acreedores no han producido en la práctica los resultados que de ellas se esperaban; que sólo han entorpecido la marcha regular del proceso, dando oportunidad al juego de intereses mezquinos, se les ha quitado el rol preponderante que tienen en la legislación actual para darles cabida sólo en aquellos casos en que fuere un peligro suprimirlas, con menoscabo de las cuestiones que interesan a la masa común.


4)

De la liquidación del Pasivo.




Este es otro de los aspectos en que las normas de la quiebra del Código de Comercio sufrieron modificaciones con motivo de la promulgación de la Ley 4.558.  En el texto del mensaje sobre este punto se dice que el procedimiento de la liquidación del pasivo ha sido modificado sustancialmente, a favor de la simplicidad y de la prontitud. 




Esta materia dice relación, según veremos más adelante, con la verificación de créditos, la realización de los bienes de la masa y con la graduación y pago a los acreedores.


5)

De los Convenios.




El Código de Comercio consideraba sólo la existencia del llamado convenio simplemente judicial, esto es, aquel que se acuerda durante el juicio de quiebra.




La ley de quiebras 4.558 dispuso en una primera instancia el convenio simplemente judicial, cuyas proposiciones pueden presentarse en el juicio. Además instauró el convenio extrajudicial, pero no le asignó normas propias.




Dejó de lado, en consecuencia, el convenio judicial preventivo, esto es, aquel que se propone con el objeto de evitar la quiebra y ante el Tribunal que debería conocer de ella en caso de declararse.  Posteriormente en virtud de las facultades extraordinarias concedidas al ejecutivo por la Ley 4.954, el D.F.L. 248 introdujo en nuestra legislación el convenio judicial preventivo.


6)

Del alzamiento por Consignación de Fondos.




La consignación de fondos dentro del tercer día después de notificada la resolución declaratoria es un modo nuevo de alzar la quiebra legalmente declarada. Esta forma de poner fin a la quiebra fue introducida en la Cámara de Diputados y no existe en ninguna otra legislación.




Estaba establecida en el inciso 2º del artículo 49, que decía: “Si dentro de los tres días siguientes a la notificación de la resolución que declara la quiebra, el deudor consignare fondos suficientes para el pago de los créditos que hubieren servido de base a la declaratoria, el tribunal alzará la quiebra, sin más trámites”.  




Esta disposición fue seriamente criticada y se le consideró como un error del legislador ya que al establecerla se desconoció la naturaleza del juicio de quiebra y se violaron importantes principios que rigen la institución. Para ello basta recordar que la quiebra es un procedimiento que está establecido no sólo en interés del acreedor o acreedores que piden la quiebra, sino que en provecho de todos los acreedores del fallido, quienes se pagan de sus créditos en el curso del juicio de acuerdo al principio Par Condictio Creditorum. 




El inciso 2º del artículo 49 desconoció esos principios, porque según lo disponía bastaba que los fondos consignados alcanzaran a cubrir solamente los créditos que sirvieron de base  a la declaratoria para que el tribunal debiera alzar la quiebra, sin más trámite.  A los demás acreedores no les quedaba otra alternativa que solicitar una nueva quiebra.


7) 

Del sobreseimiento en las Quiebras.




El Código de Comercio sólo consideraba el sobreseimiento temporal.   Posteriormente, con la promulgación del Código de Procedimiento Civil, se introdujo en  nuestra legislación el sobreseimiento definitivo, que se producía en aquellos casos en que los acreedores acordaban desistirse del concurso o remitían sus créditos o cuando el deudor, o un tercero por él, consignaba el importe de las costas y de los créditos vencidos y garantizaba los demás a satisfacción de los acreedores. La Ley de quiebras Nº 4.558 mantuvo el sobreseimiento creado por el Código de Comercio, que calificó como sobreseimiento temporal, y asimiló los casos de sobreseimiento definitivo que contemplaba el Código de Procedimiento Civil. En todo caso, agregó un nuevo sistema al sobreseimiento definitivo. En efecto, en los casos en que las deudas no se hubieren alcanzado a cubrir con el producto de la realización de todos los bienes concurriendo los requisitos legales, esto es: que haya transcurrido un cierto plazo desde la cuenta general del síndico y que la quiebra haya sido calificada de fortuita por sentencia ejecutoriada en el procedimiento de calificación de la quiebra, o, si se trata de un deudor no comerciante que no haya sido condenado por algunos de los delitos contemplados en el artículo 466 del Código Penal. (El deudor no comerciante que se alzare con sus bienes en perjuicio de los acreedores o que se constituya en insolvencia  por ocultación, dilapidación o enajenación maliciosa de estos bienes  será condenado a presidio menor en cualquiera de sus  grados; se trata de contratos simulados en perjuicio de los acreedores). Este caso de sobreseimiento definitivo constituye en el fondo un verdadero perdón legal porque, sin ser una prescripción, trae consigo la extinción de las obligaciones del fallido por los saldos insolutos de las deudas anteriores a la declaración de quiebras. Según el mensaje, este efecto alcanzado por el sobreseimiento definitivo del artículo 134 de la Ley de Quiebras 4.558, responde a un sentimiento de justicia y a un propósito de bien público. 




La quiebra es un juicio  que tiende a favorecer los intereses particulares perjudicados y a satisfacer la compensación que debe al crédito público el deudor que ha faltado al cumplimiento  de sus compromisos empero;  es prudente,  humanitario y justo no extremar  estas medidas hasta un exagerado rigor. No siempre  el fallido  ha llegado a su infortunio  merced a la culpa o al fraude, muchas veces ha sido la casualidad  y los reveses del destino los que lo han arrastrado al incumplimiento de sus obligaciones, y entonces, su condición reclama  benignidad, porque necesita mirar el porvenir con confianza y estímulo para que pueda emprender de nuevo  el camino del esfuerzo y quizá del éxito.


8)

De la calificación de la quiebra. 




Esta es otra de las materias  que experimentó  cambios sustanciales con motivo  de la promulgación de la Ley de Quiebras Nº 4.558 respecto de las  normas del Código de Comercio. El sistema del Código de Comercio  adolecía de graves inconvenientes y no respondía a ningún fin de utilidad práctica o jurídica. De aquí que la Ley 4.558 haya reaccionado contra esa normativa y se haya decidido entregar la calificación de la quiebra a la Justicia del Crimen. Según el Código de Comercio (Artículo 1.341), para la calificación de la quiebra debía formarse ante el Juzgado de Comercio un expediente separado que sería instructivamente tramitado con audiencia del fallido, de los síndicos y del Ministerio Público y en el inciso 2º se expresaba que no resultando mérito para calificar la quiebra de culpable o fraudulenta, el Juzgado de Comercio la declarará fortuita; pero en caso contrario remitirá el expediente a la justicia ordinaria para que proceda con arreglo a derecho.


Posteriormente, el 28 de octubre de 1982, se publica en el Diario Oficial la Ley Nº 18.175 de 13 de octubre de 1982 que modifica la ley de quiebras y fija su nuevo texto.


Las características centrales, tanto en lo procesal como en el fondo  de la nueva ley son las siguientes:


1) 

Crea una persona jurídica  denominada Fiscalía Nacional de Quiebras,  cuyo objetivo es supervigilar y controlar las actuaciones  de los síndicos (Artículo 7º).  En el artículo 8º se señalan  las atribuciones  y deberes que tendrá la Fiscalía para el  cumplimiento  de sus funciones.


2) 

Se restablece el sistema  de los síndicos privados. 





Este era el sistema del Código  de Comercio que fue derogado  por la ley  4.558 de 1931.  La Ley 18.175 retomó el sistema de los síndicos privados pero establece una serie  de controles que permitan no incurrir en los defectos  que existieron  en el pasado.




Se dispone que existirá una nómina  nacional  de síndicos integrados  por personas investidas  como tales por la autoridad competente (Ministerio de Justicia).  Desaparece, por lo tanto, la Sindicatura  General de Quiebras, como servicio del Estado, auxiliar  de los tribunales de justicia.



3)

En el fondo,  la nueva ley reemplaza  el concepto tradicional de deudor comerciante por deudor que ejerza una actividad comercial, industrial, minera o agrícola, (deudor calificado), introduciendo al ámbito mercantil algunas actividades no propiamente mercantiles, como la minería  y la agricultura. 





En los antecedentes  legislativos de la ley 18.175, particularmente  en los anteproyectos de la ley, se consideraba como sujeto pasivo de la quiebra a la Empresa, siguiendo el concepto italiano de la quiebra. Sin embargo, en definitiva, esta idea no prosperó  en el texto promulgado de la ley. Por otra parte, la causa de la quiebra de la ley 18.175 es la cesación de pagos y no la insolvencia como en la legislación italiana.

  4) 

La causal  de cesación de pagos  para el deudor  que ejerce una actividad comercial, industrial, minera o agrícola, es el incumplimiento de una obligación mercantil, la que debe constar, además, en un título ejecutivo; este requisito no se exigía en el artículo 37 Nº 1 de la ley 4.558, de 1929.



5)

En cuanto a los demás deudores  la Ley 18.175 repite en su artículo 43 las mismas causales que contemplaba el artículo 37 de la ley antigua en sus números  2, 3 y 4. 



6)

En lo relativo a la solicitud de declaración de quiebra y a la declaración misma, también se han incorporado algunas innovaciones de cierta relevancia. En primer término  y con el objeto  de desalentar la utilización  de la quiebra como un mero mecanismo  de cobranza judicial, lo cual implica desnaturalizar la institución, se exige al peticionario la consignación de fondos suficientes para asegurar los gastos iniciales  del proceso. 





En efecto, el peticionario de la quiebra deberá  acompañar vale vista o boleta bancaria  a la orden del tribunal  por una suma equivalente a 100 Unidades de Fomento, para solventar los gastos iniciales  de la quiebra.



7)

La ley califica a la resolución  declaratoria  de la quiebra como  “sentencia definitiva”, con lo cual  junto con acoger el criterio mayoritario sustentado por la doctrina, se pone término a dudas de interpretación y aplicación. 

La Ley Nº 4.558 no se pronunciaba respecto a la calificación jurídica de la resolución que declara la quiebra, expresando en su texto, que ella era una resolución, conocida en la jerga de los tribunales como el auto de quiebra. La nueva ley, como se ha dicho, califica la resolución como una sentencia definitiva.



8)

La consignación de fondos dentro del tercer día, contemplada en la ley 4.558, deja de ser un modo  de alzar la quiebra.  En la nueva ley se reemplaza el sistema en la forma expresada en el inciso 2º del  artículo 45 que dice: “La audiencia  del deudor sólo tendrá  carácter informativo, no dará lugar a incidente, y en ella éste podrá  consignar fondos suficientes para el pago de los créditos  que hubieren servido  de base a la solicitud de quiebra y las costas correspondientes, en cuyo caso no procederá la declaración de quiebra”.



De esta forma, según la ley  18.175, el deudor puede evitar la quiebra consignando  antes de la declaratoria.


9)

En lo relativo a los efectos de la declaración de quiebras, es menester mencionar la modificación encaminada a asegurar a los acreedores de la conservación real de sus créditos.



10) 
Con el propósito de evitar una prolongación innecesaria del proceso y un inútil dispendio de los recursos nacionales, se contemplan los mecanismos adecuados para los casos de quiebra sin bienes y de quiebras cuyo activo no excede de 1.000 Unidades de Fomento.  Para la primera hipótesis se contempla, como un mandato al Juez, decretar el sobreseimiento temporal (Artículo 97), y, para la segunda, una forma de realización sumaria de los bienes. (Artículo 109).



11) 
La ley 18.175, junto con establecer cambios profundos en el sistema de los  síndicos, crea los mecanismos para evitar el renacimiento de los abusos que determinaron la supresión de los síndicos privados.  





En primer lugar se implanta una nómina nacional de síndicos de entre cuyos miembros deberá designarse a quien habrá de desempeñar en una quiebra determinada ese cargo. Los requisitos exigidos para integrar esa nómina y la forma de designar sus miembros, las responsabilidades y supervigilancia a que quedan sujetos, permiten asegurar un óptimo y fiel cumplimiento de la importante tarea que la ley les encomienda, impidiéndose así el renacimiento de los abusos que determinaron la supresión por la Ley Nº 4.558 de un sistema cuyos orígenes se remontan a las Ordenanzas de Bilbao.



12) 
Se restablece la calidad de órgano decisorio en ciertas materias de importancia a las Juntas de Acreedores y en caso de disputas al propio fallido, cuya voluntad puede ser siempre suplida por el Juez.



13) 
En lo tocante a la administración y realización de los bienes, se incorporan a la Ley las normas, de reciente data, relativas a la continuación efectiva del giro del fallido y a la enajenación como unidad económica, introduciéndoles unas muy ligeras modificaciones.



14) 
En lo concerniente a la liquidación del pasivo, la Ley es enfática en exigir la verificación de todos los créditos sin excepción alguna, a la vez que confiere a la impugnación el carácter de una demanda.


15) 
Igualmente, y por lo que toca a la prelación de créditos, se contienen reformas, la más significativa de las cuales consiste en mejorar la posición de los trabajadores, cuyas indemnizaciones pasan también a tener el carácter de créditos de primera clase, con un límite de un mes de remuneración por cada año de servicio y fracción superior a seis meses.



16) 
En cuanto a los delitos relacionados con las quiebras, se han suprimido las presunciones de derecho, tácitamente derogadas desde la dictación del Acta Constitucional Nº 3, y con la entrada en vigor de la nueva Constitución, y se han aumentado las penas, aclarándose también algunas dificultades para el caso de concurso de delitos.

III
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EL JUICIO DE QUIEBRAStc "EL JUICIO DE QUIEBRAS"
  
PRIVATE 
GENERALIDADES
"


La voz “quiebra” puede tomarse en distintos acepciones:  El Diccionario de la Real Academia Española la traduce en un sentido estricto como “rotura, hendidura, pérdida o menoscabo de una cosa”. En un sentido figurado se emplea la expresión para designar el derrumbe de una situación dada.


Desde un punto de vista económico se habla de quiebra  cuando existe desarreglo económico.


Para el derecho, “la quiebra es un estado que nace mediante una declaración judicial y que se caracteriza por la sujeción de un patrimonio y su titular a un procedimiento concursal de rasgos típicos”. En esta última acepción debemos considerar la palabra quiebra.


CARACTERÍSTICASPRIVATE 
 DEL JUICIO DE QUIEBRA.tc " DEL JUICIO DE QUIEBRA."

La quiebra tiene como objetivo básico una doble protección: la de los intereses económicos privados (acreedor y deudor) y la de los intereses sociales comprometidos. 


Pueden destacarse las siguientes características:

a) La universalidad: 


1º En el sentido de que en un solo juicio y ante un solo tribunal se siguen todos los asuntos relativos a los bienes del fallido. (Salvo las excepciones legales).


2º En el sentido de que se comprenden todos los bienes y obligaciones del fallido (salvo los inembargables). 

b) La igualdad de los acreedores.

Consiste en que todos los acreedores son tratados bajo el principio de la “par condictio creditorum”, esto es: que todos verán satisfechos sus créditos en una misma proporción, según lo permita el patrimonio del deudor, salvo las causas de preferencia que están contempladas en las normas sobre prelación de créditos, esto es, acreedores hipotecarios, prendarios, retencionarios, quienes pueden ejercer sus acciones separadamente de la quiebra.


El principio de igualdad es un corolario del de la universalidad, porque si se regulan todas las relaciones patrimoniales del deudor como un todo es para evitar que, entregadas a las ejecuciones individuales unas prevalezcan sobre otras.  Por tanto, la regulación debe ser en un pie de igualdad. 

c) Es una Ejecución Colectiva. 

Consiste en que los acreedores deben supeditar sus pretensiones individuales a los intereses de la totalidad de ellos.  Surge el concepto de masa, como órgano de la quiebra, la cual tiene una voluntad.  


La masa no es persona jurídica, mas bien se ha explicado la masa como una comunidad activa de intereses, fundada en la base de una misma calidad de sus miembros y de la similitud de riesgos que deben soportar. (Garriques). 

d) Intervención conjunta del Juez y Órganos Administrativos de Liquidación.

1º El tribunal declara la quiebra, y tiene a su cargo el avance de la tramitación, esto es: cierre, verificación de créditos, fecha de cesación de pagos, nóminas de créditos, resuelve las impugnaciones etc.


2º El Síndico representa a los acreedores y fallido en interés de la masa, administra los bienes, los realiza, efectúa los pagos, rinde cuentas, etc.


3º Además, existe un papel importante de las juntas de acreedores.

e) Se aplica a civiles y comerciantes. Con distintos efectos.


PRIVATE 
INSTITUCIONES ESPECIALES DE LA QUIEBRA.tc "INSTITUCIONES ESPECIALES DE LA QUIEBRA."
I.‑ Organización de los intereses de los acreedores. Esta se produce mediante los siguientes órganos de la quiebra:


1.-
Juntas o asambleas de acreedores, que son reuniones en las cuales éstos toman acuerdos de común conveniencia. (Artículos 101 y siguientes de la Ley de Quiebras.)


2.‑ La verificación de créditos, contenida en los artículos 131 y siguientes de la Ley.


3.‑ La acumulación a la quiebra de los juicios en que es parte el fallido y que pueden afectar a sus bienes. (Artículo 70 de la Ley). 

II.‑ Normas que aseguran la eficacia de la ejecución.  Estas son las siguientes:


1.‑ Acciones revocatorias concursales más eficaces que la acción Pauliana Civil, que en la nueva Ley son enunciadas como efectos retroactivos de la declaración de quiebra o acciones de inoponibilidad. (Artículo 74 y siguientes).


2.‑ Fijación de la fecha inicial de cesación de pagos, que sirve de base para determinar los efectos retroactivos de la quiebra. (Artículos 61, 62 y 63). 

III.‑ Normas que interrumpen el proceso de crisis patrimonial y organizan los recursos para el pago. Estas son:


1.‑ El desasimiento de los bienes del deudor. (Artículos 64 y 65 de la Ley).


2.‑ Administración de los bienes por el Síndico de quiebras. (Artículo 64 en relación con los artículos 27 y siguientes de la Ley de quiebras). 


3.‑ Normas especiales sobre realización del activo. (Artículos 120 y siguientes de la Ley de quiebras).


Deben considerarse también las reglas especiales respecto a la continuación efectiva del giro (artículo 112 al 115), la enajenación del todo o parte del activo como un conjunto o unidad económica. (Artículos 124 y siguientes) y la realización Sumaria del activo (artículo 109).

IV.‑ Normas para la defensa de los intereses del deudor.  Estas son:


1.‑ Las normas que regulan el sobreseimiento temporal o definitivo. (Artículos 157 al 160 de la Ley de quiebras). 


2.‑ Las que norman la posibilidad de obtener alimentos de la masa en caso de quiebra fortuita. (Artículo 64 inciso 4º, artículo 65 inciso 2º y artículo 60 inciso 2º y 3º de la Ley de quiebras). 

IV
PRIVATE 
PRESUPUESTOS DE LA QUIEBRAtc "PRESUPUESTOS DE LA QUIEBRA"
1)
La causa.

2)
El sujeto activo.

3)
El sujeto pasivo.

1.‑ 
LA CAUSA DE LA QUIEBRA.

Para analizar el concepto de causa de la quiebra es necesario tener presente que existen tres sistemas, a lo menos, que tratan de explicarla.  

 
Estos son:

A)
El sistema francés o de la cesación de pagos.

B)
El sistema italiano o de la insolvencia.

C)
El sistema anglosajón que establece la causa de la declaración de quiebra mediante la enumeración de los actos que la hacen procedente.

A) La causa de la quiebra en el Sistema Francés o de la Cesación de Pagos.

Es una característica del sistema francés la aplicación de la quiebra sólo al deudor comerciante. Respecto del no comerciante que se encuentra en situación de quiebra, las legislaciones del sistema prescriben un arbitrio diferente: El  concurso  de acreedores, por lo tanto, en cuanto a la causa la doctrina francesa adopta el sistema de la cesación de pagos y, respecto del sujeto pasivo, sólo considera al deudor comerciante.


En el sistema francés se reconoce, tanto en la jurisprudencia como en la doctrina, interpretaciones de distinto alcance respecto a la expresión cesación de pagos.


Estas distintas corrientes son las siguientes:

PRIVATE 
a)
La teoría llamada restringida o materialista.tc "a)
La teoría llamada restringida o materialista."

Según ella la cesación de pago es sinónima de incumplimiento y la quiebra es un arma con que cuentan los acreedores del comerciante para obtener el pago de sus acreencias, sin importar la situación patrimonial del deudor. No interesa que el deudor comerciante pueda pagar, basta el hecho del no pago para declarar su quiebra. Tampoco importa el número de incumplimientos o su  monto; uno sólo y de poca monta es suficiente.

PRIVATE 
b)
La  teoría intermedia.tc "b)
La  teoría intermedia."

Según esta teoría la cesación de pagos implica un estado patrimonial de imposibilidad de pagar, pero esta imposibilidad de pagar puede revelarse solamente a través de incumplimientos efectivos.  Según esta doctrina no todo incumplimiento provoca necesariamente la declaratoria de quiebras del deudor, porque es menester que además haya un estado de impotencia patrimonial, el cual debe apreciar el Juez.


Esta teoría se basa igual que la materialista en la interpretación del sentido natural de la expresión cesación de pagos.  Cesación de pagos implica o significa incumplimientos. Pero se diferencia de la teoría restringida en que considera sólo los incumplimientos como hechos reveladores de un estado patrimonial crítico o de impotencia para pagar, o, como la llama, estado de cesación.

PRIVATE 
c)
La teoría amplia sobre cesación de pagos. tc "c)
La teoría amplia sobre cesación de pagos. "

Esta teoría explica el significado de cesación de pagos indicando que la causa de la quiebra no es un estado económico pasajero, de aquellos que ocurren ordinariamente en las actividades mercantiles (falta de caja). La cesación de pago es un estado patrimonial de imposibilidad de pagar, pero, conforme a esta doctrina, los hechos reveladores no son solamente los incumplimientos sino que además existen otras situaciones indiciarias del estado de cesación de pagos.  La determinación de cuáles hechos son reveladores de este estado, conduce al juez a apreciar el conjunto de hechos indiciarios y declarar la quiebra si éstos lo llevan al convencimiento de que el deudor se encuentra en el estado patrimonial previsto por la Ley.


Este sistema de la doctrina amplia se caracteriza por no intentar una enumeración de los hechos demostrativos, lo cual es imposible. En consecuencia queda entregada al Juez la apreciación de cuando existe el estado causante de la quiebra.

B) 
PRIVATE 
El Sistema Italiano de la Insolvencia.tc "El Sistema Italiano de la Insolvencia."

El derecho comercial italiano descansa en una base subjetiva, el derecho de las empresas, ya que sólo ella puede ser declarada en quiebra.  En esto se diferencia del resto de las legislaciones que adoptan el sistema objetivo esto es, el acto de comercio. PRIVATE 
La causa de la quiebra será el estado de insolvencia.tc "La causa de la quiebra será el estado de insolvencia."

Este estado de insolvencia se manifiesta por incumplimientos u otros hechos exteriores que demuestren que el deudor ya no está en condiciones de satisfacer regularmente sus obligaciones.


El sistema italiano expresa, por consiguiente, una fórmula general de estado de insolvencia.   Además, la fórmula italiana se refiere a la forma como se manifiesta el estado patrimonial causante de la quiebra.  Éste sistema no enumera los hechos reveladores, pero dispone que no pueden limitarse solamente al incumplimiento y que éste es sólo uno de los tantos medios de demostrar la insolvencia.


En suma, dos son las características del sistema italiano:


a) Solamente pueden declararse en quiebra las empresas y,


b) Siempre que estén en estado de insolvencia. 


Puede decirse en todo caso, que la regulación italiana del estado de insolvencia es semejante al sistema o doctrina francesa de la cesación de pagos conforme a la doctrina amplia que hemos descrito.

C) 
PRIVATE 
Sistema Anglosajón.tc "Sistema Anglosajón."

La causa de la declaratoria de quiebra es asignada en la Ley mediante la enumeración de los actos que la hacen procedente.


En cuanto al valor de esos actos, como causa de la quiebra, es preciso atenerse a lo que cada legislación particular determine.


Lo mismo puede afirmarse respecto a si estos hechos determinantes de la quiebra son o no taxativos.


En todo caso, es posible afirmar que los actos causales de la quiebra que suelen enumerar las legislaciones, son aquellos que constituyen hechos indiciarios de casación de pagos en el sistema francés amplio, pero el Juez, conforme al sistema anglosajón, ve reducido su poder de apreciación en mayor o menor medida.


Otra característica del sistema anglosajón es que aplica la quiebra tanto al deudor comerciante como al no comerciante. 


En otros términos aplica la quiebra a todo deudor.


PRIVATE 
LA CAUSA DE DECLARATORIA DE QUIEBRA EN EL DERECHO POSITIVO CHILENO.tc "LA CAUSA DE DECLARATORIA DE QUIEBRA EN EL DERECHO POSITIVO CHILENO."

La Ley Nº 18.175 establece un complejo sistema acerca de la causa de declaratoria de quiebra, aún cuando no innovó en gran medida respecto de la Ley Nº 4.458 anterior, basada en el modelo anglosajón, porque no establece una fórmula general de cesación de pagos como causa única  de la quiebra sino  que se enumeran distintos hechos determinantes de la quiebra.


Incluso también se sitúa dentro del ámbito francés al considerar la cesación de pagos como causal de quiebra en el caso de ciertos deudores. Esto significa que, en cuanto al sujeto pasivo,  no tiene nuestra legislación un régimen único de causales de declaratoria de quiebra aplicables a todo deudor.


Como se expresó al comienzo, la Ley chilena no hace diferencia entre los deudores. Las normas de quiebra son aplicables a todo deudor, pero la Ley 18.175 modificó, en esta parte, según se dijo, a la Ley 4.558 que distinguía entre comerciantes y no comerciantes.


La nueva Ley distingue entre deudores que ejercen una actividad comercial, industrial, agrícola o minera de otros deudores que no ejercen estas actividades. Esta distinción está concebida en el artículo 41 de la Ley 18.175.   Por eso, para los efectos de nuestro estudio haremos la distinción, a fin de evitar repeticiones: deudores del artículo 41 o deudores calificados; y para indicar a los deudores que no están contemplados en este artículo, nos referiremos a otros deudores, o deudores no calificados. 


PRIVATE 
En suma en la ley no existe limitación en cuanto al sujeto pasivo, pero no existe un régimen único de causales para todo deudor, sino que los hechos enumerados por la Ley permiten clasificar las causales en tres grupos:tc "En suma en la ley no existe limitación en cuanto al sujeto pasivo, pero no existe un régimen único de causales para todo deudor, sino que los hechos enumerados por la Ley permiten clasificar las causales en tres grupos\:"
A)
Las que son aplicables exclusivamente a los deudores del artículo 41, o sea a personas naturales o jurídicas que ejercen una actividad comercial, industrial, minera o agrícola.

B)
Las que son aplicables a todo deudor.

C)
Las que se aplican sólo a los deudores no considerados en el artículo 41, o sea otros deudores o deudores no calificados. 

A) CAUSAL EXCLUSIVA DE LOS DEUDORES QUE EJERCEN UNA ACTIVIDAD COMERCIAL, INDUSTRIAL, AGRÍCOLA O MINERA (DEUDORES DEL ARTICULO 41 O DEUDOR CALIFICADO).

Es la causal de mayor ocurrencia en la práctica y a la que se recurre normalmente para solicitar la quiebra del deudor.


El artículo 43 Nº 1 dice que: “Cualquiera de los acreedores podrá solicitar la declaración de quiebra aún cuando su crédito no sea exigible, en los siguientes casos”:

1.‑ Cuando el deudor que ejerza una actividad comercial, industrial, minera o agrícola, cese en el pago de una obligación mercantil con el solicitante, cuyo título sea ejecutivo”.

Por lo tanto es necesario que concurran los siguientes requisitos:

a)
Que se trate de un deudor que ejerza una actividad comercial, industrial, minera o agrícola, éste es el llamado deudor calificado.  


Debe tratarse en todo caso, del sujeto pasivo de una prestación. Este sujeto pasivo debe ejercer una actividad determinada. Esta puede ser comercial industrial, minera o agrícola.

En cuanto a la determinación del concepto de actividad comercial, no pueden existir dudas de interpretación, pues para ello basta el análisis del artículo 3º del Código de Comercio en concordancia con el artículo 7º del mismo cuerpo legal.


La determinación de si un deudor ejerce una actividad industrial, minera o agrícola es más compleja.  Desde luego, la Ley no defiende el concepto de actividad.  El problema se plantea porque se ha incorporado al sistema de las quiebras comerciales algunas actividades intrínsecamente no mercantiles, como la minería y la agricultura.


La idea primitiva del legislador fue establecer normas sobre la quiebra de la empresa siguiendo el concepto italiano; pero en definitiva no quedó así en el texto definitivo.


En cuanto a la interpretación de qué se entiende por estas actividades habrá que estarse a los sistemas generales de interpretación, ya que las palabras de la Ley deben interpretarse en su sentido natural y obvio.  Si no están definidas por la Ley habrá que buscar en otras ciencias, como la economía política o la política económica las indicaciones para ubicar estos conceptos.


En suma, la determinación de si es que se trata de una actividad comercial, industrial, minera o agrícola es una cuestión de hecho que quedará sometida a la decisión de los jueces del fondo, sobre la base de las pruebas que se presenten.

b)
El deudor del artículo 41 debe cesar en el pago de una obligación mercantil. 


¿Qué quiere decir cese en el pago de una obligación?


Sin duda, con esta forma de redacción se alude a un hecho, lo que impide interpretar la expresión como relativa a un estado patrimonial.  La expresión antedicha quiere decir incumplimiento de una obligación.  Esta posición se basa en que el tenor literal de la expresión cese en el pago de una obligación sólo puede significar el incumplimiento, esto es, un hecho y no un estado patrimonial.


La otra interpretación posible acerca del contenido de la expresión cesar del Nº 1 del artículo 43, tiende al origen de la expresión que se emplea, que tiene un significado preciso en el derecho, que se encuentra confirmado en la propia Ley chilena al tratar de la fecha de cesación de pagos (artículos 61, 62 y 63). 


La fijación de la fecha de cesación de pagos es una fórmula que no alude a incumplimiento sino a un estado patrimonial de imposibilidad de pagar.


Sin perjuicio de lo expuesto, podemos afirmar que nuestros Tribunales utilizan la expresión cese en el pago de una obligación mercantil como incumplimiento, bastando el no pago de una sola obligación para la declaración de quiebra.


Utilizan a este respecto la doctrina de cesación de pagos conforme al sistema restringido de la legislación francesa.

c) 
La obligación que no se paga debe ser una obligación mercantil con el solicitante.  


En cuanto a la mercantilidad de la obligación habrá que atenerse a lo que dispone el artículo 3º del Código de Comercio y además a la teoría de lo  accesorio.


La obligación como vínculo jurídico entre acreedor y deudor debe ligar al solicitante de la quiebra y al deudor en contra de quien se actúa.  En este caso no puede un tercero prevalerse del incumplimiento de las partes.

d)
La obligación mercantil debe constar en un título ejecutivo.


En esto se innova respecto a la Ley Nº 4.558 que no contenía esta exigencia. 


Por título ejecutivo debe entenderse aquellos que están definidos en el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil y en las leyes especiales.

PRIVATE 


tc ""
B) PRIVATE 
CAUSALES COMUNES A TODO DEUDOR.tc "CAUSALES COMUNES A TODO DEUDOR."
PRIVATE 
 tc " "

Son causales comunes a todo deudor son las que enumeran el artículo 43 de la Ley 18.175, con excepción de la del número 1º que es exclusiva del deudor del artículo 41. 


El artículo 43 señala:  “Cualquiera de los acreedores podrá solicitar la declaración de quiebra, aún cuando su crédito no sea exigible, en los siguientes casos”:

1) Nº 2 Cuando el deudor contra el cual existieren tres o más títulos ejecutivos y vencidos, provenientes de obligaciones diversas, y estuvieren iniciadas, a lo menos, dos ejecuciones, no hubiere presentado en todas éstas, dentro de los cuatro días siguientes a los respectivos requerimientos, bienes bastantes para responder a la prestación que adeude y las costas. 

Para que se produzca esta causal es necesario que concurran los siguientes requisitos:

a)
Que existan contra el deudor tres títulos ejecutivos y vencidos, provenientes de obligaciones diversas.


La Ley exige que los títulos provengan de obligaciones diversas.  No bastan los títulos ejecutivos vencidos, es necesario que esas obligaciones nazcan de fuentes distintas.


Una sola obligación, como por ejemplo, cuando se contrae la obligación de pagar el precio y se estipula el pago en cuotas. En este caso no estamos en presencia de obligaciones diversas sino que es una sola obligación pagadera en cuotas. 


Lo que la Ley quiere, es que las deudas constatadas en los títulos ejecutivos nazcan de relaciones jurídicas diversas.

b)
Que se hayan iniciado contra el deudor dos ejecuciones a lo menos.


Se entiende que existe ejecución  cuando se haya despachado mandamiento de ejecución y embargo y se hubiere requerido de pago al deudor.

c)
Que en las ejecuciones el deudor no presente bienes suficientes para responder al pago de los créditos y las costas dentro de los cuatro días siguientes a los respectivos requerimientos.


La Ley no exige que el deudor consigne en las ejecuciones; exige sólo que se presenten bienes suficientes para responder al pago. Esto se puede cumplir mediante un escrito y adjuntándose a él un inventario de los bienes de que dispone. PRIVATE 
El plazo para hacer esta presentación es fatal.tc "El plazo para hacer esta presentación es fatal."
2) Nº 3 Cuando el deudor se fugue del territorio de la República o se oculte dejando cerradas sus oficinas o establecimientos, sin haber nombrado persona que administre sus bienes con facultades para dar cumplimiento a sus obligaciones y contestar nuevas demandas.

En el caso de la fuga no basta que el deudor lo haga fuera del lugar en que tenga el asiento de sus negocios.  Es necesario que se fugue del territorio de la República.


Si se oculta debe además dejar cerrada sus oficinas o establecimientos, esto es, que no deje a nadie en su negocio para que pague.  


En todo caso, tanto en la fuga como en el ocultamiento la Ley exige que el deudor no haya nombrado una persona que administre sus bienes con la facultad de cumplir sus obligaciones y contestar nuevas demandas. 


Según don Raúl Varela “se trata, en este caso de una cesación potencial de pagos ya que ninguna deuda ha vencido.  No es necesario esperar que las deudas se hagan exigibles, porque es evidente que la situación de negocios de un deudor que se fuga u oculta es mala”. 


Lo esencial en esta causal es que el deudor no deje persona que administre sus bienes, de cumplimiento a sus obligaciones y pueda contestar nuevas demandas, porque deja a los acreedores en la imposibilidad de cobrarse y crea de hecho una cesación de pagos. 


Además, la quiebra, precedida de fuga u ocultación está relacionada con la quiebra fraudulenta, si se cumple con lo dispuesto en el Nº 14 del  artículo 220 de la Ley cuando dice que: “Se presume fraudulenta la quiebra del deudor... Si se ausentare o fugare, llevándose una parte de sus haberes”. 

3) Nº 4 Cuando el deudor haya celebrado un convenio extrajudicial con sus acreedores y éste sea declarado nulo o resuelto, sin perjuicio del derecho de los acreedores por obligaciones no comprendidas en el convenio. 


El convenio extrajudicial está tratado en los artículos 169 al 172 de la Ley de quiebras.  Este convenio es un contrato que puede celebrarse entre el deudor y los acreedores con el objeto de solucionar las obligaciones del deudor.


El objeto del convenio extrajudicial es evitar que la quiebra se declare.  Los acreedores se obligan a no pedir la quiebra a su deudor y por eso se explica que si el convenio es declarado nulo, por las causales legales, o resuelto por el incumplimiento de las obligaciones del deudor, puedan en este caso quedar en libertad de acción y solicitar la quiebra.


En todo caso, es necesario advertir que no es el incumplimiento del deudor lo que produce esta causal, sino la sentencia judicial que declare nulo o resuelto el convenio.


La expresión sin perjuicio del derecho de los acreedores por obligaciones no comprendidas en el convenio, alude a los acreedores que no concurrieron con su consentimiento a formar la convención. 


Este convenio extrajudicial se perfecciona, entre otros requisitos, por el consentimiento o acuerdo de la unanimidad de los acreedores.  Pero esta unanimidad es sólo de los acreedores que concurran al convenio y no respecto de otros acreedores que pueda tener el deudor.  Estos otros acreedores que pueda tener el deudor, no concurrentes, pueden actuar e iniciar las acciones ejecutivas o de quiebra pertinentes y a esto se refiere la frase final del Nº 4 indicada.

C) CAUSAL PROPIA DEL DEUDOR NO CALIFICADO, EXCLUSIVA DEL DEUDOR NO COMPRENDIDO EN EL ARTICULO 41. RECHAZO DE LA CESION DE BIENES.

La causal exclusiva del deudor no calificado se encuentra en el artículo 251 de la Ley de quiebras.  


El pago por cesión de bienes es una facultad que no se concede a los deudores que operan las actividades a que se refiere el artículo 41.  


El deudor no calificado que se presenta haciendo a sus  acreedores un pago por cesión de bienes (artículos 241 y siguientes de la Ley de quiebras en relación con el artículo 1614 del Código Civil) es declarado en quiebra de oficio en la sentencia que rechaza la cesión de bienes.  Así lo dice el artículo 251 de la Ley de quiebras: “La sentencia que rechaza la cesión de bienes declarará, a la vez, la quiebra del deudor”.


Este es, entre otros, un caso en que procede la quiebra de oficio.

PRIVATE 
LA INSOLVENCIA COMO CAUSAL DE QUIEBRA EN NUESTRA LEGISLACIÓN.tc "LA INSOLVENCIA COMO CAUSAL DE QUIEBRA EN NUESTRA LEGISLACIÓN."

Se aplica en el caso de  artículo 79 del D.F.L.  251, de 1931, sobre Compañías de Seguros, que dice que si algún acreedor de una compañía del Seguros solicita la declaración de quiebra de ésta, el Juzgado deberá dar aviso al Superintendente, quien investigará la solvencia de la compañía. Si comprobare que la compañía puede responder a sus obligaciones, propondrá las medidas conducentes para que prosiga en sus operaciones; pero si estimare que no es posible tal prosecución, informará en tal sentido.  


Si el Superintendente  informa que la compañía se encuentra en proceso de regularización en los términos del Título IV, párrafo 1 y 2, del D.F.L. 251 citado, el Juez no dará lugar la quiebra.


El Superintendente debe dar su resolución en el plazo de 20 días hábiles contados desde la fecha en que sea requerido por el Tribunal. Durante este plazo quedarán suspendidas todas las tramitaciones judiciales de la quiebra.


Puede verse, en este caso, que la causa de la quiebra es la insolvencia de la compañía de modo que, si una compañía ha dejado de cumplir sus obligaciones, no puede ser declarada en quiebra si el Superintendente informa que está en proceso de regularización de sus pagos.


Es importante tener presente que la fórmula legal concuerda con la doctrina italiana de la insolvencia, al conjugarse con el sujeto pasivo; la empresa de seguros.

2.‑ 
EL SUJETO ACTIVO DE LA QUIEBRA.

El sujeto activo de la quiebra es aquel interesado, que teniendo la facultad de hacerlo, solicita de la justicia la declaración de falencia. (Zalaquett).  


“Es aquel que con su actuación jurídica provoca la declaración de quiebra”.


El sujeto activo normalmente es el acreedor, pero también puede serlo el deudor.

Hay otros casos en que es de evidente necesidad la declaración de oficio por el Juez.

La Ley 18.175 quitó al síndico la facultad para pedir la quiebra, esto es, para actuar como sujeto activo. En la Ley 4.558 derogada, se consideraba la facultad del síndico para solicitar la quiebra en los casos de fuga del deudor del territorio nacional u ocultamiento del mismo dejando cerradas sus oficinas. (Ver artículo 37 Nº 3 de la citada Ley). 


En suma, en la actualidad, son sujetos activos:

A)
Los acreedores.

B)
El propio deudor, y

C)
El Juez en los casos en que debe declarar la quiebra de oficio.

A)
PRIVATE 
QUIEBRA SOLICITADA POR UNO O VARIOS ACREEDORES.tc "QUIEBRA SOLICITADA POR UNO O VARIOS ACREEDORES."

El artículo 40 de la Ley señala: “El deudor podrá ser declarado en quiebra aunque tenga un solo acreedor, siempre que concurran los demás requisitos legales”. 


A su vez, el artículo 44 inciso 1º de la Ley agrega que cuando la quiebra es solicitada por un acreedor: “En la solicitud de declaración de quiebra se señalará la causal que la justifica y los hechos constitutivos de dicha causal y se acompañarán documentos para acreditar los fundamentos de la petición o se ofrecerán las pruebas que correspondan.  Podrá asimismo el acreedor proponer el nombre de a lo menos tres de las personas individualizadas en la nómina a que se refiere el artículo 14, para que, de entre ellas, designe el tribunal un síndico titular y uno suplente”. 


Junto con solicitar la quiebra, el peticionario deberá acompañar vale vista o boleta bancaria a la orden del tribunal por una suma equivalente a 100 Unidades de Fomento, para subvenir a los gastos iniciales de la quiebra.  Dicha suma será considerada como un crédito del solicitante en contra del fallido, que gozará de la preferencia establecida en el N 4 del artículo 2.472.  (1º clase).


Estas 100 Unidades de Fomento, no significan una consignación en la cuenta corriente del tribunal sino que deben constar en un vale vista o boleta bancaria a la orden del tribunal.  Según el mensaje del anteproyecto de la Ley de quiebras, esta exigencia tiene el objeto de desalentar la utilización de la quiebra como un mero mecanismo de cobranza judicial, lo cual implica desnaturalizar la institución. Por eso se exige al peticionario el depósito de fondos suficientes para asegurar los gastos iniciales del proceso.


Además, conforme al artículo 148 inciso 2º, este crédito no necesita de verificación.

PRIVATE 
Casos de acreedores que no pueden solicitar la quiebra:tc "Casos de acreedores que no pueden solicitar la quiebra\:"
El artículo 46 de la Ley señala: “No podrán solicitar la declaración de quiebra, en sus respectivos casos, el marido acreedor de su mujer, la mujer acreedora de su marido, el hijo acreedor de su padre, y el padre acreedor de su hijo. Obviamente es aplicable a madres e hijos y viceversa, lo que se legisló respecto de los padres. 

A su vez, el artículo 47 agrega que: “El socio comanditario no puede demandar la declaración de quiebra de la sociedad a que pertenece; pero si es acreedor particular de la misma, puede provocarla en este carácter”. En otros términos, el socio comanditario como socio no representa a la sociedad deudora y, aunque en tal calidad pudiera ser acreedor de esa sociedad no puede pedir su quiebra; sin embargo, si es acreedor de la sociedad  a otro título que el de socio, puede pedir la quiebra.

B)
QUIEBRA SOLICITADA POR EL PROPIO DEUDOR O AUTOPETICION DE QUIEBRA.

El deudor también puede instar a la declaratoria de quiebra, porque también le favorece la declaratoria y es quien está en mejor situación para conocer su estado patrimonial.


Para los deudores a que se refiere al artículo 41, esto es, aquellos que ejercen una actividad comercial, industrial, minera, o agrícola, es un deber legal el solicitar su quiebra; para los demás es sólo una facultad privativa.

Al deudor puede favorecerle la petición de su propia quiebra pues, a través de ella, puede lograr un convenio con sus acreedores para fijar la fórmula de pago de sus obligaciones.


Para el deudor que ejerce las actividades señaladas en el artículo 41 es un deber legal pedir la declaratoria de su quiebra, este artículo dispone que el deudor que ejerza una actividad comercial, industrial, minera o agrícola deberá solicitar la declaración de su quiebra ante de que transcurran 15 días contados desde la fecha en que haya cesado en el pago de una obligación mercantil.


La Ley fija sanciones de variada índole para los casos en que el deudor del artículo 41 no solicite su propia quiebra.

Desde luego, pierde el derecho a pedir alimentos a la masa de acuerdo al inciso 1º del artículo 60 de la Ley que dice: “El deudor que no esté comprendido en el artículo 41 tendrá derecho a que la masa le dé alimentos a él y su familia.  También tendrá este derecho el deudor a que se refiere este artículo, si hubiere solicitado su propia quiebra”. 

Si el deudor que ejerce las actividades del artículo 41 no solicita su propia quiebra o no manifestare lo que le exige el artículo 42, la Ley lo sanciona con una presunción de quiebra culpable conforme al artículo 219 Nº 4. La quiebra culpable es un delito configurado por la Ley y que tiene una sanción penal determinada.


Si el deudor solicita su propia quiebra debe acompañar los antecedentes que indica el artículo 42 y que tienen por fin informar al tribunal y a los acreedores del estado de sus negocios (activo y pasivo) y de las causas de ese mal estado.


El artículo 42 señala que: “El deudor, al solicitar la declaración de su quiebra, deberá presentar por duplicado: 


1. Un inventario o relación detallada de todos sus bienes, con expresión del lugar en que se encuentren, de su valor estimativo y de los gravámenes que los afecten;


2. Una relación de los bienes que, en conformidad a la ley, están excluidos de la quiebra;


3. Una relación de los juicios que tuviere pendientes;


4. Un estado de las deudas, con expresión del nombre y domicilio de los acreedores y de la naturaleza de los respectivos títulos, y


5. Una memoria de las causas directas o inmediatas del mal estado de sus negocios, debiendo ella dar cuenta de la inversión del producto de las deudas contraídas y de los demás bienes adquiridos en el año último.
El deudor que llevare contabilidad completa presentará, además, su último balance y la cuenta de ganancias y pérdidas.


Si el deudor fuere una sociedad colectiva o en comandita, las piezas indicadas serán firmadas por todos los socios colectivos que invistan esta calidad en el contrato social y se hallen presente en el domicilio de la sociedad.


Si el deudor fuere otra clase de persona jurídica, las piezas en referencia serán firmadas por sus administradores”.


El deudor, de una manera precisa debe explicar a sus acreedores las causas directas e inmediatas del mal estado de sus negocios.  


Esto significa que debe explicar qué destino dio a los dineros que recibió de sus acreedores, pues si los ha dilapidado y es deudor de los indicados en el artículo 41 caerá en una causal de quiebra culpable o fraudulenta.


El inicio final del artículo 42 se refiere al caso en que el deudor fuere otra clase de persona jurídica.  Estas personas jurídicas no pueden ser otras que la sociedad anónima o de responsabilidad limitada, pues en ellas, quienes deben firmar la solicitud y balance son los directores, el gerente, o el administrador en su caso.

C)
PRIVATE 
CAUSALES QUE PRODUCEN LA QUIEBRA DE OFICIO POR EL TRIBUNAL.tc "CAUSALES QUE PRODUCEN LA QUIEBRA DE OFICIO POR EL TRIBUNAL."

Constituye una excepción  a la pasividad de los tribunales. Estas son las siguientes:

a)
En el caso del artículo 251 de la Ley de quiebras, que establece que “la sentencia que rechace la cesión de bienes declarará, a la vez, la quiebra del  deudor”.

b)
Si se desecha o se rechaza un convenio, por cualquier causa, o si no se aprobare dentro del plazo de noventa días fatales de la notificación de proposición del convenio apoyado a lo menos por el 51% de los acreedores a que se refiere el artículo 177 bis de la ley, ello acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio. (Artículo 207 inciso final de la Ley de Quiebras).

c)
La nulidad o resolución del convenio judicial preventivo dan lugar de oficio a la declaración de quiebra por el Tribunal.


Así lo expresa el artículo 214 de la Ley: “En la misma sentencia en que se pronuncie la nulidad o resolución del convenio se declarará a la quiebra o se la declarará reabierta, según corresponda, y se seguirán los procedimientos de ésta, en conformidad a las reglas generales”.  


Estas disposiciones se refieren sólo a los convenios judiciales preventivos y simplemente judiciales o convenios solución.

e)
También en el caso del artículo 51 de la Ley, en que trata de la quiebra de las sociedades colectivas o en comandita que produce la quiebra consecuencial y de oficio de los socios solidarios.


El inciso 1º del artículo 51 de la Ley señala que: “La quiebra de una sociedad colectiva o en comandita importa la quiebra individual de los socios solidarios que la componen; pero la quiebra de uno de éstos no constituye en quiebra a la sociedad”. 

3.‑ 
EL SUJETO PASIVO.

En términos generales puede decirse que el sujeto pasivo es todo deudor, sin distinguir en cuanto a su actividad. 


Nuestra legislación, según vimos hace una distinción básica entre deudores que ejercen una actividad comercial, industrial, minera o agrícola y los deudores que ejercen otras actividades.


El deudor puede ser una persona natural o una persona jurídica (sociedades). 


Las distintas legislaciones se dividen en torno a la determinación del tipo del deudor que es sujeto pasivo de la quiebra. Algunas la reservan  sólo para el deudor comerciante. Otras  la aplican a todo deudor  sin distingo. Finalmente tenemos la solución de la  legislación  italiana, que hace  sujeto pasivo  de los procedimientos de quiebra al empresario.

Casos especiales dePRIVATE 
 sujetos pasivos de la quiebra.tc " sujetos pasivos de la quiebra."

Estos son: A) La mujer  casada, B) El menor adulto, C) Los demás incapaces, D) La sucesión del deudor y E) Las sociedades.

PRIVATE 
A)
Mujer casada.tc "A)
Mujer casada."
 
La quiebra de la mujer casada está considerada en el inciso 1º del artículo 48 de la Ley que señala: “La quiebra de la mujer casada y separada total o parcialmente de bienes sólo comprenderá sus bienes propios, sin perjuicio de las responsabilidades del marido y de la sociedad conyugal, en su caso”. 


Por lo tanto, debemos distinguir las siguientes situaciones:

A.1.
La mujer casada en régimen de sociedad conyugal y que ejerce una profesión, empleo o industria separada de su marido.


En este caso, estamos en presencia de la mujer que dispone de un patrimonio reservado, que conforme al artículo 150 del Código Civil se entiende que es separada de bienes, concurriendo los requisitos legales, respecto de los bienes que separadamente administra. 


En este caso, la mujer casada puede ser declarada en quiebra y la quiebra sólo comprenderá sus bienes  propios, sin perjuicio de las responsabilidades del marido y de la sociedad conyugal en su caso.

A.2. Mujer casada, separada total o parcialmente de bienes.


Lo mismo que en el caso anterior  la mujer casada separada total o parcialmente de bienes, se considera plenamente  capaz respecto  de los bienes que separadamente administra. En este caso,  puede ser declarada en quiebra y ésta, sólo  comprenderá sus bienes propios, sin perjuicio, como en el caso anterior de las responsabilidades del marido.


Las responsabilidades del marido a que hace mención  la disposición,  deben explicarse conforme a los tres primeros incisos del artículo 161 del Código Civil que dicen: “Los acreedores de la mujer separada de bienes, por actos  o contratos que legítimamente han podido celebrarse por ella, tendrán acción sobre los bienes  de la mujer. 


El marido no será responsable con sus bienes,  sino cuando hubiere accedido como fiador, o de otro modo, a las obligaciones contraídas por la mujer.


Será asimismo  responsable, a prorrata del beneficio  que hubiere reportado de las obligaciones contraídas por la mujer; comprendiendo en este beneficio el de  la familia común,  en la parte en que de derecho  haya él debido proveer a las necesidades de ésta...”.

PRIVATE 
B)
Menor adulto.tc "B)
Menor adulto."

El menor adulto que administra su peculio  profesional  o industrial y cae en quiebra ésta  comprenderá  únicamente los bienes  de este peculio.


La quiebra del menor adulto está considerada en el inciso 2º del artículo 48 de la Ley que señala: “La quiebra del menor adulto que administre su peculio profesional o industrial comprenderá  únicamente los bienes de este peculio”. 
PRIVATE 
C)
Otros incapaces.tc "C)
Otros incapaces."

En este caso debemos comprender a los absolutamente incapaces,  a los interdictos por causa de disipación, etc.


A estos casos se refiere el artículo 49 que dispone que: “En los demás casos, los incapaces sólo podrán  ser declarados en quiebra a causa de obligaciones válidamente contraídas por intermedio  o  con intervención  de sus representantes legales  o con autorización de la justicia. 

En todo caso, los incapaces  conservarán las acciones  que les correspondan  contra sus representantes legales.


Las indemnizaciones que obtenga el incapaz en conformidad al inciso precedente y los bienes que adquiera  en virtud de títulos posteriores a la declaración de quiebra,  no ingresarán a ésta ni podrán  ser perseguidos por los acreedores  de fecha  anterior a esta declaración”.

D) 
PRIVATE 
Quiebra de la sucesión del deudor.tc "Quiebra de la sucesión del deudor."

Se trata de un caso de quiebra del patrimonio del deudor.


El artículo 50 de la Ley señala que: “La sucesión  del deudor podrá ser declarada en quiebra a petición de los herederos o de cualquier acreedor, siempre que la causa que la determine se hubiere  producido  antes  de  la muerte del deudor y que la solicitud se presente dentro del año siguiente al fallecimiento.


La declaración de quiebra producirá de derecho el beneficio de separación  a favor de los acreedores del difunto.


Las disposiciones de la quiebra se aplicarán sólo al patrimonio del causante”.


La quiebra de la sucesión supone que la causal de quiebra que la motiva se produjo antes de la muerte del deudor, y que la demanda de declaratoria de quiebra se plantee dentro del año siguiente al fallecimiento.

E) 
PRIVATE 
Quiebras de las sociedades.tc "Quiebras de las sociedades."

Las sociedades que pueden interesar a nuestro estudio son la sociedad colectiva o en comandita, la sociedad de responsabilidad limitada y la sociedad anónima.

E.1.
Las sociedades colectivas o en comandita.


El inciso 1º del artículo 51 dispone que: “La quiebra de una sociedad colectiva o en comandita importa la quiebra individual de los socios solidarios que la componen; pero la quiebra de uno de éstos no constituye en quiebra a la sociedad”.


PRIVATE 
Es un caso de quiebra consecuencial y de oficio.tc "Es un caso de quiebra consecuencial y de oficio."

En este artículo evidentemente la Ley se refiere a las sociedades colectivas o en comandita mercantiles, pero también debe referirse a las sociedades colectivas o en comanditas civiles en las cuales se haya pactado por los socios solidaridad.


La Ley no distingue en cuanto a las fuentes de solidaridad, esto es, si es legal, como en el caso de las sociedades mercantiles, o convencional como es el caso sociedades civiles.


Además el mismo artículo 51 inciso 1º en su parte segunda agrega que la quiebra de uno de los socios no constituye en quiebra a la sociedad. Esto está en perfecta concordancia con las disposiciones pertinentes del Código Civil relacionadas con la disolución de la sociedad.


Debemos recordar que tratándose de las sociedades colectivas, el artículo 2.106 del Código Civil dispone que expira la sociedad por la incapacidad sobreviniente o la insolvencia de uno de los socios.  En este caso la quiebra es una causal de disolución de la sociedad. El Código Civil no hace distinción entre insolvencia y quiebra según se deduce del inciso 2º, cuando afirma que: “podrá, con todo, continuar la sociedad con el incapaz o el fallido, y en tal caso el curador o los acreedores ejercerán sus derechos en las operaciones sociales”.


Declarada en quiebra una sociedad colectiva o en comandita, se tramitarán separadamente, pero ante el mismo tribunal, la quiebra de la sociedad y las quiebras de los socios solidarios, y concurrirán en las quiebras de los socios los acreedores personales de éstos con los acreedores sociales. (Artículo 51 inciso 2º). 


En el inciso 3º del artículo 51 se expresa que: “La quiebra de la sociedad en comandita no importa la quiebra de los socios comanditarios, aun cuando éstos sean solidariamente responsables por haberse mezclado en la administración, pero podrán ser declarados en quiebra cuando hayan tolerado la inserción de su nombre en la razón social”. 


Debemos recordar que en las sociedades en comandita mercantiles los socios gestores tienen la administración de la sociedad y además la razón social se forma con sus nombres más las palabras y compañías.


En razón de esto, los socios gestores responden solidariamente igual que los socios colectivos.


Por excepción los socios comanditarios responden solidariamente igual que los socios gestores cuando se han mezclado o intervenido en la administración o han tolerado la inserción de su nombre en la razón social.


La Ley de quiebras establece que la quiebra de las sociedades en comandita puede importar la quiebra de los socios comanditarios cuanto éstos hayan tolerado la inserción de su nombre en la razón social, pero no cuando sean solidariamente responsables por haberse mezclado en la administración.


La diferencia de este tratamiento y el mayor rigor de los socios comanditarios que han tolerado la  inserción de su nombre en la razón social es porque se traduce de la fórmula enunciativa de la sociedad y frente a terceros que las personas que aparecen figurando en la razón social son los que responderán en forma solidaria frente a ellos.


Por lo tanto, esta norma del inciso 3º del artículo 51 de la Ley de quiebras está establecida en protección a los terceros que contrataron con la sociedad, la quiebra de las sociedades en comandita acarreará la de los socios gestores, y podrá pedirse respecto de los comanditarios que hayan tolerado la inserción de su nombre en la razón social.

E.2.
La quiebra en las sociedades de responsabilidad limitada.


En las sociedades de responsabilidad limitada la quiebra de la sociedad no significa la quiebra de los socios puesto que estos solamente responden hasta el monto de sus aportes, o las sumas que, a más de sus aportes, ellos estipulen.


Debería producirse el efecto indicado en el artículo 51 respecto de los socios fundadores, que no cumplen los requisitos legales en su constitución y formación  de la razón social, ya que, conforme a la Ley Nº 3.918, los socios fundadores son responsables solidariamente ante terceros cuando no se han cumplido las formalidades establecidas por la Ley para esta clase de sociedades y especialmente cuando se ha omitido la palabra “limitada” en la razón social. Sin embargo, desde un punto de vista estrictamente legal, el artículo 51 de la Ley de Quiebras se refiere sólo a las sociedades colectivas y en comandita y no se refiere a las sociedades de responsabilidad limitada, además, de considerar que las omisiones que se sancionan con la solidaridad impiden que se constituya legalmente una sociedad de responsabilidad limitada.

E.3.
La quiebra en las sociedades anónimas.


Las sociedades anónimas son siempre mercantiles de acuerdo a la Ley 18.046 publicada en el D.O. de 22 de octubre de 1981.


Esta Ley, que modificó las disposiciones del D.F.L. 251, que se refería a la quiebra de las sociedades anónimas, establece para éstas como causa principal de la quiebra la  cesación de pagos.  En efecto, el artículo 101 al referirse a la quiebra de las sociedades anónimas hace mención a la cesación de pagos (utiliza la expresión, “cesado en el pago de una o más de sus obligaciones”), pero ello no implica excluir otras causales de quiebra. 


En todo caso, en cuanto a la quiebra es distinto el tratamiento, según se trata de sociedades anónimas cerradas o abiertas.


a.-
Cuando una sociedad anónima abierta cesare en el pago de sus obligaciones, el gerente o el directorio en su ausencia deberá dar aviso al día siguiente hábil a la Superintendencia de Valores y Seguros.


Igual comunicación deberá enviar si algún acreedor de la sociedad solicitare la quiebra de ella, sin perjuicio de que el Juzgado ante el cual se entablare la acción deberá poner este hecho en conocimiento de la Superintendencia, como asimismo, comunicarle la declaratoria posterior de quiebra.


Como se ve, la Superintendencia no tiene facultad alguna para pronunciarse sobre la solvencia o insolvencia de la sociedad como ocurre respecto de la Superintendencia de Valores y Seguros respecto de las Compañías de Seguros por ellas fiscalizadas.


b.-
En cuanto a las sociedades anónimas cerradas el directorio de una sociedad que ha cesado en el pago de una o más de sus obligaciones o que ha sido declarada en quiebra por resolución ejecutoriada, deberá citar a junta de accionistas para ser celebrada dentro de los treinta días siguientes de acaecidos estos hechos, para informar ampliamente sobre la situación legal, económica y financiera de la sociedad.


Debe advertirse en todo caso que, conforme a las reglas legales, la junta a que se cite será junta extraordinaria.


c.-
Quiebra de Compañías de Seguros y de los bancos en proceso de liquidación voluntaria.

  
En este caso se trata de sociedades anónimas que están sometidas a reglas especiales en que la causa de la quiebra es la insolvencia según ya vimos.

C)
PRONUNCIAMIENTO DEL TRIBUNAL ANTE LA PETICIÓN DE QUIEBRA.

Frente a la solicitud de quiebra el tribunal debe pronunciarse sobre ella, a la brevedad posible con audiencia del deudor. Esta audiencia significa dar traslado al deudor para que exponga lo que estime en su defensa.


El actual artículo 45 es imperativo en cuanto a la audiencia del deudor, ya que la Ley 4.558 en el correspondiente artículo 49 establecía que la audiencia del deudor sólo procedía si el tribunal lo estimaba necesario. Además, el Juez debe cerciorarse por todos los medios a su alcance de la efectividad de las causales invocadas.


Al tribunal le corresponde formarse un cabal juicio respecto a los antecedentes de la quiebra tanto en lo que dice relación con el sujeto activo, esto es, el acreedor, como en cuanto a la causal que invoca. 


Respecto del acreedor deberá formarse un juicio cabal acerca de si es en efecto el titular del crédito que invoca. Esto es lo que se denomina la legitimación del actor. El acreedor debe tener precisamente la calidad de tal y para ello deberá demostrarlo con todos los medios del alcance.


Conforme al artículo 43 se requiere que su crédito sea exigible, basta con que sea acreedor de una obligación mercantil y que ésta obligación mercantil conste en un título ejecutivo.


El traslado o audiencia del deudor tendrá el carácter de informativo y no dará lugar a incidentes. Así lo dice el artículo 45. 


La audiencia del deudor, tiene la virtud de que en ella puede el deudor consignar fondos suficientes para el pago de los créditos que hubieren servido de base a la solicitud de quiebra y las costas correspondientes, en cuyo caso no procederá la declaración de quiebra.


En esta disposición (artículo 45 inciso 2º parte final) la Ley estableció una fórmula lógica para impedir la declaración de quiebra, no como ocurría, según vimos en el caso del artículo 49 de la Ley 4.558 en que, una vez declarada la quiebra, el fallido, dentro del tercer día tenía la posibilidad de consignar los fondos para alzar la quiebra.  


La resolución que da traslado al deudor, se debe notificar personalmente o en la forma prevista en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, aún, cuando no se encuentre en el lugar del juicio. (Artículo 45 inciso final).    


El deudor debe evacuar el traslado en el plazo que fije el Tribunal (3, 5 o 15 días). La Ley no es clara y los Tribunales fijan plazos de 3 días, como en los incidentes, o de 15 días como en juicio ordinario o 5 como en el sumario.

VI
LA SENTENCIA DECLARATORIA DE QUIEBRA.

El juicio de quiebras no se inicia en contra del deudor sino cuando se ha determinado por sentencia judicial  que se encuentra en la situación  prevista por la ley.


Requisito esencial de la quiebra es, pues,  que haya una resolución judicial que la declare.


Antes de dictar la referida sentencia el tribunal, en un plazo breve podrá decretar medidas para mejor resolver o cualquier otra diligencia destinada a probar la causal invocada.


Nuestra legislación se conforma  a estos aspectos doctrinarios y establece  en distintas disposiciones  que los efectos  de la quiebra se producen  una vez declarada; así por ejemplo, se dice  en los artículos 64, 66, 67, 68, 69, 71, etc.


La ley 18.175  resolvió la disputa que se  planteaba respecto  a la naturaleza jurídica de la resolución  que declara la quiebra al decir en el artículo 52 que es una sentencia definitiva.


Es sin embargo una sentencia sui generis ya que produce efectos retroactivos y no sólo afecta a las partes del juicio sino a terceros ajenos al mismo.         

PRIVATE 
CONTENIDO DE LA SENTENCIA DECLARATORIA DE LA QUIEBRAtc "CONTENIDO DE LA SENTENCIA DECLARATORIA DE LA QUIEBRA"

El mismo artículo 52  determina el contenido  de la sentencia definitiva que declara la quiebra; este contenido es el siguiente:

1.
“La determinación  de si el deudor  está o no comprendido en el artículo 41. En este caso se estará a la actividad  que el deudor ejercía a la fecha  en que contrajo  la obligación”.


En el estado actual de la legislación sobre  quiebras, ésta se aplica a todo deudor, pero las consecuencias de la quiebra son diversas en ciertos  aspectos, relativos a si el fallido es o no deudor del artículo 41. Por esto, y porque las causales de quiebra son, a veces, diferentes para uno y otro, hay interés en calificar la actividad  que desarrolla el deudor.


Existe también interés en esta calificación, para averiguar si el deudor  ejecutó algunos  de los hechos  que constituyen quiebra culpable o fraudulenta.


Los derechos de los acreedores son más amplios tratándose  del deudor del artículo 41, porque la ley de quiebras ha establecido una normativa especial de acciones, las acciones de inoponibilidad, que  se conceden como efecto retroactivo de la quiebra para los deudores del  artículo 41 y no se aplican con motivo de la quiebra de los otros deudores.


El juez para resolver si el deudor  ejecuta o no las actividades  a que se refiere el artículo 41 deberán estarse a las pruebas que se le presenten de acuerdo a las reglas generales.


Este es un problema  que no tiene mayor complicación  en el caso de la actividad mercantil  pero que,  a  nuestro juicio, lo puede tener respecto de las otras  actividades (minera, industrial o agrícola) por estar fuera del ámbito de la mercantilidad. El comercio es una actividad que se traduce en hechos susceptibles de prueba.


En cuanto  a la industria, la minería y la agricultura es posible esta misma determinación a través  de las reglas sobre la prueba de nuestra legislación.

2. 
“La designación de un síndico provisional titular y de uno suplente y la orden de que el síndico  se incaute  de todos los bienes del fallido, sus libros y documentos, bajo inventario, y de que se le preste, para este objeto,  el auxilio de la fuerza pública por el jefe más inmediato, con la exhibición de la copia autorizada de la declaratoria de quiebra”.


Este enunciamiento está relacionado con la incautación e inventario  de que tratan los artículos 94 y siguientes  de la ley. 


La incautación: es una actuación procesal efectuada por el síndico de quiebras, bajo la presencia de un notario u otro ministro de fe, que tiene  por objeto recoger y custodiar  todos los libros, documentos y bienes del fallido.


El inventario: es otra actuación procesal  que debe realizar el síndico, bajo la presencia de un Notario u otro ministro de fe designado  por el Tribunal,  en el que se incluyen todos los libros, correspondencia, documentos y bienes del deudor, debiéndose dejar constancia  del estado  de las maquinarias, útiles y equipos, para lo cual podrá  hacerse acompañar de personas  especializadas.


Igualmente deberá dejarse  constancia  de todo derecho  o pretensión formulado por  terceros  en  relación con los bienes inventariados.


El síndico tiene la facultad de recabar el auxilio  de la fuerza pública para lo cual le basta con la exhibición de la copia autorizada de la sentencia en que se declara la quiebra.

3.
“La orden de que las oficinas de correos y telégrafos entreguen al síndico la correspondencia y despachos telegráficos cuyo destinatario sea el fallido, para los efectos de lo preceptuado en el número 5 del artículo 27”. 


Este Nº 5 del artículo 27 dispone  que es facultad del síndico abrir la correspondencia  del fallido  con intervención del tribunal y de retener las  cartas y documentos  que tengan relación con los negocios  de la quiebra.

4.
“La orden de acumular al juicio de quiebra todos los juicios contra  el fallido  que estuvieren pendientes  ante otros tribunales  de cualquiera jurisdicción  y que puedan afectar  sus bienes, salvo las excepciones legales”.


Estos juicios deben tener al fallido como demandado y deberán afectar sus bienes. Está relacionado con el efecto  de la declaratoria  de quiebra contenido en el artículo 70, que dispone que todos los juicios pendientes contra el fallido  ante otros tribunales de cualquiera jurisdicción  que puedan afectar sus bienes,  se acumularán  al juicio  de la quiebra.


El juicio  de quiebras  es un juicio universal,  necesita concentrar  en el Juez de la quiebra la competencia para conocer de todos los juicios que se siga contra el fallido  que puedan afectar a sus bienes (Raúl Varela V.). 

5. 
“La advertencia al público que no debe pagar  ni entregar mercaderías al fallido, so pena de nulidad de los pagos y entregas; y la orden a las personas que tengan bienes  o papeles pertenecientes al fallido, para que los pongan, dentro de tercero día, a disposición  del síndico, bajo pena de ser tenidos  por encubridores o cómplices de la quiebra”.


Esta mención está relacionada  con el desasimiento a que se refiere el artículo 64 que dispone que pronunciada la declaración de quiebras el fallido  queda inhibido de pleno derecho  de la administración de todos sus bienes presentes, salvo aquellos  que sean inembargables. 


La administración de que es privado el fallido  pasa de derecho  al síndico, quien la ejercerá con arreglo  a las disposiciones  de esta ley.

6.
“La orden de hacer saber a todos los acreedores residentes en el territorio de la República  que tienen el plazo de treinta días, contado desde la fecha de la publicación  de la sentencia, para que  se presenten  con los documentos justificativos de sus créditos bajo el apercibimiento de que les afectarán los resultados del juicio  sin nueva citación”.


Esta mención está relacionada con el procedimiento de verificación de créditos. (Artículos 131 y siguientes).

7.
“La orden de notificar, por carta aérea certificada, la quiebra a los acreedores que se hallen fuera de la República y mandarles  que dentro del plazo establecido en el número anterior, aumentado con el de emplazamiento correspondiente que se expresará en cada carta, comparezcan al juicio con los documentos justificativos de sus créditos, bajo el apercibimiento indicado en el número precedente”.


La Ley no ha indicado desde cuando se entiende emplazado el acreedor. No se indica si es del momento en que se envía la carta o desde que ésta se recibe. En cada caso será el tribunal el que deberá determinar dicho plazo.


También es una enunciación que debe contener la sentencia relacionada con la verificación de créditos que deben  hacer los acreedores que se encuentren fuera del territorio de la República, lo que se verá más adelante.

8.
“La orden de inscribir la declaración de quiebra en Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces del departamento en que se hubiere declarado la quiebra y también en el de los Conservadores correspondientes a cada uno de los inmuebles pertenecientes al fallido”.


El objeto de esta inscripción es dar publicidad a terceros sobre el estado patrimonial del fallido.


En relación con esta disposición el artículo 72 dispone que son inoponibles los actos y contratos que el fallido ejecute o celebre después de dictada la sentencia que declara la quiebra, con relación a los bienes de la masa, aún cuando no  se hayan practicado las inscripciones en los registros respectivos del Conservador de Bienes Raíces.

9.
“La indicación precisa del lugar, día y hora en que se celebrará  la primera junta de acreedores”.


Esta primera junta de acreedores, que llamaremos Junta Constitutiva, tiene vital importancia para el desarrollo, proyecciones y resultado de la quiebra. En ella se ratifica o designa al síndico definitivo, titular o suplente. 


Esta junta conforme al artículo 105 se realizará en la sede del tribunal  o en el lugar AD‑HOC que éste hubiera designado, no antes de 30 días ni después de 40 días hábiles contados desde la publicación de la sentencia que declara la quiebra.

10. 
 El artículo 53 señala: “Cuando la quiebra se produzca por desaparecimiento o fuga del deudor, la resolución que la declare designará un curador especial para que represente al fallido”.

PRIVATE 
NOTIFICACIÓN DE LA DECLARATORIA DE QUIEBRA.tc "NOTIFICACIÓN DE LA DECLARATORIA DE QUIEBRA."

La Ley establece que la sentencia  debe ser notificada al fallido, a los acreedores y a terceros por medio de un aviso.


Este aviso se efectúa mediante una publicación en el Diario Oficial  de un extracto de la solicitud de quiebra y copia íntegra de la resolución. 


Lo anterior se desprende del artículo 6 de la Ley que da una  regla general al expresar que: “Siempre que esta ley o el tribunal .ordene que una resolución se notifique por avisos, se entenderá que debe publicarse un aviso en el Diario Oficial...”.


El artículo 55 agrega que: “Inmediatamente de pronunciada la sentencia que declare la quiebra, el secretario del tribunal cuidará que se notifique, a la brevedad posible, al síndico provisional, titular y suplente.


El secretario podrá notificar por sí o encomendando esta diligencia a otro ministro de fe”. (Generalmente este ministro de fe será un Receptor Judicial). 


La notificación por  aviso en el Diario Oficial tiene importancia para el fallido, para los acreedores y los terceros interesados.


Desde luego para los acreedores porque desde ese momento pueden ejercer sus acciones y derechos en la quiebra, verificando sus créditos y para interponer el único recurso que la Ley establece en el artículo 56, esto es, el recurso especial de reposición de la sentencia. Asimismo desde esa fecha  corre el plazo de 30 a 40   días  para   la  celebración  de  la  primera junta de acreedores o junta constitutiva.


MOMENTO DESDE EL CUAL PRODUCE SUS EFECTOS LA SENTENCIA RESPECTO DEL FALLIDO.

La sentencia que declara la quiebra produce sus efectos en el instante mismo que se pronuncia,  cuando todavía se encuentra en el despacho del juez,  firmada  por éste y su secretario.


La solución es contraria a los principios de derecho procesal y, en efecto, es una excepción a las reglas del Código de Procedimiento Civil que dice que las resoluciones judiciales producen sus efectos  desde su notificación. (Artículo 38 Código de Procedimiento Civil). 


El hecho que la sentencia que declara la quiebra produzca sus efectos, respecto del fallido desde la fecha en que se dicta, está claramente consagrada en las disposiciones de la Ley de quiebras pudiendo citar como ejemplo: El artículo 64 que comienza expresando “pronunciada la declaración de quiebra, el fallido queda inhibido de pleno derecho de la administración de todos sus bienes presentes, salvo aquellos que sean embargables”. Contienen la misma redacción y sentido los artículos 66, 67, 68, 69, 71 y 72 de la Ley de Quiebras.


Estas disposiciones ofrecen esta solución debido a que en la doctrina  se ha advertido el peligro que se sigue de la demora en la notificación de la sentencia al fallido. 


El texto de las disposiciones legales hay que entenderlo en sus términos literales, pues, ellos vierten el objetivo que persiguió el legislador, que no es otro que los efectos se produzcan de inmediato, entre los cuales  es  importantísimo que el desasimiento del fallido opere y rija desde el instante mismo en que la resolución se pronuncie, aunque el fallido no haya sido notificado.


Los actos posteriores serán nulos e inoponibles a la masa conforme al artículo 72 de la Ley.


El problema sobre los efectos inmediatos de la sentencia que declara la quiebra ha sido discutido en la doctrina jurídica universal y en el derecho comparado.

VII
RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN (IMPUGNACIÓN DE LA SENTENCIA DECLARATORIA DE QUIEBRA).

Contra la resolución que declara la quiebra solo podrá entablarse el RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN.


Este es un recurso que, excepcionalmente, procede en contra de una sentencia definitiva y se caracteriza por quienes son los titulares del recurso, el plazo para interponerlo, los fines que cumple y forma de tramitación.

TITULARES DEL RECURSO.


Los titulares del recurso pueden ser el fallido, los acreedores y los terceros interesados. El síndico sólo puede intentar el  recurso  para modificar la  calidad  jurídica  que se atribuye el fallido.


Respecto al fallido y los acreedores no existe problema en cuanto a la razón que puedan tener para atacar la sentencia que declara la quiebra, teniendo presente, según veremos, que el recurso tiene por objeto dejar sin efecto la declaratoria de quiebra o modificar la determinación o calificación del fallido.


El problema está en determinar quienes son los terceros interesados a que se refiere el artículo 57. 


Estos son, desde luego, terceros en los términos del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil que señala que son terceros lo que sin ser partes en el juicio, tienen interés actual en sus resultados. 


Hay muchas personas, que sin haber sido acreedores del fallido, antes de la declaración de quiebra, han tenido relaciones jurídicas en el fallido, como por ejemplo, un comprador de mercaderías o un bien raíz del fallido, etc.


El deudor antes de la declaratoria de quiebra pudo haber efectuado muchos negocios cuyo resultado ha provocado la disminución de su patrimonio, por las enajenaciones que pudieron significar tales negocios.


En virtud de esto la ley, entre los efectos de la quiebra, establece las acciones de  inoponibilidad, que tienen por objeto restablecer el patrimonio del deudor en beneficio de los acreedores, dejando sin efecto en favor de la masa ciertos actos ejecutados por el fallido durante un período anterior a la quiebra que recibe el nombre de período sospechoso.

Estas personas tienen evidentemente interés comprometido en la quiebra, pues de prosperar una acción  de inoponibilidad deducida contra el fallido y el tercero puede dejar sin efecto algún acto o contrato celebrado entre ellos. Por Ejemplo: Un contrato de compraventa, haciéndole restituir al patrimonio de la masa el bien de que  fue objeto esa compraventa. Estos son los terceros interesados que señala el artículo 53, y que pueden deducir el recurso especial de reposición.

PRIVATE 
PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO. tc "PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO. "

El recurso especial de reposición debe interponerse en el plazo fatal de 10 días hábiles, contados desde la notificación por aviso en el Diario Oficial de la sentencia que declara la quiebra.


Respecto del Síndico el plazo se contará desde que se le notifica por el Secretario u otro Ministro de Fe de la sentencia declaratoria de la quiebra.


El plazo que es de días hábiles según lo establece expresamente el artículo 57, corroborando lo que el artículo 5 de la Ley en su inciso 3º dispone, esto es, que “Los términos de días establecidos en esta ley se entenderán suspendidos durante los feriados, a menos que ella misma o el tribunal, por motivos fundados, disponga lo contrario”. 

PRIVATE 
OBJETO DEL RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN.tc "OBJETO DEL RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN."

El recurso especial de reposición tiene por objeto dejar sin efecto la sentencia que declara la quiebra, o bien que se rectifique la calificación que se ha atribuido al fallido de acuerdo con el artículo 52 Nº 1 de la Ley.


Esto significa que el recurso de reposición tiene por objeto establecer la calidad efectiva que tenga el fallido de acuerdo a las actividades que señala el artículo 41. 


Tiene importancia determinar si el fallido es de la clase de deudores que señala el artículo 41 o no, porque la ley de quiebra en todo su articulado y texto señala distintos efectos, en muchos casos más rigurosos para los deudores del artículo 41 que aquellos que no lo sean.


Cuando se intenta el  recurso especial de reposición para modificar la calidad  que se atribuye al fallido puede actuar como titular del recurso el síndico.
PRIVATE 
TRAMITACIÓN DEL RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN.tc "TRAMITACIÓN DEL RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN."

El recurso especial de reposición se tramita como un incidente.

Esto no significa que sea un incidente, sino que su procedimiento debe ser el de los incidentes. El recurso especial de reposición es un recurso legal que tiende a dejar sin efecto o modificar una sentencia definitiva.


En este recurso, que se tramita como incidente, son partes el que lo hubiere interpuesto y podrán también serlo el fallido, el que hubiere solicitado la quiebra y el síndico.


Los demás acreedores y los terceros interesados podrán intervenir como coadyuvantes.


Durante la tramitación del recurso especial de reposición no se suspende el procedimiento concursal; sin embargo el Síndico deberá abstenerse de realizar bienes mientras no haya una sentencia definitiva al respecto.


El recurso especial de reposición se tramita en el cuaderno principal de la quiebra.


Las resoluciones que se dictan durante la tramitación del recurso especial de reposición serán inapelables. 


El artículo 58 contiene una impropiedad ya que emplea la expresión incidente especial de reposición lo que no es efectivo ya que se está refiriendo al recurso especial de reposición.

RECURSOS QUE PROCEDEN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE FALLA EL RECURSO ESPECIAL DE REPOSICIÓN.

La resolución que falla el recurso especial de reposición es una sentencia definitiva que resuelve la cuestión controvertida.


Respecto a los recursos que proceden hay que distinguir dos situaciones:


A)
Si se acoge el recuso especial de reposición.


B)
Si se rechaza el recurso especial de reposición. 


A)
La sentencia que acoge el recurso especial de reposición, esto es, la que deja sin efecto la quiebra o modifica la calidad que se atribuye al fallido es apelable en ambos efectos.


B)
En cambio la resolución que rechaza el recurso especial de reposición es apelable en el solo efecto devolutivo.  


A esta conclusión se llega por aplicación del artículo 5 inciso 2º de la Ley que dispone que salvo las excepciones expresamente contempladas en esta ley, las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo y gozarán de preferencia para su agregación extraordinaria a la tabla y para su fallo. 


En efecto, la ley cuando se refiere a la sentencia que acoge la reposición establece expresamente que la sentencia es apelable en ambos efectos.  En cambio nada dice en cuanto a la sentencia que rechaza la reposición, lo que no significa que esta sentencia no sea apelable sino que en ese caso la apelación será concedida conforme a la regla general de la Ley de Quiebras que es la apelación en el solo efecto devolutivo.

RECURSOS QUE PROCEDEN CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE NIEGA LUGAR A LA DECLARACIÓN DE QUIEBRA.

La resolución que niega lugar a la quiebra es siempre apelable en ambos efectos por disposición del artículo 59. 


Este mismo artículo establece que en contra de esa resolución no puede interponerse  el recurso especial  de reposición a que se refiere la Ley.

PRIVATE 
VIII
EFECTOS DE LA QUIEBRAtc "VIII
EFECTOS DE LA QUIEBRA"
CLASIFICACIÓN

1.-
Una clasificación distingue:

Efectos sobre la Persona del fallido, inhabilidades y procedimientos de calificación.

Efectos sobre los bienes del deudor.

2.- Otra clasificación distingue atendiendo al tiempo en que se producen los efectos de la declaratoria de quiebra.

Efectos Inmediatos: los que se producen con posterioridad a la resolución que reconoce el estado de quiebra.

Efectos Retroactivos; son aquellos que afectan relaciones jurídicas celebradas con anterioridad a la declaración de la quiebra.

3.- El autor Alvaro Puelma tiene otra clasificación:

Los que se refieren a los acreedores o a sus créditos.

Los que se refieren al deudor en su persona, bienes y relaciones jurídicas pendientes.

Las acciones de integración y de recuperación del patrimonio del fallido.


Los dos primeros grupos están comprendidos en los efectos inmediatos de la quiebra y el último coincide con los efectos retroactivos. 


En todo caso los efectos a que da lugar la quiebra están informados por el principio de la igualdad de los acreedores y por el principio de la integridad del patrimonio del fallido.

DE LOS EFECTOS INMEDIATOS O A FUTURO DE LA DECLARACIÓN DE QUIEBRA.

Estos son los siguientes:

PRIVATE 
1.- 
El derecho a pedir alimentos. tc "1.- 
El derecho a pedir alimentos. "
2.- 
El desasimiento.

3.-
Se fija irrevocablemente el derecho de los acreedores.

4.-
Quedan vencidas y exigibles respecto del fallido, todas sus deudas pasivas.

5.-
Se impiden las compensaciones.

6.-
Se acumulan al juicio de quiebras todos los juicios pendientes contra el fallido.

7.-
Se suspende el derecho de los acreedores para ejecutar individualmente al fallido.

8.-
Son inoponibles, con relación a los bienes de la masa, los actos y contratos que el fallido ejecute o celebre después de la sentencia de quiebra.

9.-
No se priva al fallido del ejercicio de sus derechos civiles.

10.-
Se forma la masa de acreedores. 

1.-
DERECHO A PEDIR ALIMENTOS.


Está establecido en el artículo 60 de la Ley.


Se ejerce en contra de la masa con el objeto de asegurar la subsistencia del fallido y su familia.


Debe distinguirse entre el deudor calificado y el deudor no calificado.


El deudor no comprendido en el artículo 41 tiene derecho a que la masa le dé alimentos para él y su familia.


El deudor calificado sólo los puede pedir cuando él hubiere solicitado su propia quiebra.


El Derecho de Alimentos se suspende si el fallido es encargado reo (sometido a proceso) y cesa si es condenado por quiebra culpable o fraudulenta o alzamiento de bienes del artículo 466 del Código Penal.


La cuantía de los alimentos se determina por el Tribunal que conoce de la quiebra con audiencia del Síndico y de los acreedores.


La solicitud de alimentos se tramita como incidente en cuaderno separado y se notifica al Síndico personalmente o por cédula y a los acreedores por aviso y los acreedores pueden oponerse fundándose en que el fallido  posee los medios para asegurar el sustento de la familia.

2.-
EL DESASIMIENTO.

Es el principal efecto de la declaración de quiebra y se produce inmediatamente después de pronunciada la declaración de quiebra, según explicamos.


El artículo 64 expresa: “Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido queda inhibido de pleno derecho de la administración de todos sus bienes presentes, salvo aquellos que sean inembargables”.

Se deduce entonces que el desasimiento es el efecto inmediato que se produce luego de pronunciada la declaración de quiebra, contra el fallido en virtud del cual, éste queda de pleno derecho inhibido de la administración de todos sus bienes presentes, salvo aquellos que sean inembargables.


Es el efecto más importante de la quiebra, porque sirve para cumplir el objetivo de ella, esto es,  realizar en un procedimiento único en los bienes de una persona.


PRIVATE 
Características del desasimiento.tc "Características del desasimiento."
A.  El desasimiento no significa incapacidad del fallido. Sólo queda inhibido por el solo ministerio de la Ley, de la administración de todos sus bienes presentes, salvo aquellos que sean inembargables.  


Que no es incapacidad se demuestra por los siguientes argumentos que están en el contexto de la misma disposición.


A.a.
Desde luego,  el inciso 3º en la parte segunda dispone que el fallido puede ejercitar por sí mismo todas las acciones que exclusivamente se refieren a su persona y que tengan por objeto derechos inherentes a ella, y ejecutar todos los actos conservativos de sus bienes en  caso de negligencia del síndico.


A.b.
El inciso 4º señala que el fallido conserva la administración de los bienes personales de su mujer y de sus hijos, de los que tenga el usufructo legal. Esta administración queda solamente sujeta a la intervención del síndico mientras subsiste el derecho del marido, padre o madre en falencia.


A.c.
Según el artículo 65 inciso 2º el fallido puede adquirir bienes a títulos onerosos con posterioridad a la declaración de quiebra.  Esto significa que al fallido no queda impedido de ejercer una labor productiva con  la cual puede adquirir bienes, los que no quedan afectos al desasimiento sino que podrán ser sometidas a intervención.


A.d.
El artículo 73 dispone que la declaración de quiebra no priva al fallido del ejercicio de sus derechos civiles, no le impone inhabilidades sino en los casos expresamente determinados por las leyes.

B.
El desasimiento no transfiere la propiedad de los bienes del fallido a sus acreedores, sino sólo la facultad de disponer de ellos y de sus frutos hasta pagarse de sus créditos.


La administración de que es privado el fallido pasa de pleno derecho al síndico, quien la ejercerá con  arreglo a las disposiciones o acuerdos que adopten las juntas de acreedores en conformidad a esta ley, las que tienen una función preponderante en cuanto a la planificación y proyecciones que pueden dar al proceso de realización del activo de la quiebra.

C.
El fallido queda privado simplemente del derecho de administrar todos sus bienes  presentes.


Respecto a los efectos  que el desasimiento produce en cuanto a los bienes del fallido, es necesario hacer las siguientes distinciones:


C.a.
En cuanto a los bienes presentes, el fallido pierde el derecho de administrarlos, salvo aquellos que sean inembargables.  Estos son los que señala el artículo 1618 del Código Civil y el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil y otros indicados en leyes especiales.


Se entiende por bienes presentes aquellos que al momento de la declaratoria de quiebra están en el patrimonio del fallido.


C.b.
En  cuanto a los bienes futuros, esto es, aquellos que el fallido pueda adquirir después de la declaratoria de quiebra, es necesario también distinguir entre bienes adquiridos a título gratuito y bienes adquiridos a título oneroso.


C.b.1. Los bienes adquiridos a título gratuito son aquellos adquiridos, por ejemplo, a título de donación, herencia, legado.  El artículo 65 señala que el desasimiento comprende también los bienes futuros que adquiera el fallido a título gratuito; pero sin extinguir las responsabilidades de las cargas con que se le hayan transferido o transmitido y sin perjuicio de los derechos acreedores hereditarios.



C.b.2 Los bienes adquiridos por el fallido a título oneroso con posterioridad a la declaración de quiebras no son afectados por el desasimiento.  Estos son bienes que el fallido puede adquirir en virtud del ejercicio de su trabajo. sea una profesión, industria, o empleo cualquiera. Esto significa, según vimos, que el fallido no pierde su capacidad de ejercicio, puesto que puede adquirir bienes con el producto de su trabajo.




Estos bienes quedan sometidos al siguiente tratamiento: 



a)Pueden ser sometidos a intervención. Esto es, se establece una facultad.



b)
Los acreedores sólo tienen derecho a los beneficios líquidos que se obtengan. Esto significa que al fallido se le deja lo necesario para sus alimentos en los mismos términos que indica el artículo 64 inciso 4º parte final.  Los alimentos, en este caso como en el citado artículo son congruos.


 PRIVATE 
Bienes de terceros que administra el fallido.tc "Bienes de terceros que administra el fallido."

A la fecha de la declaratoria de quiebra pueden existir en el patrimonio del fallido bienes que aparentemente le pertenecen.


Estos bienes, que en la realidad son de dominio de terceras personas, son aquellos que el fallido administra en su calidad de padre o marido y que pertenecen, respectivamente, a su mujer o hijos.


De acuerdo a las normas de derecho de familia, en estos casos el marido y el padre tienen sobre estos bienes un usufructo legal.


El artículo 64 en su inciso 4º se preocupa del tratamiento que deben recibir estos bienes. Según esta disposición de los bienes que el fallido tenga en su poder, que sean de dominio de su mujer e hijos, conserva la administración pero, quedarán sujetos a la intervención del síndico mientras subsista el derecho del marido, padre, o madre en falencia.


En este caso, la intervención está imperativamente establecida por la Ley, y no como en el caso de los bienes adquiridos a título oneroso, en que la intervención es facultativa.


A través de esta intervención, el síndico cuidará de que los frutos líquidos que produzcan estos bienes ingresen a la masa deducidas las cargas legales o convencionales que los graven.


El tribunal, con audiencia del síndico y del fallido, determinará la cuota de los frutos que correspondan al fallido para sus necesidades y las de su familia, habida consideración a su rango social y a la cuantía de los bienes sujetos a intervención, (alimentos congruos).


Juicios de separación de bienes y de divorcio en que sea parte el fallido.

El artículo 64 inciso final, dispone que el síndico podrá figurar como parte coadyuvante en los juicios de separación de bienes y de divorcio en que el fallido sea demandado o demandante.

PRIVATE 
3.-
SE FIJA IRREVOCABLEMENTE EL DERECHO DE LOS ACREEDORES.tc "3.-
SE FIJA IRREVOCABLEMENTE EL DERECHO DE LOS ACREEDORES."

El artículo 66  de la Ley, expresa que la sentencia que declara la quiebra fija irrevocablemente los derechos de  todos los acreedores en el estado que tenían el día de su pronunciamiento, sin perjuicio de los casos especialmente previstos por la Ley.


PRIVATE 
La quiebra afecta también a los derechos de los acreedores.tc "La quiebra afecta también a los derechos de los acreedores."

Se analizará esta disposición al tratar de las compensaciones y en la reajustabilidad e intereses de las deudas del fallido.

4.-
QUEDAN VENCIDAS Y EXIGIBLES RESPECTO DEL FALLIDO TODAS LAS DEUDAS PASIVAS. EXIGIBILIDAD ANTICIPADA DE TODAS LAS DEUDAS. 

PRIVATE 
Este efecto está contenido en el artículo 67. tc "Este efecto está contenido en el artículo 67. "

Por efecto de la declaración de quiebra, quedan vencidas y exigibles respecto del fallido, todas sus deudas pasivas, para el sólo efecto de que los acreedores puedan intervenir en  la quiebra y percibir los dividendos que correspondan al valor actual de sus respectivos créditos, los reajustes e intereses que les correspondan desde la fecha de la declaratoria. 


Es necesario resaltar lo siguiente:


a)
Este efecto de la quiebra está en íntima relación con la caducidad del plazo.  En realidad lo que se produce en este caso, es que el plazo caduca, conforme a las reglas generales. El artículo   1.496  del  Código  Civil   dice: “El    pago  de la obligación no puede exigirse antes de expirar el plazo,  sino es: 1º Al deudor  constituido en  quiebra o  que se   halla  en  notoria insolvencia”.

b)
Quedan vencidas y exigibles todas sus deudas pasivas. Esto significa que la caducidad no opera respecto a aquellos créditos en que el fallido tenga la calidad de acreedor.


c)
La caducidad se produce para el efecto de que los acreedores puedan intervenir en la quiebra y percibir los dividendos que correspondan al valor actual de sus respectivos créditos, más los reajustes e intereses que les correspondan, desde la fecha de la declaratoria. La intervención a que se refiere la Ley de quiebras se denomina verificación de créditos y su objeto es la liquidación del pasivo.


d)
La exigibilidad de los créditos se produce sólo respecto del fallido.


El inciso final del artículo 67 se encarga de reafirmar este principio y que también establecen algunas excepciones.


En efecto, la citada disposición señala que a pesar de que la exigibilidad de que trata  el  artículo  67 se refiere sólo al fallido, si éste fuere aceptante de una  letra de cambio, librador de una letra no aceptada  o  suscriptor de un pagaré, los demás obligados pagarán inmediatamente. Lo anterior significa que la Ley ha querido reforzar los principios de la solidaridad pasiva que afectan a los firmantes de los títulos de créditos.


Para el efecto de que los acreedores puedan intervenir en la quiebra a través de la correspondiente verificación de créditos, es importante determinar el valor actual de los mismos.


PRIVATE 
El artículo 67 se encarga de fijar este valor haciendo las siguientes distinciones.tc "El artículo 67 se encarga de fijar este valor haciendo las siguientes distinciones."

1. Créditos en moneda nacional.


2. Créditos en moneda extranjera.


Los créditos en moneda nacional se clasifican en:


1.A.
No vencidos.


1.B.
Vencidos.


Los créditos en moneda nacional no vencidos se clasifican en:


1.A.1.
Reajustables.


1.A.2.
No reajustables.


Los créditos en moneda nacional no vencidos reajustables pueden ser:


1.A.1.a.
Con intereses.


1.A.1.b.
Sin intereses.


Los créditos en moneda nacional no vencidos, no  reajustables pueden clasificarse, también en: 


 1.A.2.a.
Créditos no reajustables sin intereses y


 1.A.2.b.
Créditos no reajustables con intereses.


Las reglas son las siguientes:

1.‑ El valor actual de los créditos reajustables, en moneda nacional, no vencidos a la fecha de la declaración de quiebra y que devenguen intereses, será el capital más el reajuste convenido e intereses devengados hasta el día de la declaratoria.

2.‑ El valor actual de los créditos reajustables en moneda nacional  no vencidos a la  fecha de la declaración de quiebras y que no devenguen intereses será el capital más el reajuste hasta la fecha de la declaratoria.

3.‑ El valor actual de los créditos no reajustables en moneda nacional, no vencidos a la fecha de la declaratoria de quiebras y que devenguen intereses será el capital más los intereses devengados hasta el día de la declaratoria.

4.‑ El valor actual de los créditos no reajustables en moneda nacional, no vencidos, a la fecha de la declaratoria de quiebra y que no devenguen intereses, se determinará descontando del capital los intereses corrientes para operaciones de créditos de dinero no  reajustables desde el día de la declaratoria hasta el día de los respectivos vencimientos.


Si no fuere posible determinar el índice de reajustabilidad o si éste hubiere perdido su vigencia, se considerarán los créditos en moneda nacional no vencidos como  no reajustables.


Con el objeto de que las obligaciones vencidas del fallido en moneda nacional y las actualizadas, conforme al artículo precedente, no pierdan su valor desde la declaratoria de quiebra al tiempo del pago, el artículo 68 establece las siguientes normas:


1.
Las deudas del fallido vencidas y las actualizadas, se reajustarán y devengarán intereses según lo pactado en la convención, cuando se hayan estipulados reajustes e intereses.


2.
Los créditos vencidos y los actualizados se reajustarán según lo pactado, cuando sólo se haya estipulado reajustabilidad.


3.
Los créditos no reajustables devengarán intereses corrientes para operaciones de créditos no reajustables, tanto en el caso que se hayan pactado intereses como en el caso en que no se hayan convenido intereses.


Finalmente, la Ley establece las siguientes reglas relacionadas con los reajustes e intereses:


El  síndico  podrá impugnar los intereses  pactados en  caso de estimarlos excesivos.


Los   reajustes  e  intereses  en su caso  gozarán  de iguales preferencias y privilegios que los respectivos capitales. (Artículo 147 y siguientes de la Ley de Quiebras)


PRIVATE 
Obligaciones contraídas en moneda extranjera.tc "Obligaciones contraídas en moneda extranjera."

Las obligaciones contraídas en moneda extranjera, se pagarán en la misma moneda establecida  en  la  convención  y devengarán  el   interés  pactado  en  ella, siempre  que éstas obligaciones se hayan contraído de acuerdo con las normas  sobre Cambios Internacionales contenidas  en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile. (Ley 18.840. Artículo 39).

5.-
SE IMPIDEN LAS COMPENSACIONES.

La declaración de quiebra impide toda compensación que no hubiere operado antes por el ministerio de la ley, entre las obligaciones recíprocas del fallido y acreedores, salvo que se trate de obligaciones conexas, derivadas de un mismo contrato o de una misma negociación y aunque sean exigibles en diferentes plazos. (Artículo 69 Ley).


La compensación es un modo de extinguir las obligaciones al que se refiere el artículo 1655 del Código Civil, que dice: “Cuando dos personas son deudoras una de otra, se opera entre ellas una compensación que extingue ambas deudas del modo  y en los casos que determina la ley”.

A su vez, el artículo 1656 del Código Civil dispone: “.......”


Los efectos  de  las compensaciones que  hayan  operado antes de la declaratoria de quiebra, pueden ser invalidados conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de  revocados por la acción de inoponibilidad que la Ley establece como  efecto retroactivo de la quiebra. (Artículo 77 inciso 21). 


La disposición del artículo 69, al impedir todas las compensaciones  después de la declaratoria de quiebra, reafirma el principio que se mantiene irrevocable el derecho de los acreedores y al mismo tiempo la par condictio creditorum.


En efecto si algún  acreedor es a su vez deudor del fallido,  el crédito que tiene contra éste quedaría extinguido por el sólo Ministerio de la Ley, obteniendo con ello un pago preferente, vulnerando el principio de la igualdad frente a los acreedores de la quiebra.


Este efecto de impedir todas las compensaciones, después de la declaratoria de quiebra tiene excepciones cuando la compensación se produzca como consecuencia de obligaciones conexas, entendiéndose  por  tales aquellas  que   derivan de un mismo  contrato  o de  una  misma negociación y aunque sean exigibles en diferentes plazos. El ejemplo más preciso de ésta excepción lo da el contrato de seguros, en que, si el fallido es el asegurado, será deudor de la compañía aseguradora, la que a su vez, es deudora del fallido por el monto de la indemnización.  
En este caso se producirá la compensación correspondiente entre las dos obligaciones, si en ambas se cumplen los requisitos legales de ser en dinero, líquidas y actualmente exigibles. (Artículo 1.656 del Código Civil).


También nacen obligaciones conexas compensables en la operación de boleta bancaria de garantía, en una compraventa con cláusula penal contra el vendedor, etc.

F)
SE ACUMULAN AL JUICIO DE QUIEBRA TODOS LOS JUICIOS PENDIENTES CONTRA EL FALLIDO.


Todos los juicios en contra del fallido que se encuentren radicados ante otros tribunales de cualquiera jurisdicción y que puedan afectar sus bienes, se acumularán al juicio de quiebra.


Los nuevos juicios que se entablen contra la masa se substanciarán también el tribunal que conozca de la quiebra. (Artículo 70).


En esta materia la ley de quiebras altera las reglas de la competencia de acuerdo al artículo 109 del Código Orgánico de Tribunales: “Radicado con arreglo a la ley el conocimiento de un negocio ante tribunal competente, no se alterará esta competencia por causas sobrevinientes”. 


La declaración de quiebras, rompe este principio y dispone que todos los juicios pendientes que pueden afectar los bienes comprendidos en el desasimiento se acumulan a la quiebra, lo que no significa, sin  embargo, acumulación  de autos  en  el sentido procesal.


Además, todos los juicios nuevos que se inician contra el fallido deben iniciarse ante el Juez de la quiebra, sin considerar las reglas de competencia del Código Orgánico de Tribunales. Existe una competencia atractiva del Tribunal de la quiebra.


La ley, sin embargo, consagra excepciones a esta regla:


Estas excepciones son las siguientes. Las relativas a los juicios posesorios, los de desahucio, los de terminación inmediata del contrato de arrendamiento, los de que actualmente estuvieren conociendo jueces árbitros, y los que según la ley deban someterse a compromisos.  Estos seguirán substanciándose o se promoverán ante el tribunal que conoce o que deba conocer de ellos.


Las normas de acumulación son las siguientes:     


a)
Los juicios ordinarios agregados a la quiebra seguirán tramitándose con arreglo al procedimiento que  corresponda según su naturaleza, hasta que quede ejecutoriada la sentencia definitiva.


Condenado  el fallido el síndico dará cumplimiento a lo resuelto en la forma que corresponda.


b)
En cuanto a los juicios ejecutivos hay que distinguir si se han opuesto excepciones o si no se han opuesto excepciones.


Cuando hay excepciones opuestas se seguirá tramitando el juicio con el síndico hasta que se dicte sentencia de término.


Cuando no se hayan opuesto excepciones se paralizará el proceso en el estado en que se encuentre y los acreedores deberán verificar sus créditos conforme a la Ley de quiebras.


Los embargos y medidas precautorias que estuvieren decretados en los juicios que se agregan a la quiebra quedarán sin valor desde que ella se declara, siempre que se refieran a bienes que, sin esperar el resultado de dicho juicio, deban realizarse en la quiebra o ingresar a ella.


La solución es obvia, ya que los bienes afectos a embargo son medidas precautorias que quedan afectados por el desasimiento de la quiebra.

G)
SUSPENDE EL DERECHO DE LOS ACREEDORES PARA EJECUTAR INDIVIDUALMENTE AL FALLIDO.

Este efecto de la quiebra está basado en el principio de la igualdad de los acreedores frente a la quiebra.


Todos los acreedores están relacionados frente al fallido en virtud de las obligaciones, y forman, según vimos, un conjunto o masa que debe actuar protegido por la tutela colectiva de la quiebra.


Excepcionalmente la ley exceptúa de este efecto a los acreedores hipotecarios, prendarios y aquellos que gozan  del derecho legal de retención, quienes podrán iniciar o llevar adelante acciones en los bienes afectos a la seguridad de sus respectivos créditos.


En todo caso, en las ejecuciones que promuevan los acreedores hipotecarios, prendarios servirá de depositario el síndico.


En los casos en que haya formación de concurso especial de acreedores hipotecarios respecto de una finca gravada, se suspende también el derecho de cada una de ellos para perseguirla separadamente.


Se suspende también el derecho de los acreedores prendarios hipotecarios y retencionarios para ejecutar individualmente al fallido cuando  en la junta de  acreedores,  se haya acordado la continuación del giro del fallido,  respecto  de aquellos que hayan consentido en el acuerdo. (Artículo 115). 


También se suspende el derecho de los acreedores, prendarios y retencionarios en el caso del artículo 126, cuando se acuerde la enajenación del activo como unidad económica.

H)
SON INOPONIBLES, EN RELACIÓN A LA MASA LOS ACTOS Y CONTRATOS QUE EL FALLIDO EJECUTE O CELEBRE DESPUÉS DE LA SENTENCIA DE QUIEBRA.


PRIVATE 
Este es un efecto del desasimiento.tc "Este es un efecto del desasimiento."

El artículo 72 expresa que son inoponibles los actos y contratos que el fallido ejecute o celebre después de dictada la sentencia que declara la quiebra, con relación a los bienes de la masa, aún cuando no se haya practicado las inscripciones en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces. 

I)
LA DECLARACIÓN DE QUIEBRA NO PRIVA AL FALLIDO DE SUS DERECHOS CIVILES.

Así lo dice el artículo 73 el que agrega que tampoco impone al fallido inhabilidades sino en los casos expresamente determinados por las Leyes.


Por ejemplo el fallido no puede ser tutor, curador, Juez, empleado público, corredor de bolsa, corredor de propiedades, síndico de quiebras, director de sociedad anónima, etc.

PRIVATE 
EFECTOS RETROACTIVOS DE LA DECLARACIÓN DE QUIEBRA.tc "EFECTOS RETROACTIVOS DE LA DECLARACIÓN DE QUIEBRA."

En general se trata de dar la posibilidad a los acreedores de declarar inoponibles actos o contratos ejecutados o celebrados con anterioridad a la declaración de quiebra, ya sea por mala venta de sus bienes, contratación de préstamos con intereses usurarios, otorgamiento de garantías reales etc., que en definitiva producen un perjuicio a los acreedores.


La ley permite anular, a través de ciertas acciones, actos celebrados por el fallido con anterioridad a la declaración de quiebra. Estas acciones constituyen los llamados Efectos Retroactivos de La Quiebra y en general, son entonces, ciertas acciones de nulidad que los acreedores pueden ejercitar para lograr la anulación  de actos o contratos celebrados por el fallido en el espacio de tiempo denominado período sospechoso, que se extiende desde la cesación de pagos  o a veces, desde 10 a 120 días antes, hasta la declaración de quiebra.


Hemos señalado que nuestra legislación de quiebra en cuanto al concepto de cesación de pagos, ha optado por el criterio materialista o restringido, para el cual la cesación de pagos es sinónimo de incumplimiento, sin atender para nada la situación patrimonial del deudor.


La noción de cesación de pagos corresponde a un estado patrimonial de imposibilidad de pagar que se manifiesta por hechos que lo revelan.  


La legislación de quiebra chilena acepta el criterio o teoría amplia para fijar o determinar la época anterior a la declaratoria de quiebra en la cual pueden hacerse efectivas las acciones revocatorias, lo que se conoce como período sospechoso.


La determinación en que se produce la cesación de pagos, o sea, desde cuando pueden anularse los actos del fallido por el ejercicio de las acciones revocatorias, se denomina “Fijación de la fecha de cesación de pagos”.

PRIVATE 
DE LA FIJACIÓN DE LA FECHA DE CESACIÓN DE PAGOS.tc "DE LA FIJACIÓN DE LA FECHA DE CESACIÓN DE PAGOS."

La fijación de la fecha de cesación de pagos tiene importancia en materia de quiebras.  En efecto, a contar desde esa fecha y hasta la declaratoria de quiebras se comprende al “período sospechoso”, llamado así porque durante ésta el deudor está afectado por la sospecha que sus actos puedan ser ejecutados o celebrados de mala fe en perjuicio de sus acreedores porque, en la mayoría de los casos, implicarán enajenaciones de bienes desde su patrimonio, sea a título gratuito u oneroso, al patrimonio de terceros adquirentes.


Estas enajenaciones significan  disminución  del patrimonio del deudor sobre el que pueden hacer valer el derecho de prenda general  los acreedores.


Al fallido, a los acreedores y a los terceros adquirentes (terceros interesados) les es importante que se determine este período sospechoso que se cuenta desde el día en que se fije la cesación de pagos.


La determinación de esta fecha no es fácil en el caso de los deudores que se dediquen a una actividad comercial, industrial, etc., porque, en verdad, éstos están a diario desarrollando operaciones mercantiles, industriales u otras, de tal manera que el mero incumplimiento de una obligación no basta, sino que es necesario atender a otros antecedentes.‑  No ocurre lo mismo con el deudor no comprendido en el artículo 41, esto es, el deudor que hemos llamado civil, porque éste ejecuta o celebra, por lo general, actos aislados.


Por esto la Ley para la determinación de la fecha de cesación de pagos distingue los casos:

PRIVATE 


tc ""
PRIVATE 
a)
Caso de quiebra de un deudor no comprendido en el artículo 41. tc "a)
Caso de quiebra de un deudor no comprendido en el artículo 41. "

En caso de quiebra de un deudor no comprendido en el artículo 41, la cesación de pagos será aquella en que primero  se produjo la exigibilidad de algunos de los títulos ejecutivos que existan en su contra. (Artículo 62).


En  todo caso la cesación de pagos no podrá ser fijada en un día anterior en más de un año a la fecha de  la  resolución que declara la quiebra. (Artículo 63).

Esta disposición esta en concordancia con el plazo de prescripción de las acciones de inoponibilidad que, según lo dispone el artículo 80 de la Ley de Quiebra, es de un año contado desde la fecha del acto a contrato.

PRIVATE 
b)
Caso de quiebra de los deudores del artículo 41 de la Ley.tc "b)
Caso de quiebra de los deudores del artículo 41 de la Ley."

En este caso la Ley dispone un procedimiento más complejo en virtud de las razones dadas.


Las reglas son las siguientes:

1.‑ El síndico dentro del plazo de sesenta  días  contados  desde que hubiere asumido el cargo, propondrá al Tribunal la  fecha  de cesación de pagos del fallido.(Artículo 61).


El síndico al proceder a la incautación de los documentos, libros etc. del fallido dispone de los antecedentes necesarios para fijar el momento en que se inició la cesación en los pagos, y por eso, la ley lo faculta para proponer la fecha de cesación de pagos.

2.‑ El Juez ordenará notificar esta proposición en el Diario Oficial por avisos.‑ (artículo 61) (3 avisos). 

3.‑ El fallido, los acreedores o los terceros interesados tendrán el plazo de  10 días contados desde la notificación para objetar dicha proposición. PRIVATE 
Este plazo no es fatal.tc "Este plazo no es fatal."

Al fallido y a los terceros interesados les convendrá que el período sospechoso sea corto, y por lo tanto, discutieran respecto de la fecha de cesación de pagos para que esta sea lo más cerca posible a la fecha de la declaratoria de quiebra.


A los acreedores, les interesará que el plazo sea el más extenso que autoriza la Ley, a fin de que en el se consideren los actos y contratos que se hayan celebrado durante ese período, y por ende, pedirán que la fecha de cesación de los pagos abarque hasta el total que autoriza la Ley.


El artículo 63 dispone que la fecha de cesación de pagos no podrá ser fijada en mas de un año a la fecha de la resolución que declare la quiebra. Esta es una disposición que incluso obliga al Juez.


Al  deudor calificado (artículo 41) le conviene que sea próxima y que quede comprendida dentro de los 15 día en que debió solicitar su quiebra.

4.‑ Una vez transcurrido el plazo sin que se hubieren interpuesto objeciones o tramitadas  las  que  se  hubieren  presentado, el Tribunal fijará la fecha de cesación de pagos  su resolución será notificada por el estado diario.PRIVATE 


tc ""

PRIVATE 
Por aplicación del artículo 5 de la Ley, estas objeciones se tramitan como incidente.tc "Por aplicación del artículo 5 de la Ley, estas objeciones se tramitan como incidente."
5.‑ La resolución que fija la fecha de cesación de pagos sólo es susceptible del recurso de apelación. En virtud del citado artículo 5 de la Ley, la apelación debe concederse en el sólo efecto devolutivo.

PRIVATE 
ACCIONES REVOCATORIAS CONCURSALEStc "ACCIONES REVOCATORIAS CONCURSALES"

La declaración de quiebra produce efectos retroactivos en la medida en que permite, bajo ciertas condiciones, invalidar actos de disposición efectuados por el deudor antes del auto declarativo  y que tienden a que en el patrimonio del deudor, que se trata de asegurar en beneficio de los acreedores, sean reintegrados bienes que se consideran justo que no escapen al desasimiento.


El Código Español lo llamaba reacción de la quiebra. 


En Derecho Civil, la acción Pauliana o revocatoria produce sus efectos respecto de los actos a título gratuito u oneroso ejecutados o celebrados por el deudor, cuando ha procedido en conocimiento del mal estado de sus negocios. 


La Ley  de Quiebras  elimina  esta consideración subjetiva reemplazándola por un  dato objetivo:  la  cesación  de pagos, y así la ley presume que el deudor conocía el mal estado de sus negocios desde los 10 días anteriores a la fecha de  cesación  de pagos (artículo 75).


Las acciones revocatorias concursales son acciones de inoponibilidad porque sólo pueden ser solicitadas por la masa, representada por el Síndico, y no por cualquier persona que tenga interés.


Basta que el acto se haya ejecutado durante el período sospechoso que es más o menos amplio, que puede llegar a un año antes de la declaratoria de quiebra, y cuya fecha inicial se fija por resolución del tribunal.


El mecanismo de estas acciones funciona, pues sobre la base del concepto de cesación de pagos. 


Si el estado de quiebra concluye los actos celebrados después del desasimiento o en el período sospechoso son válidos y no se puede alegar su nulidad.

1.- PRIVATE 
EFECTOS RETROACTIVOS DE LA QUIEBRA DE TODO DEUDOR.tc "EFECTOS RETROACTIVOS DE LA QUIEBRA DE TODO DEUDOR."
Inoponibilidad de actos gratuitos. 


PRIVATE 
Se encuentran establecidos en el artículo 74 de la Ley de Quiebras.tc "Se encuentran establecidos en el artículo 74 de la Ley de Quiebras."

Es necesario que el acto a título gratuito se haya realizado en el período sospechoso y no requiere atender a la buena o mala fe de las partes contratantes. Asimismo abarca todos los actos a título gratuito.


En cuanto a la extensión del período sospechoso éste se extenderá  desde 10 días anteriores a la fecha de la cesación de pagos hasta el día de la declaración de quiebras.


Ahora bien si el acto o contrato fuere a favor de un descendiente, ascendiente o colateral, dentro del cuarto grado aunque se proceda por interposición de un tercero, los 10 días señalados se extenderán hasta los 120 días anteriores a la fecha de la cesación de pagos.
Inoponibilidad de los actos a título oneroso.


En cuanto a los actos a título  oneroso, y en general, los ejecutados en cualquier tiempo, la Ley les aplica los efectos de la acción pauliana del artículo 2.468 del Código Civil, con la modificación de que se presume que el deudor conocía el mal estado de sus negocios desde los 10 días anteriores a la fecha de cesación de pagos.


Por lo tanto, la Ley, por excepción, presume la mala fe; esta presunción opera sólo contra el deudor, invirtiendo el peso de la prueba.


No afecta a los terceros que contrataron con él, respecto de quienes habrá que probar el conocimiento del mal estado de los negocios, conforme a las reglas generales.


Con la declaración de quiebra, en virtud del desasimiento, los acreedores impiden que el deudor los perjudique con actos o contratos de disposición.


Antes de la declaratoria de quiebra, el deudor puede haber efectuado actos de mala fe, con el exclusivo fin de burlar a los acreedores.


Frente a estos actos de fraude, la Ley otorga a los acreedores la acción pauliana o revocatoria para que se dejen sin efecto esos actos del deudor en la parte que los perjudica.


Se le llama revocatoria porque su objeto es  revocar  o dejar sin efecto los actos  ejecutados  fraudulentamente  por  el deudor para disminuir la garantía general ante los acreedores.


PRIVATE 
Características de  la inoponibilidad de los actos a título oneroso:tc "Características de  la inoponibilidad de los actos a título oneroso\:"

1. Se puede ejercer para anular los actos a título oneroso.


2. Es una inoponibilidad de derecho.


Los contratantes deben estar de mala fe. Se presume la mala fe respecto de los actos ejecutados durante los diez días anteriores a la fecha de cesación de pagos.


Debe acreditarse el perjuicio a los acreedores.

2.-
EFECTOS RETROACTIVOS ESPECIALES DE LA DECLARACIÓN DE QUIEBRAS DEL DEUDOR QUE EJERCIERE UNA ACTIVIDAD COMERCIAL, INDUSTRIAL, MINERA O AGRÍCOLA.

El artículo 76 señala que son inoponibles a la masa los siguientes actos o contratos ejecutados o celebrados por el deudor desde los 10 días anteriores a la fecha de la cesación de pagos y hasta el día de la declaración de quiebra:

1)
Todo pago anticipado, sea de deuda civil o comercial, y sea cual fuere la manera en que se verifique.


Se entiende que el fallido anticipa también el pago cuando descuenta efectos de comercio o facturas renunciando al plazo estipulado a su favor.

2)
Todo pago de deuda vencida que no sea ejecutado en la forma estipulada en la convención.  La dación en pago de efectos de comercio equivale a un pago en dinero, y

3)
Toda hipoteca, prenda a anticresis constituida sobre bienes del fallido para asegurar obligaciones anteriormente contraídas.

1) 
Los pagos anticipados de deudas civiles o comerciales sea cualquiera la manera que se verifique.

El pago anticipado que el deudor hace a un acreedor pagándole antes del vencimiento, supone una voluntad del deudor de favorecer a ese acreedor, evitándole la consecuencia de la quiebra, y, es evidente que supone un conocimiento del acreedor del mal estado de los negocios del deudor y la voluntad suya de favorecer con el pago anticipado, evitando así las consecuencias de la quiebra.


Según hemos visto, la quiebra es una institución que persigue la igualdad de sus acreedores, impidiendo que la voluntad del deudor o la astucia de los acreedores produzca una desigualdad.


Por eso es que la Ley declara inoponibles frente a la masa, los pagos verificados por el deudor del artículo 41 de sus deudas no vencidas durante el período sospechoso. La parte segunda del Nº 11 del artículo 76 resuelve también un problema que ofrece dificultades.


Hay pago anticipado cuando el deudor descuenta una factura o efecto de comercio. La Ley considera que estos descuentos son pagos anticipados. Por ejemplo, si el deudor fallido debe a uno de sus acreedores como aceptante de una letra de cambio y conviene con él adelantarle el pago, mediante el descuento de la suma que debe pagar, igual que los bancos; la misma situación se produce si el deudor compró mercaderías y el vendedor le extendió una factura en su contra a 30 días y el comprador por el precio acepta pagársela antes el comprador por el precio de la compraventa.


La Ley considera que estos descuentos son pagos anticipados y por tanto los hace inoponibles a la masa.

2)
Los pagos de deudas vencidas no ejecutados en la forma estipulada en la convención.

En este caso el deudor está cumpliendo estrictamente con su obligación pagando lo que debe y en el plazo convenido, pero entre acreedor y deudor se conviene otra cosa y en lugar de cumplirse con la obligación el deudor le hace una dación en pago, como por ejemplo, de mercaderías; en este caso se está revelando el mal estado de los negocios del deudor pues paga con cosas distintas, muchas veces a un bajo precio, con lo cual demuestra no sólo incapacidad de pago, sino que el acreedor participaba en ese convenio.


Por eso la Ley declara también inoponibles a la masa a estos actos. En la parte segunda del artículo 76 se agrega la frase, que es una verdadera declaración de principios mercantiles, que dice “la dación en pago de efectos de comercio, equivale a pago en dinero”.   Este es un principio de derecho, comercial.


En efecto, la dación en pago es una convención por la cual el acreedor y el deudor convienen en que la obligación será extinguida dando una cosa distinta de la que se estipuló.


Lo anterior está confirmado por el artículo 12 de la Ley 18.092, sobre letras de cambio y pagaré que dispone que el giro, aceptación o transferencia de una letra no extingue, salvo pacto expreso, las relaciones jurídicas que les dieron origen, no producen novación.  En efecto, la disposición de la Ley 18.092, citada, está  en perfecta concordancia con la parte segunda del Nº 2 del artículo 76 de la Ley 18.175 sobre Quiebras, transcrita en el texto, ya que, si existe estipulación expresa, esto es, la dación en pago, si ejemplo de una letra de cambio, esa dación extingue la obligación, o sea, significará pago en dinero.


La dación en pago es un título traslaticio de dominio, porque la cosa que se da (efecto de comercio, ejemplo letra de cambio) se da para extinguir la deuda.


Cuando una persona de una letra de cambio u otro efecto de comercio, realmente no paga, no extingue la obligación. La Ley 18.092 sobre letra de cambio expresa que el giro, aceptación o transferencia (endoso) de una letra de cambio no extinguen, salvo pacto expreso las relaciones jurídicas que les dieron origen, y no producen novación.


Cuando el acreedor recibe de su deudor efectos de comercio, no hay realmente dación en pago, pues los efectos de comercio no producen novación.


Pero la Ley empleó la expresión dación de pago porque esta negociación es la que contempla la regla a que la Ley alcanza.


La intención del legislador es que no se anulará por aplicación del Nº 2 del artículo 76, la dación de efectos de comercio hecha para pagar una obligación mercantil.


En materia comercial la entrega o dación de efectos de comercio desempeña una función monetaria.  Don Raúl Varela expresa la entrega pro solutionem de efectos de comercio es una costumbre en el comercio, lo que hace que esta entrega no sea sospechosa y de ahí la disposición en estudio) lo equipara el pago en dinero, con el fin de que no pueda ser anulado mediante la acción revocatoria que concede para las daciones en pago, en general. 

3)
Las hipotecas, prendas o anticresis constituidas sobre bienes del fallido para asegurar obligaciones anteriormente contraídas.

La acción de inoponibilidad o revocatoria recae sobre cauciones reales que se han constituido sobre una obligación que nació sin garantía, y cuya constitución se hizo durante el período sospechoso.


Inoponibilidades facultativas especiales de la declaración de quiebra del deudor articulo 41.

Están establecidas en los artículos 77, 78 y 79 de la Ley de Quiebras y se refiere a los siguientes actos:

PRIVATE 
1. 
Podrán ser anulados:tc "1. 
Podrán ser anulados\:"
Los pagos no comprendidos en el Nº 2 del artículo 76. Lo característico de esta situación es que los pagos se realicen en el período sospechoso.

Los actos o contratos a título oneroso ejecutados o celebrados por el deudor a contar de la fecha de cesación de pagos y hasta el día de la declaración de quiebras.

Requisito: Que los acreedores pagados y los que hubieren contratado con el fallido hubieren tenido conocimiento de la cesación de pagos.

2. Acciones de Inoponibilidad destinadas a revocar las compensaciones efectuadas a favor de los acreedores del deudor del artículo 41. 


Podrán ser anuladas las compensaciones que hubieren operado desde la fecha de cesación de pagos hasta la declaratoria de quiebra siempre y cuando hubieren operado por créditos contra el fallido adquiridos por cesión o endoso.

Requisito: Que el cesionario o endosatario hayan tenido conocimiento de la cesación de pagos al tiempo de la adquisición.

PRIVATE 
3. 
Inoponibilidades relativas a letras de cambio.tc "3. 
Inoponibilidades relativas a letras de cambio."

Proceden contra pago de letras de cambio o pagaré en el período sospechoso efectuada por el fallido. Es posible solicitar la devolución de la cantidad pagada a la persona por cuya cuenta se hubiere verificado el pago. (Letra de cambio: Librador. Pagaré: Beneficiario). Este librador o beneficiario tiene que estar de mala fe o sea haber conocido la fecha de cesación de pagos.

PRIVATE 
4.
Inoponibilidad de las inscripciones hipotecarias.tc "4.
Inoponibilidad de las inscripciones hipotecarias."

Podrán ser anuladas las inscripciones hipotecarias efectuadas después de los 10 días anteriores a la cesación de pagos cuando hubieren transcurrido más de 15 días entre la fecha de otorgamiento de la escritura de hipoteca y su inscripción.


Las acciones de inoponibilidad en general pueden ser entabladas por el síndico o por los acreedores en beneficio de la masa.


PRIVATE 
Se tramitan de acuerdo al JUICIO ORDINARIO.tc "Se tramitan de acuerdo al JUICIO ORDINARIO."

Prescriben en el plazo de 1 año contado desde la fecha del acto o contrato.


PRIVATE 
Naturaleza jurídica de las acciones paulianas o revocatorias.tc "Naturaleza jurídica de las acciones paulianas o revocatorias."

La opinión más aceptable es la estima que estas acciones son realmente casos de inoponibilidad.


PRIVATE 
Se dan las características y efectos fundamentales de la inoponibilidad.tc "Se dan las características y efectos fundamentales de la inoponibilidad."

El acto es perfectamente válido oponible entre las partes, y por lo tanto, no podrían ni el deudor que le otorgó ni el tercero con quien se celebró, impugnar el acto alegando que fue fraudulento.


Pero el tercero acreedor, en cambio, puede desconocer el acto, privarlo de efectos respecto a él, como ocurre justamente con la inoponibilidad.  En todo lo demás el acto persiste, y en consecuencia, sólo será inoponible para el acreedor que invoca el fraude.


La inoponibilidad puede definirse como  la  ineficacia respecto de terceros de un derecho nacido a consecuencia de la celebración  o de la nulidad de un acto jurídico.                                               

OTRAS ACCIONES QUE PUEDEN INTENTARSE CONTRA EL FALLIDO.

PRIVATE 
ACCIÓN REIVINDICATORIA.tc "ACCIÓN REIVINDICATORIA."

Puede intentarse contra el fallido de acuerdo a las reglas generales.


La Ley de Quiebras contiene normas especiales  sobre tercerías de dominio, que son una forma de la acción reivindicatoria y se continúan tramitando si se han iniciado al tiempo de la declaratoria; normas especiales:

a)
Acción reivindicatoria de Efectos de Comercio. (Artículo  82 de la Ley de Quiebras).  


PRIVATE 
Se requiere la concurrencia de los siguientes requisitos.tc "Se requiere la concurrencia de los siguientes requisitos."

1º Que el titular de la acción (reivindicante) haya entregado al fallido efectos de comercio o cualquier otro documento de crédito por un título no traslaticio de dominio. (Mera tenencia).  ( Ej. En comisión de cobranza o en garantía).


2º Que el reivindicante pruebe la identidad de los efectos de comercio.


3º Que el efecto de comercio exista en poder del fallido y no haya sido pagado al momento de la declaratoria de quiebra.

b) 
Acción reivindicatoria de mercaderías (Artículo 83 Ley de Quiebras).  


Requisitos: 


1º
Puede entablarse respecto de mercaderías  y toda otra clase de bienes muebles que se encuentren en poder del fallido.


2º
El reivindicante debe probar que las mercaderías están en poder del fallido a un título de mera tenencia.


3º
Las mercaderías deben ser cuerpos ciertos, esto es susceptibles de ser identificadas.


4º
En caso de que las mercaderías hayan sido vendidas en virtud de un mandato conferido al fallido, el dueño original de estas puede reivindicar el precio o la parte de él que al tiempo de la declaración de quiebra no haya sido pagado o compensado con el fallido. (Excepción a las reglas que establecen que sólo pueden reivindicarse cuerpos ciertos).

ACCIÓN PRIVATE 
RESOLUTÓRIA. RESOLUCION DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA.tc "RESOLUTÓRIA. RESOLUCION DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA."

En caso que el deudor declarado en quiebra no haya pagado el precio de venta de bienes raíces o mercaderías el vendedor puede entablar acción resolutoria de acuerdo a las normas generales del Código Civil (artículo 1.489).


Hay que distinguir: 

1.‑ Compraventa de bienes raíces: Se aplican las normas generales.

2.‑ Compraventa de cosas muebles: En este caso la Ley de Quiebras contiene normas especiales por las cuales el vendedor se ve privado de la acción resolutoria. Se trata de lo dispuesto en el artículo 86 que establece que el contrato de compraventa puede resolverse por falta de cumplimiento de las obligaciones del comprador fallido salvo cuando se trate de cosas muebles que hayan llegado a poder de este.


PRIVATE 
Esta disposición tiene por objeto proteger a los terceros de buena fe.tc "Esta disposición tiene por objeto proteger a los terceros de buena fe."

PRIVATE 
En todo caso el vendedor puede intentar la acción ejecutiva respectiva.tc "En todo caso el vendedor puede intentar la acción ejecutiva respectiva."

En caso que el fallido haya vendido las mercaderías durante su tránsito a un tercero de buena fe no se podrá ejercitar la acción resolutoria.


Pero si el tercero no hubiere pagado el precio antes de la declaratoria de quiebras el vendedor podrá demandar la entrega de éste hasta concurrencia de la cantidad que se deba.

PRIVATE 
DERECHO DE RETENCIÓN DEL VENDEDOR.tc "DERECHO DE RETENCIÓN DEL VENDEDOR."

PRIVATE 
El vendedor puede retener las cosas vendidas hasta el entero pago de su crédito.tc "El vendedor puede retener las cosas vendidas hasta el entero pago de su crédito."

Acción de perjuicios del vendedor contra el comprador en caso de resolución del contrato por causa de quiebra del vendedor.

En este caso se aplican las normas generales establecidas en el artículo 1489 del Código Civil.


En los perjuicios el vendedor debe figurar en la quiebra como un acreedor común.


Derecho de retención a favor del que pagó o se obligó a pagar por el fallido.

El acreedor a quien se le reconoce el derecho por sentencia judicial no puede ser privado de la cosa retenida hasta que se le pague o se le asegure el pago.

PRIVATE 
IX
DETERMINACIÓN DEL PASIVOtc "IX
DETERMINACIÓN DEL PASIVO"

Supone determinar cuales son los acreedores a quienes se les va a pagar y forma de dicho pago.


Para determinar cuales son los acreedores se ha establecido la “Verificación de los Créditos y la Alegación de Preferencias”.


Para nuestra Jurisprudencia, “El proceso de verificación se resuelve en la determinación del pasivo de la quiebra, o sea en la fijación del número de acreedores, monto de sus créditos con las preferencias que los garanticen y se inicia con la solicitud de verificación que es una verdadera demanda del acreedor para que su crédito le sea reconocido”. Corte de Apelaciones de Temuco, 1965.


PRIVATE 
LA VERIFICACIÓN DE CRÉDITOStc "LA VERIFICACIÓN DE CRÉDITOS"

La verificación de créditos es uno de los actos más importantes del procedimiento de quiebras ya que a través de ella se podrá determinar quienes son legítimos acreedores y cual es el monto de su crédito. De esta forma queda establecido el pasivo de la quiebra.


Verificar un crédito significa, ante todo, hacerlo valer en la quiebra. Para ello el acreedor debe demandar ejecutivamente a la masa de acreedores, ya que debe señalar el título de su acreencia, la preferencia invocada y los intereses que la deuda ha devengado.


El Tribunal debe poner en conocimiento de los demás acreedores, del Síndico y del Fallido esta demanda para que hagan valer los derechos que les corresponden, mediante la impugnación. Si transcurre el término que la ley señal sin que los créditos sean impugnados o si la impugnación es rechazada, se tendrán por reconocidos para ser solucionados en la quiebra. 


La verificación de créditos se tramita en  cuaderno principal de la quiebra.


PRIVATE 
Clasificación de la verificación: tc "Clasificación de la verificación\: "
A)
ORDINARIA 

B)
EXTRAORDINARIA

A)
PRIVATE 
Verificación Ordinariatc "Verificación Ordinaria"

Respecto de los acreedores residentes en el territorio de la República.


Tendrán el plazo de treinta días contados desde la notificación de la declaración de quiebras para verificar sus créditos y alegar sus preferencias ante el Tribunal que  conozca de ella. En este caso el plazo se cuenta desde la  notificación por aviso en el Diario Oficial se la sentencia  de quiebra. 


Respecto de los acreedores residentes en el extranjero tienen derecho a verificar en el plazo de treinta días aumentados con el termino del emplazamiento. El plazo se cuenta desde el envío de la carta aérea certificada a los acreedores.


Una vez transcurridos los plazos para verificar ordinariamente el tribunal de oficio o a petición del síndico, del fallido o de cualquier acreedor, deberá dictar  una resolución que declarará cerrado el proceso de verificación. Esta resolución se notificará por aviso dentro de quinto día desde su dictación.


A falta de petición de parte, el juez debe declarar cerrado el procedimiento de verificación de créditos dentro  de los quince días corridos siguientes a la expiración del  plazo para verificar.


Las verificaciones que se presenten deben notificarse por aviso en el Diario Oficial.


El aviso se publica a costa de la masa y debe contener  los créditos que se presentan a la verificación, indicar su monto, su origen, las preferencias alegadas y la  individualización precisa del acreedor.

B)
PRIVATE 
Verificación Extraordinariatc "Verificación Extraordinaria"

Los acreedores que no hayan verificado oportunamente sus créditos o preferencias podrán hacerlo mientras haya fondos  por repartir, en cualquier tiempo, para ser considerados en  los repartos futuros.


Los trámites de la verificación extraordinaria son los  siguientes:

1.‑ Debe presentarse una solicitud al Tribunal en la que deben hacerse valer los créditos y las preferencias  alegadas.

2.‑ Estas solicitudes deben notificarse a todas las personas que intervienen en la quiebra por medio de un aviso en el Diario Oficial y al Síndico por cédula.

PRIVATE 
3.‑ Los gastos de la notificación corren a cargo del verificante. tc "3.‑ Los gastos de la notificación corren a cargo del verificante. "
4.‑ El plazo es indeterminado porque los acreedores podrán verificar extraordinariamente mientras haya fondos para repartir en cualquier tiempo. 

PRIVATE 
LA IMPUGNACIÓN DE CRÉDITOS Y PREFERENCIAS.tc "LA IMPUGNACIÓN DE CRÉDITOS Y PREFERENCIAS."
PRIVATE 

Titulares de la demanda de impugnación: tc "
Titulares de la demanda de impugnación\: "

a.1 Pueden impugnar créditos el síndico, los acreedores y el fallido.


a.2 Pueden impugnar preferencias sólo el síndico y los acreedores.

PRIVATE 

Tramitación de las impugnaciones: tc "
Tramitación de las impugnaciones\: "

Cada demanda se tramita en cuaderno separado, sin perjuicio de las acumulaciones que procedan, según las  reglas generales, en caso que un mismo crédito sea objeto de  varias demandas de impugnación en que se produzcan los  requisitos para que proceda la acumulación de autos.


La demanda de impugnación se tramita como INCIDENTE, con  las siguientes diferencias: 


- La demanda debe notificarse personalmente al demandado (verificante) en la forma prescrita por el artículo 44 del  Código de Procedimiento Civil. 


- El plazo para contestar la demanda es de seis días fatales.


PRIVATE 
Plazo para deducir la demanda de impugnación: tc "Plazo para deducir la demanda de impugnación\: "

Hay dos clases de períodos para impugnar: 


Créditos verificados ordinariamente: Podrá interponerse demanda de impugnación desde el momento en que se haya agregado a los autos la respectiva solicitud y hasta quince días después de notificada la resolución que da por cerrado el procedimiento de verificación.


El Síndico puede hacer reservas con respecto a algunos de los créditos y en este caso tendrá un plazo adicional de diez días, contados desde el vencimiento del plazo  preferentemente señalado.


Créditos verificados extraordinariamente: Las impugnaciones deberán decidirse dentro de quince días contados desde la notificación por aviso a los acreedores y al fallido y por cédula al Síndico.

X
LA REALIZACION DEL ACTIVO


Las normas sobre realización del activo contienen dos Fórmulas básicas; La primera, contenida en el artículo 120 en que se atiene a los acuerdos de las juntas de acreedores, y en que el ejecutor es el síndico; la segunda, es el sistema supletorio del artículo 122. 


Es importante tener presente que el artículo 121 autoriza al síndico, provisional o definitivo, para vender en cualquier momento, al martillo o en venta privada: 1) Los bienes expuestos o próximo deterioro o una desvalorización inminente y 2) Los que exijan una conservación dispendiosa.

a) Conforme al sistema de la Ley, que da preeminencia a la junta en el manejo de la quiebra y a los síndicos privados designados por éstos, la realización del activo debe efectuarse sujetándose a los acuerdos de la junta de acreedores.


La realización  la debe efectuar el síndico.  Las juntas en que se acuerde la realización del activo se rigen por las normas generales para toda junta (ver artículo 102).

b) En caso que la junta no adopte acuerdos sobre la realización del activo, se aplica en forma supletoria el artículo 122 que distingue: 

1.‑ Especies corporales muebles que se venden al martillo.

2.‑ Los valores mobiliarios que tengan cotización bursátil, en remate en bolsa de valores.

3.‑ Los créditos activos de morosa o difícil realización que pueden enajenarse por un precio alzado.

4.‑ Todos los demás bienes, corporales o incorporales, se venderán en pública subasta ante el Juez que conoce de la quiebra en conformidad a los trámites del juicio ejecutivo, o en licitación pública cuyas bases deberán ser aprobadas por la junta de acreedores.

PROCEDIMIENTOS EXCEPCIONALES DE REALIZACION DE BIENES
1.‑ Acuerdos de realización del activo en forma diferente a la señalada en el artículo 122. (Artículo 123). 

2.‑ Realización sumaria del activo. (Artículo 109). 

3.‑ Enajenación del todo o parte del activo como unidad económica. (Artículo 125 o 129). 

4) La continuidad del giro. (Artículo 99).

1.‑ Acuerdos de realización del activo en forma diferente a la señalada en el artículo 122.

Las formas de realización del artículo 122 son consideradas formas "normales". 


Si se acuerdan formas distintas de las señaladas por la Ley en el artículo 122, la junta de acreedores con el voto favorable de más de la mitad del total pasivo con derecho a voto y del fallido, podrá acordar, en cualquier tiempo, una forma diferente de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma". (Artículo 123 de la Ley).


Si la junta de acreedores acuerda efectuar la realización de los bienes en subasta pública y al mejor postor, no será necesario contar con el voto favorable del fallido.


La subasta deberá efectuarse ante el Juez que conoce de la quiebra.


En todo caso, y sin perjuicio de lo dispuesto reglas anteriores, contenidas en los incisos 1º y 2º del artículo 123 de la Ley, conforme a la modificación citada, el síndico podrá formular oposición a dicho acuerdo, dentro de tercer día, debiendo resolver el Juez, según lo dispuesto en el artículo 5º de esta Ley.

2) La realización sumaria de los bienes del activo. (Artículo 109) 


Esta es una innovación de la Ley 18.175 para aquellas quiebras cuyos bienes no excedan de 1000 Unidades de Fomento.


De acuerdo a la Ley anterior todas las quiebras se sometían al mismo procedimiento, sin considerar que algunas de bajo activo realmente no merecían una tramitación con gastos superiores al producto que se obtenía de la venta de los bienes.


Por esto, si en la Junta Constitutiva que se celebre, al presentarse la cuenta que esa oportunidad debe dar el Síndico, aparece que el producto probable de la realización del activo de la quiebra no excede de 1000 U.F., se procede a la realización sumaria del activo.


En este caso, conforme al artículo 158 Nº 2, se dicta el sobreseimiento temporal. Una vez finalizada la realización sumaria y distribuido el excedente que resultare, el sobreseimiento temporal se decretará de oficio.


El fallido o cualquiera de los acreedores puede objetar la estimación del valor del activo. Esta objeción debe presentarse en la misma junta.


El Tribunal, resolverá la objeción dentro del quinto día, pudiendo pedir informes periciales si lo estima conveniente.


El inciso final del artículo 109 no deja dudas en cuanto a que esta es la única oportunidad para reclamar contra el valor estimado del activo o contra la adopción del procedimiento de realización sumaria.

3) Enajenación del todo o parte del activo como unidad  económica. 

Sobre todo, en  las manufacturas o establecimientos fabriles la venta por maquinarias o implementos industriales aislados, cuyo desguace en un proceso tecnológico produce grandes pérdidas, la enajenación del total o de una parte soluciona en gran medida los ya ingentes perjuicios que acarrea la quiebra.


La Ley de Quiebras en el artículo 178, dispone que también puede ser materia de proposiciones de convenio preventivo o simplemente judicial, "la enajenación de los bienes del deudor como unidad económica, en los términos que se estipulan en el convenio".


Por lo tanto, la enajenación de bienes como unidad económica puede proponerse antes de la quiebra en un convenio preventivo o durante ella, en los términos de los artículos 124 y siguientes, o bien, como convenio simplemente judicial.

Requisitos para acordar la enajenación como unidad económica. 


Conforme lo dispuesto el artículo 1.124  son los siguientes: 

1.‑ Voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra.

2.‑ Que la enajenación se haga en pública subasta y el mejor postor ante el Juez que conoce de la Quiebra.


El síndico, sin perjuicio de lo expuesto, puede formular oposición fundada a dicho acuerdo, dentro de tercero día, debiendo resolver el Juez, según lo dispuesto en el artículo 5º de esta Ley.

Proposición para la enajenación del activo como unidad económica. 


El artículo 124, conforme a su actual redacción, señala que la enajenación debe ser materia de acuerdo de los acreedores, sin indicar a la persona que pueda tomar la iniciativa, que la Ley anterior entregaba el síndico.  Esta facultad del Síndico se mantiene, sin embargo, por lo dispuesto en el artículo 111 inciso 2º.


Como el artículo 111 no está derogado o modificado, por lo que este es un caso en que la proposición referida a la enajenación como unidad económica, es de iniciativa del síndico.

Bases de la proposición para enajenar como unidad económica. 


La proposición debe contener las bases de enajenación en las cuales señalará, a lo menos, lo siguiente: 

1.‑ Los bienes que integran la unidad económica, cualquiera sea su naturaleza.


Si se tratare de la enajenación de un conjunto de bienes ubicados en un bien raíz no perteneciente al fallido, el síndico incluirá en las bases los derechos que el fallido tenga en el mismo, cualquiera que sea el tenor de la convención o la naturaleza de los hechos en que se funda la posesión, uso o mera tenencia del inmueble.


Cuando en la unidad económica hubiere bienes afectos o gravámenes constituidos en favor de terceros, se indicará específicamente en las bases la proporción que en el precio total corresponda a cada uno de los dichos bienes, para el sólo efecto que tales terceros puedan hacer valer los derechos que procedan dentro del juicio de quiebra.

2.‑ Precio mínimo, forma de pago, plazos, garantías, y demás modalidades y condiciones de la enajenación.

Efectos del acuerdo de enajenación como unidad económica. 


Se suspende el derecho e los acreedores hipotecarios, prendarios, retencionarios y de otros acreedores para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos dentro de la unidad económica, afectos a la seguridad de sus respectivos créditos.

1.‑ Debe tratarse de bienes, muebles o inmuebles, comprendidos en la unidad económica.

2.‑ Estos bienes deben estar hipotecados, en prenda o respecto de los cuales es declarado el derecho de retención para caucionar los créditos respectivos.


La solución es obvia pues, la enajenación del todo como unidad económica fracasaría si se ejecutarán partes integrantes como inmuebles  y maquinarias.

Situaciones que pueden plantearse. 


Que no hayan interesados en la enajenación de la unidad económica de acuerdo con las bases.

1.‑ Si no hay interesados en adquirir la unidad económica conforme a las bases se procederá nuevamente a ofrecerla en subasta pública y el mejor postor, pudiendo en tal caso, rebajarse el precio hasta los dos tercios del precio fijado esas las bases.

2.‑ Con todo, si se deseare introducir otras modificaciones a las bases para el segundo llamamiento, deberá contarse nuevamente con la aprobación de los acuerdos en los términos indicados en el artículo 124.

3.‑ Si en esta segunda oportunidad tampoco hubiera interesados, continuará la realización conforme a las reglas pertinentes de la Ley (artículo 127).

Consentimiento del fallido o deudor.

No es necesario el consentimiento del fallido para la enajenación del activo como unidad económica. Esta fórmula de la Ley vino a solucionar hoy entorpecimientos y situaciones que se producían por esta exigencia.

4) La continuidad del giro

Es la decisión adoptada por el Síndico por sí, cuando es provisional, o con autorización del Juez, si es definitivo o por acuerdo de las juntas de acreedores, con las solemnidades legales, con el objeto de buscar una solución a la quiebra por medio de la continuación de las actividades del fallido.


En materia de quiebras, corresponde distinguir entre continuación provisional y afectiva o definitiva.

A) La continuidad provisional se regula en el artículo 99  de la Ley de Quiebras. Esta disposición dice: "El síndico podrá, hasta la primera junta de acreedores y según lo estime conveniente a los intereses de la masa, cerrar bajo sello y paralizar la actividad del todo o parte de los locales, oficinas y establecimientos del fallido, o bien, continuar su giro provisionalmente, en forma total o parcial.

A continuación en la misma norma se señala que en esta continuación provisional del giro del fallido, el síndico sólo podrá ejecutar aquellos actos tiendan a facilitar la realización de los bienes y preparar una liquidación progresiva. La fórmula del inciso segundo transcrito establece en forma precisa el objeto de la continuación provisoria y que el síndico determina con amplia libertad porque está en sus funciones claramente delimitadas en el artículo 27 Nº 8 de la Ley.


En efecto, el objeto de la continuidad provisoria está dirigido a una mejor realización del activo la que puede verse perjudicada con el cierre de los establecimientos. La actividad del síndico no puede, en consecuencia, dirigirse a nuevos negocios.


La continuidad en este caso como su nombre lo indica, es temporal y dura hasta la primera junta de acreedores, esto es, la llamada junta constitutiva.


B) Para la continuidad efectiva del giro el Síndico también puede tener iniciativa de dos maneras:

· Con la autorización del Juez en el caso del artículo 99 inciso 2 de la Ley de Quiebras (causas graves que lo justifiquen) y

· Por su propia iniciativa o la de dos o más acreedores que cuente con la aprobación de los acreedores que representen a los menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto, en el caso del artículo 112 inciso 1º de la misma Ley.

a) La continuidad del giro por el sindico con autorización judicial.


El síndico está autorizado para continuar efectivamente el giro con autorización judicial. Esta facultad está considerada en el artículo 27 Nº 9 de la Ley de Quiebras.  En conexión con esta disposición la parte segunda del inciso segundo del artículo 99 de la Ley señala que "si hubiere causas graves que lo justifiquen, podrá el síndico, con autorización del tribunal, iniciar de inmediato la continuación efectiva del giro".


La continuación efectiva requiere de la existencia de causas graves que la justifiquen, las que el síndico debe plantear al tribunal al pedir la autorización.  La resolución del tribunal debe ser por lo tanto fundada En este caso la continuación es definitiva con las mismas reglas y características que la acordada en Junta de acreedores. 

b) La continuidad del giro por acuerdo de la junta de acreedores. 


Los artículos 112 al 116 regulan este tema. La continuación efectiva del giro de fallido, total o parcial, podrá proponerse en cualquiera oportunidad por el síndico o por dos o más acreedores.


Iniciativa para el acuerdo de continuidad de giro.


Conforme al artículo 112 citado la continuidad de giro puede proponerla el síndico o dos o más acreedores.
1.‑  El Síndico; El síndico tiene la iniciativa después de declarada la quiebra. El Art. 111 dice que, que en la primera reunión  ordinaria,  si lo estima adecuado, propondrá la continuidad efectiva total o parcial. Ante esta propuesta la junta podrá pronunciarse en la misma reunión o,  a más tardar, en la siguiente ordinaria o extraordinaria. La falta de pronunciamiento no significa autorización presunta para la continuidad, porque el acuerdo para estos efectos  debe ser expreso, según se deduce  del inciso  final del citado artículo.

2.‑ Dos o más acreedores; Estos deben  ser acreedores reconocidos, esto es, incluidos en la nómina de acreedores confeccionada por el síndico, lo que quiere decir que el procedimiento de liquidación  del pasivo debe estar afinado. Respecto  de los acreedores la iniciativa para continuar el giro puede ser propuesta  en cualquier oportunidad.


Quórum para el acuerdo de continuidad de giro.


La junta en que debe aprobarse requiere el acuerdo de los acreedores  que represente a lo menos los dos tercios  del pasivo con derecho a voto en conformidad a lo dispuesto  en el artículo 112 inciso 1º de la Ley. El artículo citado dispone que sólo tendrán derecho  a concurrir  y votar los  acreedores cuyos créditos estuvieren reconocidos. Si la junta se celebra antes de estar concluido el procedimiento de verificación, el tribunal determinará, con audiencia del síndico, los acreedores  que tienen  derecho a concurrir y votar.

     Los acreedores cuyos créditos hubieren  sido impugnados tendrán solamente derecho a  concurrir a la reunión  y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


Régimen de los acreedores hipotecarios, prendarios  y retencionarios.


En el acuerdo sobre continuidad de giro  tiene fundamental importancia  el consentimiento  expreso de estos acreedores.


Este consentimiento  es indispensable porque el acuerdo  de continuidad de giro no suspende el derecho  de estos acreedores para ejercer sus acciones en los bienes  afectos a las respectivas cauciones a menos que hayan consentido expresamente en dicha continuación. (Artículo 112 inciso 2º).



La permanencia del derecho  para ejercer estas acciones  se fundamenta  en que la continuidad del giro efectiva, si bien tiene por objetivo solucionar el pasivo de la quiebra a través de una potencial  mejor administración, sus resultados positivos son eventuales; por lo demás el plazo de duración de la continuidad no puede exceder de un año, prorrogable por una sola vez, por un año más. Este término fue fijado para determinar si con la continuación del giro se logran  los frutos deseados. Por lo expuesto es que los acreedores con derecho preferente no pueden verse  afectados por el mero  acuerdo de continuación  del giro.


Para los efectos de obtener el quórum necesario para la continuación efectiva del giro los acreedores  que estén  por la continuidad pueden excluir a los disidentes, pagándoles la cuota que les corresponda atendidos  el carácter  y preferencia  del crédito y el importe del activo de la quiebra, o caucionándoles el pago.

     El monto de la cuota, plazo y cauciones, en su caso, pueden fijarse por un acuerdo entre los acreedores; a falta  de acuerdo la determinación corresponde al tribunal, con audiencia del síndico y de los acreedores.


Efectos del acuerdo  sobre continuidad de giro.


El acuerdo  sobre continuación del giro no entorpece los procedimientos de quiebra ni la realización de los bienes  no comprendidos  en la autorización. Tampoco suspende el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios que no consintieron expresamente en dicha autorización. Sólo va a afectar los bienes incluidos en la autorización y a los acreedores privilegiados que consintieron en él.


Contenido del acuerdo  sobre continuidad de giro.

El acuerdo de continuidad del giro debe ser fundado, lo que significa que debe contener  los motivos o causas que hacen procedente continuar  los negocios que tenía el fallido.


Por eso la Ley dispone que el acuerdo  debe contener  a lo menos:

1.‑ La determinación del objeto del giro;

2.‑ La determinación de los bienes  a que se extiende el acuerdo. Esta tiene mucha importancia  porque estos  bienes  quedan afectados  al cumplimiento  de las obligaciones  que se contraigan durante el giro.

3.‑ La designación de la administración  y las facultades  que se confieren  en las que se deben comprender las conducentes  a  la obtención  de los recursos necesarios para la continuación del giro.

4.‑ El plazo de duración que no puede exceder de un año. Este plazo puede ser prorrogado por una sola vez, hasta por un año, mediante acuerdo adoptado en junta de acreedores con  quince días antes de su expiración, y con el mismo quórum que requiere la continuidad de giro.


Administración de la continuidad de giro total o parcial.


Se expresa que el acuerdo de continuidad de giro total o parcial, debe contener, entre otras, la designación de la administración y de las facultades para llevar adelante su cometido.


El administrador puede ser cualquiera persona, incluido el síndico de la quiebra, a la cual deben conferirse las facultades especiales en las que pueden comprenderse las conducentes a la obtención de los recursos necesarios para continuar el giro del fallido.


Si la continuación efectiva del giro se prorroga por una año más el síndico no podrá administrar, debiéndose nombrar a otro administrador.


La naturaleza jurídica y carácter de los administradores del giro está fijada en el artículo 113 inciso 4 de la Ley, que señala que éstos tendrán las responsabilidades inherentes a todo mandatario y estarán sujetos al control de la Fiscalía Nacional de Quiebras en la misma forma que los síndicos.


Designación de la continuación efectiva del giro.


En todos los actos de administración de los órganos y personas que tengan injerencia en ello, deberá dejarse constancia del hecho de existir una continuidad efectiva del giro mediante la incorporación en el nombre o razón social del fallido, de la expresión "en continuación de giro", precedida de las respectivas firmas.


La omisión constituye en solidariamente responsable de las obligaciones contraídas, a quien hubiere celebrado el contrato o ejecutado el acto correspondiente.‑ (artículo 113 inciso final).


El sindico de quiebras en la continuación efectiva del giro.

El síndico de la quiebra mantiene su calidad de tal pero es menester precisar que pierde la administración de los bienes comprendidos en la continuidad del giro la que pasa a los administradores designados; sin embargo, se le otorga la facultad de actuar como interventor sobre la administración con las facultades que indica el artículo 200 de la Ley de Quiebras. (Artículo 113 inciso 2º).


En todo caso, el síndico mantiene la administración respecto de los bienes no comprendidos en la continuidad del giro.


Si el síndico es designado administrador le corresponderá  la administración de los bienes del giro y la administración de los bienes de la quiebra.


Todos los conflictos que pudieren suscitar entre el síndico y el administrador del giro, será resuelto por el Juez de la quiebra, previa audiencia de la Fiscalía Nacional respectiva. (Artículo 113 inciso 3).


Obligaciones provenientes de la continuidad de giro.


Conflictos con las obligaciones de la quiebra.


El principio que sustenta el mecanismo para el cumplimiento de las obligaciones del giro es el mismo que gobierna al llamado "patrimonio afectado", "reservado", y en general, "patrimonio de afectación".


Esta afirmación se funda en el propio texto de la Ley. En efecto, el artículo 113 dispone que el acuerdo de continuidad de giro debe contener la determinación de los bienes a que se extiende la autorización; este es al activo. Luego el artículo 114 dispone que los créditos provenientes de la continuación efectiva total o parcial del fallido (esto es el pasivo), podrán perseguirse solamente en los bienes comprendidos en ella y gozarán de preferencia para el pago de los demás acreedores del fallido.


En la continuación del giro es necesario, indudablemente, contraer obligaciones por préstamos para la adquisición de materias primas, insumos, remuneraciones de los trabajadores, etc. A través de esta actividad nacen acreedores posteriores a la quiebra, cuya naturaleza es distinta de los acreedores existentes a la fecha de la sentencia respectiva. La consideración de aquellos acreedores nacidos por consecuencia del giro es distinta de los acreedores que dieron lugar a la quiebra.


A) Créditos por obligaciones a la fecha de la sentencia de quiebra: Estos créditos están sometidos a las regulaciones generales de los procedimientos de quiebra y pueden ser valistas o comunes y preferentes.


El precepto del artículo 114 de la Ley de Quiebras regla los conflictos entre los créditos provenientes de la continuación efectiva total o parcial del giro del fallido y los créditos valistas existentes a la fecha de la quiebra:  establece una preferencia para los acreedores del giro respecto de los demás acreedores del fallido.


B) Créditos caucionados con hipotecas, prendas o afectos al derecho legal de retención.

En cuanto a los conflictos que se susciten entre acreedores hipotecarios, prendarios o retencionarios a la fecha de la declaración de quiebra, la misma disposición legal citada hace una distinción entre:

a) Acreedores hipotecarios prendarios o retencionarios que no hubieren consentido en la continuación del giro.


No se ven afectados por los acreedores nacidos de la continuación del giro como lo expresa el artículo 114 de la Ley de Quiebras.

b) Respecto de acreedores hipotecarios, prendarios o retencionarios que hubieren dado su aprobación a la continuación del giro, estos quedarán supeditados a los acreedores del giro pero sólo en el caso que los bienes no gravados hayan sido insuficientes para cubrir las deudas contraídas en el giro.


Si la continuación efectiva del giro produce excedentes, una vez deducidos los gastos, estos corresponderán a los acreedores del fallido, sólo hasta concurrencia de sus créditos más reajustes e intereses.


 Si aún así existieren excedentes, estos entregarán al fallido.

XI
GRADUACION Y PAGO DE LOS CREDITOS 


De acuerdo al artículo 147 de la Ley de Quiebras los acreedores serán pagados en la forma y orden de preferencia establecidos en las leyes.


Por lo anterior debemos atender a las normas sobre prelación de créditos establecidos en el Código Civil.


El principio general de la legislación es que todos los créditos concurren en igualdad de condiciones y se pagan a prorrata salvo cuando hayan causas especiales para preferir ciertos créditos.


La prelación de créditos tiene, entonces, por objeto determinar como se pagan los distintos acreedores cuando concurren conjuntamente para el cobro de aquellos.


De acuerdo al artículo 2.469 del Código Civil hacen excepción a la igualdad de los acreedores las causales de preferencia. Estas causales son el privilegio y la hipoteca.


El Privilegio: Es el derecho que el legislador otorga a un crédito en consideración a la naturaleza de éste y que habilita a su titular para pagarse con preferencia a otros acreedores.


Existen privilegios de 1º, 2º y 4º clase.

 
Los privilegios constituyen una garantía pero no son cauciones.


Es así como dan seguridad para su cobro ya que tienen mayores posibilidades de ser pagados en caso de insolvencia del deudor.


Asimismo los privilegios no constituyen un derecho real ni dan, por regla general derecho de persecución, esto es, facultad para perseguir los bienes del deudor en manos de terceros. Las únicas excepciones son la prenda, que es un derecho real y los créditos privilegiados de la nave y su precio establecidos en el artículo 835 y siguientes del Código de Comercio que permiten perseguir la cosa dada en prenda o la nave, en su caso, en el evento que se encuentre en poder de terceros. 


El privilegio tiene como única fuente a la ley. Las partes o el juez no pueden conferir a un crédito una preferencia para pagarse antes que los otros.


El privilegio es inherente al crédito ya que se otorga por la ley en consideración a la naturaleza del mismo y no en atención a las partes de la obligación.

PRIVATE 
CLASES DE CREDITOStc "CLASES DE CREDITOS"

1.‑ 
Créditos de Primera Clase: Están enumerados en el artículo 2.472 del Código Civil.


Para los efectos de la quiebra cobran importancia los numerales 1,4,5,6 y 8.


2.‑ 
Créditos de Segunda Clase: Los créditos de segunda clase son especiales pues afectan solamente a bienes específicos afectos al privilegio.


Si el monto de los bienes es insuficiente para el pago del crédito correspondiente el déficit pasa a ser crédito común.


El lo que atañe a la Ley de quiebras y al Derecho Comercial nos interesan los créditos derivados del contrato de transporte, de la prenda y prendas especiales, los privilegios sobre la nave y fletes., mercancías transportadas, etc.


3.‑ 
Créditos de Tercera Clase:  Están constituidos por los créditos hipotecarios, así como respecto de los censos debidamente inscritos. Por último de acuerdo a lo establecido en el artículo 546 del Código de Procedimiento Civil el derecho legal de retención debidamente inscrito previa declaración judicial, se asimila a la hipoteca para los efectos de su preferencia.


La preferencia abarca a los inmuebles por destinación y adherencia, a los aumentos y mejoras que reciba la cosa hipotecada y las rentas de arrendamiento que produzca el inmueble hipotecado.


La preferencia puede asimismo hacerse efectiva sobre la indemnización por el seguro en caso de siniestro de la cosa hipotecada.


4.‑ 
Créditos de Cuarta Clase: Estos privilegios son generales y afectan a todos los bienes del deudor, con excepción de los inembargables, y de los afectos a una garantía específica, salvo en cuanto después de pagados los créditos a que ellos se refieran, exista un remanente que pase a pertenecer a la masa. 


Se distinguen dos grandes categorías de privilegios de cuarta clase: 


Los de las personas jurídicas de derecho público contra los recaudadores y administradores de sus fondos y bienes y,


Los créditos de incapaces y de la mujer casada contra sus representantes legales y el marido respectivamente.


5.‑ 
Créditos de Quinta Clase: Son los créditos comunes que no gozan de preferencia. 


A estos créditos también se les llama créditos valistas, ordinarios o quirografarios. 


Jurídicamente estos créditos constituyen la regla general.

¿CÓMO SE PAGA EL PASIVO DE LA QUIEBRA? 

Acreedores de primera y cuarta clase.

El Síndico deberá hacer pago de los créditos privilegiados de primera clase que no hubieren sido objetados en el orden de preferencia que les corresponda.


a) Se pagaran los créditos correspondientes a costas judiciales que se causen en interés general de los acreedores y los gastos que en que se incurra para poner a disposición de la masa los bienes del fallido.


De acuerdo al artículo 148 de la Ley de Quiebras estos créditos no necesitan verificación ya que son causados después de la quiebra y como consecuencia de ésta. 


(Ej. gastos de publicación de avisos en el Diario Oficial, costas por pago de receptores, honorarios del Síndico, crédito del solicitante de la quiebra por la 100 U.F. que debe entregar al tribunal, etc.).


b) Remuneraciones de los trabajadores, asignaciones familiares y las indemnizaciones legales y convencionales de origen laboral hasta el límite de un equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio y fracción superior a seis meses. Estos créditos se pagarán siempre que existan antecedentes documentarios que los justifiquen y aún antes de su verificación.


Las restantes indemnizaciones de origen laboral se pagarán con el sólo mérito de la sentencia judicial ejecutoriada que así lo ordene.


Una vez pagados estos créditos de primera clase el Síndico deberá hacer pago de los créditos de CUARTA CLASE.

Acreedores de segunda clase.

El pago de los acreedores de la segunda clase está reglado por el artículo 149 de la Ley de Quiebras.


De esta forma se establece que los acreedores de segunda clase, incluidos los que gocen del derecho de retención judicialmente declarado, podrán ser pagados sin aguardar las resultas de la quiebra  siempre que se asegure lo necesario para pagar los créditos de primera clase si los demás bienes de la masa no parecieren suficientes para satisfacerlos.

Para estos efectos los acreedores pueden iniciar ante el tribunal que conozca la quiebra o continuar ante él los ya iniciados, los procedimientos correspondientes respecto de los bienes afectos a sus créditos, si prefieren no dejar en manos del Síndico la realización de los bienes gravados.

C) 
Acreedores de tercera clase. 


Los acreedores de tercera clase no estarán obligados a esperar las resultas de la quiebra, para ejercer sus acciones sobre los bienes gravados. Bastará que se consignen o afiancen una cantidad prudencial para el pago de los créditos de la primera clase en la parte que sobre ellos recaiga y que restituyan a la masa lo que sobrare después de cubiertas sus acciones.

D) 
Acreedores de quinta clase o valistas.

Una vez pagados los créditos de 1º y 4º clase, y los de 2º y 3ª si los hay, se pagan los créditos valistas, en su totalidad si hay bienes suficientes o a prorrata de ellos si no los hubiere.


Toda vez que se reúna la cantidad suficiente para hacer a estos acreedores un abono no inferior al 5%, el Síndico hará el reparto conforme a la nómina de créditos verificados debiendo ser notificado dicho reparto por aviso y por carta certificada a todo acreedor.

RENDICION DE CUENTAS DEL SINDICO 


El Síndico debe rendir cuenta de su gestión a la Junta de Acreedores a más tardar dentro del plazo de treinta días siguientes  al término de la realización del activo en cualquiera de sus formas. (plazo general seis meses) 


Si se hubieren agotado los fondos o se hubieren pagado íntegramente los créditos reconocidos, no existiendo pendientes impugnaciones o bien en el caso que todos los acreedores hayan convenido en desistirse de la quiebra o hayan remitido sus créditos el Síndico deberá rendir cuenta en forma anticipada.


Esta cuenta deberá ser notificada por aviso en el Diario Oficial y desde la publicación los acreedores y el fallido tendrán un plazo de 30 días para pronunciarse sobre ella, entendiéndose que la aprueban si nada dijeren dentro de dicho término.


El rechazo de la cuenta debe ser fundado y el Síndico tendrá un plazo de 10 días, contados desde la notificación de las observaciones para responder en forma fundada.


Si  no obstante esa respuesta la Junta de Acreedores o el fallido insistieren en su reprobación, el tribunal que conoce la quiebra deberá resolver en definitiva, previo informe de la Fiscalía Nacional de Quiebras, el que deberá ser evacuado en un plazo de 40 días.

XII
PRIVATE 
LAS JUNTAS DE ACREEDOREStc "LAS JUNTAS DE ACREEDORES"

Esta relación o vinculación que se produce entre los acreedores del fallido da origen a toda una normativa que permite que esa masa de acreedores pueda manifestar su  voluntad a través de acuerdos, esto es, manifestaciones de  voluntad con eficacia jurídica.


Atendiendo a la forma como se efectúan estas reuniones las juntas pueden clasificarse en: 

A)
PRIMERA JUNTA DE ACREEDORES.

B)
JUNTAS ORDINARIAS.

C)
JUNTAS EXTRAORDINARIAS.

A) 
PRIVATE 
LA PRIMERA JUNTA DE ACREEDORES.tc "LA PRIMERA JUNTA DE ACREEDORES."

La primera junta de acreedores tiene trascendental  importancia en el proceso de quiebras puesto que en ella se  fijan los aspectos principales respectos a la forma como se  desarrollará el proceso de realización del activo o las  fórmulas como la masa de acreedores proyecta obtener la  restitución de sus créditos. 


PRIVATE 
Lugar y fecha de realización.tc "Lugar y fecha de realización."

La primera junta de acreedores se efectúa en la sede del  tribunal o en el lugar ad‑hoc que éste hubiere designado, no  antes de 30 días ni después de 40 días hábiles contados  desde la publicación de la sentencia que declaró la  quiebra. 


PRIVATE 
Quórum: tc "Quórum\: "

Se constituirá cuando concurran dos o más acreedores con derecho a voto, que representen en conjunto a lo menos el veinticinco por ciento del pasivo de la quiebra.


Los acreedores que concurren a esta primera junta serán aquellos que el tribunal determine con audiencia del  Síndico.


Si no se reuniere el quórum expresado se dejará  constancia de ello y el tribunal practicará una segunda  citación para no antes de cinco ni después de diez días  hábiles, indicando el lugar, día, hora y naturaleza de la  reunión así como la circunstancia de tratarse de segunda  citación.


La notificación se efectuará por aviso y la reunión se celebrará con los acreedores que asistan.


PRIVATE 
Constitución de la junta.tc "Constitución de la junta."

La reunión será presidida por el Juez y actuará como Ministro de Fe el Secretario del tribunal o quien hubiere  sido designado por el Juez.


De lo tratado en la reunión se dejará constancia en un acta que será suscrita por el Presidente (Juez) y el  secretario, acta que se incorpora en un libro especial que  será llevado por el Síndico. Copia autorizada de la misma  se agregará a los autos.


PRIVATE 
Materias que se tratan en la primera junta.tc "Materias que se tratan en la primera junta."

1. Oír la cuenta que debe presentar el Síndico provisional sobre el estado preciso de los negocios del fallido, de su activo y de la labor por él realizada.


2.‑ Ratificación del síndico provisional, titular y suplente o designación de quienes habrán de reemplazarlos, salvo que  de la cuenta presentada por el Síndico aparece que procede la realización sumaria del activo. En este caso el síndico  pasa a ser definitivo.


3.‑ Acordar lugar, día y hora de las reuniones ordinarias las que deberán celebrarse a lo menos mensualmente; debiendo llevarse a cabo la primera reunión ordinaria entre los 30 y  los 45 días corridos desde la fecha de la primera junta,  salvo que la junta y el Síndico acuerden otra fecha.


4.‑ Designar de entre los acreedores con derecho a voto a un  presidente y a un secretario, titulares y suplentes para las futuras reuniones. Si concurrieren menos de cuatro  acreedores a la Junta se procederá sólo a la designación de  un presidente y un secretario titular. 


5.‑ Cualquier otro acuerdo necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que a la Junta y al Síndico competen.

B)
PRIVATE 
JUNTAS ORDINARIAS DE ACREEDORES.tc "JUNTAS ORDINARIAS DE ACREEDORES."

Las juntas se reunirán ordinariamente en el lugar, día y  hora acordados en la primera reunión. 


En la primera junta ordinaria el síndico debe presentar antecedentes de importancia como son: Un informe completo;  un programa de realización del activo y una proposición de  pago del pasivo, cuyo propósito es ordenar el efecto que la insolvencia o la cesación de pagos ha causado en el  patrimonio de los acreedores.


En el informe se incluirá una estimación de los gastos, conteniendo una proposición de su remuneración y de las contrataciones que considere necesarias para el cumplimiento  de su cometido.


En la práctica el Síndico acompaña su informe impreso en tantos ejemplares como acreedores hayan verificado sus  créditos hasta la fecha.


En este informe si lo estimare adecuado propondrá la continuación efectiva del giro total o parcial de las actividades económicas del fallido o la enajenación del todo o parte del activo como unidad económica.


El fundamento de la continuación efectiva de las actividades del fallido, descansa en el hecho que puede ser económicamente conveniente, tanto para los acreedores como  para terceros conservar la empresa del fallido en actividad  evitando su paralización. 


El fundamento de la enajenación  del activo como unidad económica radica en el hecho que  puede obtenerse un mejor precio si se liquidan los bienes en  conjunto.


La Junta deberá pronunciarse sobre las materias y proposiciones expresadas en ella en la misma reunión o a más tardar en la siguiente ordinaria o extraordinaria. A falta de un pronunciamiento se entenderá que aprueba el informe,  programa y proposiciones del síndico, salvo en lo relativo a  honorarios del Síndico que están establecidos en el artículo  35 de la Ley de quiebras y respecto de la continuación  efectiva del giro del fallido.


PRIVATE 
Asuntos que son de la competencia de las juntas ordinarias.tc "Asuntos que son de la competencia de las juntas ordinarias."
a)
Conocer y pronunciarse sobre el informe periódico del  síndico.

b)
Conocer y pronunciarse sobre las proposiciones que el  Síndico presentare.

c)
Formular proposiciones.

d)
En general adoptar todos los acuerdos que estime  necesarios.


De lo tratado en las Juntas Ordinarias de Acreedores se levantará un acta, suscrita por el Presidente, el Secretario  y los Acreedores concurrentes a la Junta y se acompañará a  los autos dentro de tercero día.

PRIVATE 


tc ""
PRIVATE 
C) 
JUNTAS EXTRAORDINARIAS DE ACREEDORES.tc "C) 
JUNTAS EXTRAORDINARIAS DE ACREEDORES."

Estas juntas se pueden provocar cuando así lo decrete el Juez, de oficio o a petición del Síndico, del Fiscal  Nacional o de acreedores que representen a lo menos un  cuarto del pasivo con derecho a voto.


También pueden reunirse en sesión extraordinaria cuando así lo acuerde la junta en una sesión anterior señalándose el objeto preciso de la reunión.


En Junta extraordinaria sólo pueden tratarse aquellas materias que hubieren sido objeto de convocatoria.


Sólo en reunión extraordinaria y por mayoría absoluta del pasivo con derecho a voto podrá acordarse la revocación del Síndico.

PRIVATE 
Convocatoria a reuniones extraordinarias.tc "Convocatoria a reuniones extraordinarias."

Estas se efectúan por medio de un aviso publicado en el Diario Oficial, con a lo menos 7 días corridos de anticipación.

La citación deberá ser hecha por el Síndico y deberá al menos individualizar la quiebra de que se trata y expresar lugar, día, hora y objeto de la reunión.


De lo tratado en las reuniones extraordinarias se dejará constancia en un libro especial de actas que será llevado  por el Síndico.


Las actas serán suscritas por el  presidente, secretario y los acreedores designados en la  respectiva reunión.


Copia del acta se agregará a los autos de la quiebra dentro de tercero día y se entregará a los acreedores cuando lo soliciten.

XIII
LOS CONVENIOS

La legislación universal ha autorizado el alzamiento de la quiebra mediante acuerdos entre el fallido y la mayoría de los acreedores.



El convenio no sólo puede tener  por fin alzar la quiebra. También debe servir para prevenirla. Entre los procedimientos concursales, como tutelas colectivas, se incluye el convenio judicial preventivo, por medio del cual se impide la quiebra  y se le permite al deudor que supere su situación  crítica rebajando el monto de sus créditos u otorgándole plazos a ambos. La solicitud de convenio se presenta y  tramita  ante la justicia y puede ser aceptada por los acreedores  que representan la mayoría  del total pasivo del deudor.

Concepto de Convenio

No están definidos en la ley, pero existen diferente definiciones doctrinarias que expresan una clara idea de él. 


 “El convenio se puede definir como un acuerdo entre el deudor y sus  acreedores mediante el cual se trata de evitar la declaración de quiebra o ponerle término a una que ya ha sido declarada”. El profesor Raúl Rosenberg E. en sus apuntes sobre “Derecho de Quiebras”.


“Un acuerdo  entre el deudor  y sus acreedores mediante el cual se trata de evitar la declaración de quiebra o ponerle término a una que ya ha sido declarada”. (Ricardo Sandoval López, Manual sobre la “Insolvencia de la Empresa Derecho de Quiebras Cesión de Bienes”, cuarta edición actualizada, Tomo III, Editorial Jurídica de Chile 1995, página 370). 


“Es un acuerdo adoptado con las solemnidades legales, entre el deudor y sus acreedores que tiene por objeto la solución del pasivo del deudor, que persigue evitar o alzar la quiebra y que obliga al deudor y todos sus acreedores, salvo los exceptuados legalmente”. (Sergio Espinoza Castillo, apuntes sobre Derecho de Quiebras, Los Convenios, 1991).

Características de los convenios.


De estas definiciones podemos extraer diferentes características:

1º
Son acuerdos adoptados con las solemnidades legales: Los acuerdos deben revestirse de formalidades por vía de solemnidad, cuya omisión acarrea nulidad absoluta del convenio. La finalidad de estas solemnidades  es dar seguridad y seriedad a los intereses de los acreedores.

2º
Se celebran entre el deudor y los acreedores, los que según los autores forman, la Masa de Acreedores, para reflejar que los pactos se celebran con cierto porcentaje tanto en cantidad como en el monto de los créditos. 

3º
El convenio debe tener por objeto solucionar el pasivo del deudor por medio de la remisión de parte de las deudas, ampliación de plazos u otros pactos lícitos destinados al pago de las deudas. Si el acuerdo consiste en comprar los bienes del deudor habrá, por ejemplo, una compraventa.

4º
El convenio tiene por fin alzar o impedir la quiebra. Cuando el convenio tiene por objeto alzar la quiebra nos encontramos frente al “convenio preventivo”, en el segundo caso estamos en presencia del “convenio simplemente judicial o solución”. El primer convenio lo celebra el deudor y el simplemente judicial el fallido.

5º
El convenio obliga a todos los acreedores, salvo los legalmente excluidos.

6º
El concepto de convenio está inspirado en la solución de las obligaciones del deudor  y en el hecho de que a este fin  sólo se puede llegar por medio de que la mayoría de los acreedores se imponga sobre al minoría.

Clasificación de los convenios:

Pueden ser:

I.-
1) Convenios preventivos extrajudicial y judicial.


2) Convenio solución o simplemente judicial.

II.-
1) Convenio extrajudicial.


2) Convenio  Judicial este a su vez puede ser:




a) Preventivo o 




b) Solución  o simplemente judicial.

 
Existen tres distintos convenios:

1º
CONVENIO PREVENTIVO EXTRAJUDICIAL.


Es un acuerdo de voluntades, celebrado fuera de todo proceso de quiebra,  cuyo objeto  es que el deudor cumpla o solucione  sus obligaciones, previniendo con ello la declaración de quiebra. 


A través de él se  fija o establece un medio o procedimiento para satisfacer deudas de una persona que se encuentra en situación de no poderlas cumplir.


Es un convenio preventivo extrajudicial para diferenciarlo del convenio preventivo judicial que es el que se propone ante el juez competente una vez iniciado. Por su naturaleza sólo puede llevarse a cabo antes de la declaratoria de quiebra.


Este convenio es una novedad introducida por la Ley 4.558 de 1931 y mantenida en nuestra actual legislación en los artículos 169 a 172 de la Ley de Quiebras.


Dice el artículo 169: “Antes de la declaración  de quiebras podrá pactarse entre el deudor y los acreedores un convenio extrajudicial para solucionar  sus obligaciones con tal que se observen las reglas siguientes”.


Materias que trata.


En general puede convenir cualquier tipo de tema relativo a la relación deudor - acreedores.


En consecuencia, el objeto del convenio es bastante amplio como para comprender en él la ampliación de plazos, remisión de parte de las obligaciones, intereses, etc.


Requisitos para la aprobación del convenio extrajudicial:
1º
El convenio debe ser aceptado por la unanimidad de acreedores que concurran a él. La expresión unanimidad quiere decir que este convenio debe ser aceptado por la unanimidad de los acreedores que participen en él.


El profesor Varela señala que “no habiendo quiebra declarada no se produce la unión de los acreedores en la masa; no hay todavía intervención judicial; luego, los pactos sólo obligan a los acreedores que intervienen en ellos de acuerdo con el principio de derecho común que da a los contratos efectos relativos, pues sólo son Ley para las partes que los celebran”.


Por lo tanto, no se requiere que concurran al convenio todos los acreedores del deudor, sino sólo aquellos que acepten el convenio; los acreedores que no concurran no se verán afectados por el convenio, todo, según se desprende del artículo 172 que señala: “El acreedor que hubiera sido omitido en el convenio extrajudicial podrá aceptar el convenio o exigir que se cumpla también a su favor o ejercitar las demás acciones que le corresponden como si el convenio no hubiera existido”. Este artículo da la facultad al acreedor omitido en el convenio de aceptarlo y exigir su cumplimiento o ejercitar acciones.


Lo que sucede  en este caso es que el convenio es Res Inter Alios Acta para el acreedor que no concurrió al convenio, pero el convenio es válido y por lo tanto, puede adherirse a él.

2º 
Que el deudor haga una exposición del estado de sus negocios  conforme a su balance, si debiere llevar contabilidad, y conforme al inventario  valorado de su activo y pasivo, si no llevare contabilidad completa.


Esta exposición  es la que se va a informar a los acreedores para que puedan  decidir si aceptarán o rechazarán el convenio que el deudor les propone. La información debe ser veraz, igual que el balance y el inventario, pues de lo contrario cualquier acreedor, a posteriori, puede pedir la nulidad del convenio conforme  al artículo 171 de la Ley de Quiebras, ya que éste establece la facultad de pedir la “Nulidad” del convenio, probando que es falso o incompleto el balance que sirvió de antecedente, o que se han supuesto u ocultado bienes del activo o exagerado el pasivo.

3º 
Que en el acta de convenio se deje testimonio de haberse dado cumplimiento al requisito exigido en el número anterior, esto es que en el acta se dejen claramente establecidas las deudas, forma de pago, etc.
Esta disposición se justifica porque el consentimiento de los acreedores se funda precisamente en los antecedentes suministrados en estos documentos. El objeto es que estos documentos queden directamente vinculados al contrato.

4º 
Que un ejemplar del convenio y del balance o inventario suscrito por el deudor y sus acreedores sea  protocolizado en una Notaría del domicilio del deudor.


La ley no establece un plazo para cumplir este requisito pero a nuestro parecer es una formalidad que se debe cumplir so pena de nulidad del convenio, aunque para otros sólo puede ser un problema de publicidad. 

Designación de interventor en este convenio.


El artículo 170 de la Ley faculta para que en el convenio extrajudicial pueda acordarse la sujeción del deudor a una intervención y designarse para que desempeñe este cargo de  interventor a uno de los síndicos que forme parte de la nómina nacional de síndicos, o a otra persona.


La remuneración del interventor se convendrá entre los firmantes del convenio.


Nulidad y Resolución del convenio extrajudicial.

a) 
La nulidad está reglada en el artículo 171 de la Ley que señala: “Cualquiera de los acreedores podrá solicitar que se declare nulo el convenio probando que es falso o incompleto el balance o inventario que le sirvió de antecedente, que se han supuesto deudas en el pasivo o que se han supuesto u ocultado bienes en el activo”.


El juicio correspondiente se tramitará de acuerdo al juicio sumario.


Las causales de nulidad de acuerdo a lo expuesto pueden ser vicios del consentimiento como el error o el dolo.

b) 
La resolución del convenio procede cuando el deudor deja de cumplir algunas de las obligaciones que se le impuso por el convenio. 


Los acreedores en este caso pueden intentar la acción resolutoria proveniente del cumplimiento de la condición resolutoria tácita.

2º
CONVENIO JUDICIAL
2.A. CONVENIO JUDICIAL PREVENTIVO.

El artículo 173 de la Ley dice que “el convenio judicial preventivo se propone con anterioridad a la declaratoria de quiebra, ante el tribunal competente para declararla”.


Se puede decir que el convenio preventivo es un acuerdo adoptado con las solemnidades legales que tiene por objeto la solución del pasivo del deudor, que persigue evitar la quiebra y obliga al deudor y a todos sus acreedores, salvo los exceptuados legalmente.

Iniciativa y capacidad para proponer el convenio preventivo.


La iniciativa de las proposiciones de convenio preventivo la tiene el deudor. Los acreedores sólo pueden proponer convenios estando en quiebra el deudor.


Se ha exigido una capacidad especial  para ello, que es no estar declarado reo o condenado por alguno de los delitos a que se refiere el artículo 466 del código penal, a no ser que se haya cumplido la pena.

PRIVATE 
Tribunal Competentetc "Tribunal Competente"

Es el mismo  que el que le corresponde conocer de la declaratoria de quiebra y para solicitarlo se deben acompañar los mismos requisitos que para la solicitud de quiebra. (artículo 175 inciso 2º Ley)


Esto está en concordancia con el artículo 154 del Código Orgánico de tribunales que dice: “Será juez competente en materia de quiebras, cesiones de bienes y convenios entre deudor y acreedores el del lugar en que el fallido o deudor tuviere su domicilio.”

Contenido de las proposiciones del convenio

El artículo 178 de la Ley dice: “Las proposiciones de convenio pueden versar:

1.- Sobre remisión de parte de las deudas;

2.- Sobre ampliación de plazos;

3.- Sobre lo uno y lo otro a la vez;

4.- Sobre abandono total o parcial de los activos;

5.- Sobre la  continuación  de la  actividad  del deudor o la enajenación de sus bienes como unidad económica, en los términos que se estipulen en el convenio, y

6.- Sobre cualquier otro objeto lícito.


En todo caso, el convenio será una mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario”.


La enumeración es enunciativa o meramente ejemplar según se desprende claramente de su número 6º.


El convenio será uno mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario, en principio el convenio debe ser  de una misma clase para todos los acreedores, por ejemplo, una remisión parcial; pero la ley expresamente faculta que por la unanimidad se acuerde que para unos sea de remisión y de ampliación para otros. El propósito es mantener la par condictio  de los acreedores y evita que la mayoría imponga a la  minoría  convenios discriminatorios.

Diversas clase de convenios según su contenido.


El artículo 178 contiene a manera ejemplar, los diversos contenidos de los convenios, por lo cual debe considerarse que existe amplia libertad para estipular cualquier acuerdo con la única limitación que sea lícito.

1.- 
Convenios sobre remisión parcial;


El objeto es el perdón o condonación de parte de las obligaciones del deudor.

2.- 
Convenios sobre ampliación de plazos;


El objeto es otorgar un mayor plazo al deudor para cumplir sus obligaciones. Este acuerdo puede adoptarse de dos maneras:


Las obligaciones de todos los acreedores se prorrogan en cierto plazo, que se cuenta desde el vencimiento de cada obligación;


Se establece una fecha común de vencimiento para todas las obligaciones, sin importar el vencimiento de cada una.

Tribunal competente para presentar proposiciones de convenio preventivo.


Las proposiciones de convenio  deben presentarse ante el Tribunal que sería competente para declarar la quiebra del deudor, esto es, “el del lugar en que el deudor tuviere su domicilio”. (artículo 154 del C.O.T.)

a)
Formación del Convenio.

El convenio se celebra entre el deudor y los acreedores. 


Capacidad e inhabilidades del deudor.

En cuanto a la capacidad del deudor debe ser libre administrador de sus bienes. La mujer casada en régimen de sociedad conyugal y con patrimonio reservado y el menor adulto, con peculio profesional, se entienden plenamente capaces para celebrar convenios, salvo las mujeres casadas menores de edad y, en general los menores adultos cuando se trata de enajenar o de constituir gravámenes, sobre bienes raíces.


En lo que toca  a las inhabilidades  la ley exige idoneidad moral del deudor para proponer convenios, de modo que no puede hacer proposiciones el deudor que esté declarado reo o condenado por alguno de los delitos a que se refiere el artículo 466 del Código penal, a no ser que haya cumplido la condena. (Artículo 175 inciso 1º).

b) Presentadas  las  proposiciones al  Tribunal, éste debe dictar una resolución, en la que se dispondrá: 


Que el deudor queda sujeto a la intervención de un síndico de los que forman parte de la nómina nacional. Al efecto el juez designará un síndico titular y uno suplente. 


Que el síndico informe al Tribunal en el plazo de 30 días las proposiciones del convenio.


Que todos los acreedores residentes en el territorio de la república se presenten  a verificar sus créditos con los documentos que lo justifican en el plazo de 30 días, bajo apercibimiento de proseguirse la tramitación sin volver a citar a ningún ausente.


Que se despachen las correspondiente cartas aéreas certificadas a los acreedores que se hallen fuera del territorio de la República, ordenándoles  que en el término de emplazamiento, que se expresará en cada carta, comparezcan con los documentos justificativos de sus créditos, bajo el apercibimiento antes señalado.


Que los acreedores concurran a una Junta de Acreedores, la no podrá tener lugar antes  de 40 días siguientes a la notificación de la declaratoria de quiebra en el Diario Oficial, para deliberar sobre las proposiciones del convenio, y;


Que se notifique esta resolución al síndico, titular y suplente, y a los acreedores en igual forma que la declaración de quiebra. (D.O.)   

c) La tramitación de las proposiciones no embaraza u obstaculiza el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor. 


Mientras esté en tramitación el convenio no se suspende el ejercicio de las acciones que los acreedores puedan ejercer contra el deudor. Esto significa que el convenio no suspende los procedimientos de quiebra o juicios pendientes, ni obsta a la realización de los bienes. (Artículo 177 inciso 1º).


Caso en que la presentación del convenio preventivo suspende las acciones de quiebra o la realización de los bienes contra excepciones.


El artículo 177 bis, agregado por la Ley 18.598, contiene una importante excepción a la norma del artículo 177 inciso 1. Esta consiste en que, si el convenio se presenta con el apoyo de la mayoría de los acreedores que representen a lo menos el 51% del total del pasivo, sin excluir, para los efectos de este cálculo a ninguna clase de acreedores (hipotecarios, prendarios, privilegiados etc.), el deudor no podrá ser declarado en quiebra y no podrá procederse a la realización de sus bienes durante los 90 días siguientes a la notificación por aviso en el Diario Oficial de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a la junta  para deliberar sobre dicha proposición. 


Además, según contempla el inciso 6º, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes, salvo aquellos expuestos aun próximo deterioro. 

En el aviso debe señalarse en forma expresa que se ha reunido la mayoría indicada.


Este plazo es fatal e improrrogable.


Para los efectos del cómputo, el pasivo se determina sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 que, como vimos, debe cumplirse a cabalidad, adjuntándose todos los antecedentes que este artículo indica. Estos son los mismos que debe acompañar el deudor que pide su propia quiebra. (Artículo 41).  Este estado del pasivo debe certificarse por auditores  externos independientes, inscritos en el Registro que lleva la Superintendencia  de valores (artículo 53 inciso final de la Ley 18.046 y artículos 50, 51, 52 y 53 del Reglamento 587 sobre Sociedades Anónimas). 

Efectos respecto de acreedores Privilegiados e Hipotecarios.

 
Están señalados en los incisos 5º y 6º del artículo 177 bis:


No pierden sus preferencias,


No pueden realizar los respectivos bienes  durante un plazo de 90 días.


Pueden impetrar medidas conservativas.

Casos en que no opera la suspensión. Contra excepciones.


No se suspenden las realizaciones:


De bienes que corresponda subastar en el procedimiento de ejecuciones laborales que gocen de privilegio de primera clase. Con el objeto de evitar colusiones que perjudiquen al resto de los acreedores esta situación privilegiada  no se aplica a las ejecuciones laborales contraídas por el deudor  a favor del cónyuge o parientes, administradores, operadores u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios.


De bienes expuestos a próximo deterioro, o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa, o finalmente, que sean estrictamente indispensables para el normal desarrollo de la actividad. En estos casos el deudor deberá contar con la autorización previa del interventor. 

Acreedores con derecho a voto en el convenio judicial preventivo.


En este  convenio sólo tienen derecho a voto los acreedores que aparezcan en una nómina que el Síndico presentará, para este efecto, con 10 días de anticipación a la fecha fijada para la celebración de la junta. (Artículo 179 inciso 3º).


En la práctica esta nómina es formada por el Síndico sobre la base de las informaciones  que suministra el mismo deudor, el que de debe acompañar, a las proposiciones que se presente, todos los antecedentes que determine el artículo 42.


No puede tener aplicación el artículo 143, porque supone la declaración de quiebra y los trámites posteriores de verificación y posibles impugnaciones, a que dan origen la nómina de acreedores a que esta disposición se refiere. El convenio preventivo es antes de la quiebra  y el artículo 179 inciso 3º soluciona el problema sobre la base de esta otra fórmula. La nómina se agrega a los autos y debe notificarse a los acreedores en la misma  forma indicada en el 143. Esta nómina puede ser ampliada por el Síndico en casos calificados, con las mismas formalidades.

Acta de todo lo obrado.


De todo lo obrado debe levantarse un acta, en la que debe mencionarse a todos los acreedores que voten a favor o en contra del convenio, con expresión de los créditos que representen. (Artículo 179 inciso 3º y 41).

Cauciones del Convenio.


En el convenio pueden estipularse cauciones para garantizar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. (Artículo 179 bis, agregado por el artículo 1º, Nº 10, de la Ley 18.598).


Las cauciones pueden estipularse en el mismo convenio o en instrumentos separados.


Como la Ley no distingue pueden estipularse cauciones reales y personales.

Representación de los acreedores en la constitución de cauciones.


Los acreedores afectos al convenio pueden estar representados por un interventor o por un representante designado por ellos para estos efectos.   


El artículo 175 inciso 3º Nº 1º dice que el deudor queda sujeto a la intervención de un síndico de los que forman parte de la nómina nacional. El artículo 199 agrega que en el convenio judicial  preventivo actuará como interventor el síndico designado por el Tribunal.


Representación de los acreedores por el interventor.

Para la constitución de las cauciones los acreedores pueden estar representados por el interventor. Así  aparece del inciso 2º del artículo 179 bis, y en este caso el interventor, a menos que se acuerde otra cosa, podrá representar a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal. (Artículo 200 Nº 7).


Representantes de los acreedores.


Los mismos acreedores pueden designar a uno o más de ellos para que los representen en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías.


Este representante o representantes de los acreedores están facultados para el ejercicio de los derechos y acciones que emanen de las cauciones y para ser notificados y citados en los casos en que así dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.

Protocolización de copia autorizada del acta de la junta.


Como lo dispone el artículo 179 inciso final, deberá levantarse un acta de lo obrado en la junta. El artículo 179 bis, incisos final, agrega que esta acta y la resolución que apruebe lo obrado deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que se haya celebrado la junta, desde ese momento valdrá como escritura pública para todos los efectos legales.

En las publicaciones e inscripciones  de las garantías no es necesario individualizar las obligaciones del convenio y es suficiente una referencia a la  notaría y fecha de la protocolización.

Derechos de los acreedores privilegiados, hipotecarios, prendarios y los que gocen del derecho de retención.

1º
Pueden asistir a la junta y discutir las proposiciones.

2º
Pueden votar, pero siempre que renuncien los privilegios o preferencias de sus respectivos créditos.


La renuncia puede ser expresa o tácita; es tácita cuando se ejecuta un acto que la significa. “El mero hecho de votar importa de derecho esta renuncia”.


Estos acreedores pueden renunciar hasta una determinada cantidad, y en este caso votarán por ese monto como acreedores comunes, y conservarán sus garantías por la suma restante.


En este caso, se considerarán en el pasivo como acreedores valistas para los efectos del cómputo que indica el artículo 180, hasta por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia. (Artículo 181 inciso 4º).

Situación de los acreedores residentes en el extranjero.


Los acreedores residentes en el extranjero incluidos en la nómina del deudor y que no hayan comparecido aún se tendrán por opuestos al convenio.

Situación del cónyuge y demás familiares.

El cónyuge, los ascendientes y descendientes del fallido no se consideran en el total pasivo con derecho a voto, a menos que manifiesten su voluntad de oposición. Sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que el artículo 180 se refiere.


Esta solución es obvia debido a la implicancia que tienen con el fallido.

Votación del convenio, Quórum.

El convenio se considera aceptado cuando cuenta con los siguientes requisitos:

1º
El consentimiento del deudor. El convenio es una convención, y la comisión redactora de la primitiva ley estimó necesario decirlo para evitar cualquier duda. Además, el artículo 184 expresa que la no-comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, hará presumir el abandono o el rechazo del convenio, salvo excusa justificada.

2º
El quórum de acreedores requerido para su validez, es doble, a saber:



a) De personas, Voto de dos tercios o más de los acreedores concurrentes. (66,66%). 


b) De valor, esto es, que los acreedores que concurren representen las tres cuartas partes del pasivo con derecho a voto. (3/4).

Deben excluirse:

1º
Los acreedores privilegiados, hipotecarios y prendarios, siempre que no hayan tomado parte en el convenio.

2º Acreedores que sean cónyuges.

3º Ascendientes, descendientes legítimos o naturales.

4º Hermanos legítimos del fallido.

5º Socios o accionistas del fallido.

6º Administradores de Sociedades del fallido.


El procedimiento del artículo 112 incisos 3º y 4º se aplicará para obtener el quórum del artículo 180 inciso 1º, todo ello según el sistema de la ley  18.598.


Al modificarse la ley, se incluyó en el artículo 180, por motivos similares, a los socios o accionistas y administradores de sociedades del deudor. Sin embargo, no se modificó el artículo 182 por lo que debe concluirse que los socios o accionistas y los administradores de sociedades del deudor, no pueden considerarse en el cómputo ni a favor ni en contra.

Aprobación del convenio.


Aprobado el convenio, éste debe ser notificado a los acreedores que no concurrieron a la junta, ésta notificación se hace por medio de un aviso que se publica en el Diario oficial.


Esta notificación se practica para que estos acreedores puedan impugnarlo, y hay un plazo fatal de 8 días para presentar dichas impugnaciones. Si dentro de dicho plazo no se deducen impugnaciones, se entenderá aprobado y el tribunal mediante una resolución, que puede dictar de oficio o a petición de parte, lo declarará aprobado.


Esta resolución se notifica mediante aviso en el Diario oficial.


El convenio entra a regir desde que queda ejecutoriada esta resolución.

Efectos del convenio preventivo aprobado.

1º
Este tiene por objeto prevenir la quiebra y por tanto, si se aprueba cumple con su objeto de regular la forma como se solucionará el pasivo del deudor.

2º
El convenio preventivo obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta, lo que significa que todos estos no pueden pedir la quiebra ni intentar acción alguna contra el primero, y todos quedan obligados por sus estipulaciones. Así lo dispone el artículo 191. Esta misma norma señala quienes quedan exceptuados.

Rechazo del Convenio.


Si el convenio no cuenta con el consentimiento del deudor o no se reúne la mayoría legal de los acreedores el Juez debe tener por rechazado el convenio.


Esta materia se encuentra regida en los artículos 206 y 207 de la Ley.


En estas normas se consideran situaciones comunes a los convenios preventivos y simplemente judicial, y una regla especial para el caso del convenio preventivo.


Si las proposiciones de convenio preventivo y simplemente judicial se rechazan por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, el deudor o fallido puede reiterarlas, por una sola vez, si las presenta apoyadas por la mayoría absoluta de los acreedores hábiles para votar en ellas.


Si el convenio es desechado por defectos en la forma establecida para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la Ley; o error u omisión substancial en las listas de bienes o de acreedores, o por incapacidad para votar en él, de alguno de los acreedores que hubieren concurrido a celebrarlo, podrá proponerse de nuevo una vez que se subsane la falta.


Si el convenio es desechado por las causales de los números 1,3 y 4 del artículo 186 de la Ley, el convenio no podrá proponerse de nuevo.

Caso especial del rechazo del convenio judicial preventivo. Declaración de quiebra de oficio.


Si en plazo de 90 días fatales no se acuerda el convenio, se produce el mismo efecto contemplado para el caso de rechazo del convenio preventivo que señala el artículo 207 inciso final, esto es, “acarreará necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.”

2.B. CONVENIO SIMPLEMENTE JUDICIAL O SOLUCIÓN.

El artículo 175 dice que “el convenio simplemente judicial es el que se propone durante el estado de quiebra”. Supone en consecuencia, que el deudor haya sido declarado en quiebra y tenga la calidad de fallido.


Un concepto amplio de convenio simplemente judicial o solución puede expresarse diciendo que “es un acuerdo adoptado, con las solemnidades legales, durante la quiebra, por el fallido y sus acreedores,  que tiene por objeto alzar la quiebra y obliga al fallido y a todos sus acreedores, salvo los exceptuados legalmente”.


La diferencia con el convenio preventivo es bien precisa: en éste sólo el deudor puede intervenir en el convenio.

Iniciativa de las proposiciones de convenio simplemente judicial o solución.


Conforme al artículo  174 el fallido o cualquiera de los acreedores podrá hacer proposiciones de convenio en cualquier estado de la quiebra.


La diferencia con el convenio preventivo  es que en éste sólo el deudor puede hacer proposiciones de convenio, en cambio, en el simplemente judicial, las proposiciones pueden hacerlas el fallido o cualquiera de los acreedores.

Materias que pueden ser proposiciones de convenio simplemente judicial.


Son las mismas que en el convenio preventivo, conforme al artículo 178. Esto es: ”Las proposiciones de convenio pueden versar 1. - Sobre remisión de parte de las deudas; 2.- Sobre ampliación de plazos; 3.- Sobre lo uno y lo otro a la vez; 4.- Sobre abandono total o parcial de los activos; 5.- Sobre la continuación  de la  actividad  del deudor o la enajenación de sus bienes como unidad económica, en los términos que se estipulen en el convenio, y 6.- Sobre cualquier otro objeto lícito. En todo caso, el convenio será uno mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario”.

Donde la ley dice “deudor” debe decir fallido.


El principio referido como ya señalamos es una regla general, ya que contiene  una excepción si el convenio simplemente judicial se presenta apoyado por a lo menos el 51% del total pasivo de la quiebra, el síndico sólo puede enajenar los bienes expuestos a un próximo deterioro o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa. (artículo 177 inciso 2º)

Deliberación del convenio simplemente judicial.

Las proposiciones  de convenio judicial deben deliberarse en juntas de acreedores (artículo 173 inciso 4º). 


Las juntas generales de acreedores se celebran ante el juez de la causa, en la sala de audiencia u otro lugar fijado al efecto por el tribunal. Además de los acreedores y el fallido, generalmente concurren el síndico o algún representante suyo.

  
Esta materia se aplica  a ambas clases de convenios.

Acta de todo lo obrado.

De todo lo obrado debe levantarse un acta, en la que debe mencionarse a todos los acreedores que voten a favor o en contra del convenio, con expresión de los créditos que representen. (Artículo 179 inciso 3º y 41).

Cauciones del Convenio para garantizar el cumplimiento de la obligación del fallido.

En el convenio pueden estipularse cauciones para garantizar el cumplimiento de las obligaciones del fallido. (Artículo 179 bis, agregado por el artículo 1º, Nº 10, de la Ley 18.598).
Las cauciones pueden estipularse en el mismo convenio o en instrumentos separados. Como la Ley no distingue pueden estipularse cauciones reales y personales.


Respecto de todo lo demás nos remitiremos a lo señalado para el convenio preventivo.

Participación y representación en las juntas.


Pueden participar en las juntas y en los debates el fallido, el síndico y todos los acreedores, incluso los hipotecarios o privilegiados.


Las limitaciones legales no se refieren sino al derecho a voto. 


Los acreedores que asistan a la junta pueden hacerlo personalmente o representados. Como se trata de una actuación judicial, los mandatos deben cumplir los requisitos que fija la ley respecto del poder judicial.

Votación del convenio simplemente judicial.


El convenio se considera aceptado cuando cuenta con los siguientes requisitos:

1º
El consentimiento del fallido, como hemos visto, debido al carácter contractual de los convenios. La ley presume en el artículo 184 que la no-concurrencia del fallido hace presumir el abandono o rechazo del convenio, salvo excusa justificada.

2º
También se requiere del acuerdo de la masa de acreedores, que conforme a la ley es doble, igual que en el convenio preventivo: Esto es deben reunirse los votos de los dos tercios o más de los acreedores concurrentes que representen las tres cuartas partes del total pasivo con derecho a voto.

Acreedores que tienen derecho a voto en el convenio simplemente judicial.


El artículo 179 inciso 1º de la Ley dispone que sólo los acreedores que figuren en la nómina de créditos reconocidos tienen derecho a votar el convenio.


En cuanto a los acreedores cuyos créditos hubieren sido impugnados por otros acreedores o el fallido, pueden ser admitidos a votar, pero por la suma que, para este solo efecto, señale el tribunal, que oirá en la misma audiencia al síndico, al fallido y demás acreedores.


En todo caso, solo los acreedores valistas o comunes del fallido tienen derecho a votar las proposiciones, en las condiciones expuestas.

Derechos de los acreedores privilegiados, hipotecarios, prendarios y los que gocen del derecho de retención.
1º
Pueden asistir a la junta y discutir las proposiciones.

2º
Pueden votar, pero siempre que renuncien los privilegios o preferencias de sus respectivos créditos.


La renuncia puede ser expresa o tácita; es tácita cuando se ejecuta un acto que la significa. “El mero hecho de votar importa de derecho esta renuncia”.


Estos acreedores pueden renunciar hasta una determinada cantidad, y en este caso votarán por ese monto como acreedores comunes, y conservarán sus garantías por la suma restante.


En este caso, se considerarán en el pasivo como acreedores valistas para los efectos del cómputo que indica el artículo 180, hasta por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia. (Artículo 181 inciso 4º).

Situación de los acreedores residentes en el extranjero.


Los acreedores residentes en el extranjero incluidos en la nómina del deudor y que no hayan comparecido aún, se tendrán por opuestos al convenio.

Situación del cónyuge y demás familiares.


El cónyuge, los ascendientes y descendientes sociedades del fallido no se consideran en el total pasivo con derecho a voto, a menos que manifiesten su voluntad de oposición. Sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que el artículo 180 se refiere.


Esta solución es obvia debido a la implicancia que tienen con el fallido.

Aprobación del convenio. Notificación.


En caso de aprobación del convenio, éste debe ser notificado a los acreedores que no concurrieron a la junta. La notificación se hace por medio de un aviso en el Diario Oficial.

Impugnación del convenio.


El convenio puede ser impugnado por cualquier acreedor que no haya concurrido a la junta o que haya disentido del voto de la mayoría, si alegare alguna de las causas indicadas en el artículo 186, que para estos efectos es común a todos los convenios, tanto preventivo como judicial.

Efectos del convenio simplemente judicial.
1º
El artículo 192 de Ley dice que aprobado el convenio cesa el estado de quiebra si se hubiese declarado y se devuelven los bienes, papeles y demás cosas establecidas en el convenio.

También se cancelan las inscripciones de la declaratoria de quiebra que se hubieran practicado en el Conservador de Bienes Raíces.

2º
Sin embargo, si para el procedimiento de calificación de la quiebra fueren necesarios los libros del fallido, quedarán estos en poder del tribunal encargado de ella.

3º
La remisión hecha al deudor en el convenio aprobado extingue las obligaciones de sus codeudores o fiadores, sea solidarios o subsidiarios, hasta la concurrencia de la cuota remitida, cuando el acreedor respectivo hubiese votado a favor del convenio. (Artículo 193).

4º
El artículo  196 de la Ley señala que la aprobación del convenio no impide que continúe el procedimiento de calificación de la quiebra y el fallido quedará sujeto a todas las inhabilidades que produce la quiebra mientras no obtenga la rehabilitación con arreglo a las normas del Título XIV.

REGLAS COMUNES A LOS CONVENIOS PREVENTIVOS Y SIMPLEMENTE JUDICIAL.


Aceptación del convenio.


Si concurren los requisitos para acordar el convenio preventivo y simplemente judicial  de acuerdo a las normas 180 a 183 de la Ley de Quiebras, el convenio debe considerarse aceptado. 


Notificación.

En caso de aprobación del convenio, éste debe ser notificado a los acreedores que no concurrieron a la junta. La notificación se hace por medio de un aviso en el Diario Oficial.


Impugnación del convenio.


En nuestra legislación el Juez no puede dejar de aprobar el acuerdo entre los acreedores y el deudor o el fallido, en su caso, por eso es que una vez aprobado el convenio, practicada la notificación que dispone el artículo 185, el convenio puede ser impugnado por cualquier acreedor que no haya concurrido a la junta o que haya disentido del voto de la mayoría, si alegare alguna de las causas indicadas en el artículo 186.


En consecuencia, los acreedores que no concurrieron a la junta y los disidentes del voto de la mayoría pueden impugnar el convenio en el plazo que se cuenta desde la fecha desde la notificación por aviso en el Diario Oficial. (Ocho días).


Titulares de las acciones de impugnación del convenio.


Están indicados expresamente en el artículo 186 de la Ley que señala: “El convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor que no haya concurrido a la junta  o que haya disentido del voto de mayoría, si alega alguna de las causas siguientes”


En otras palabras, pueden impugnar los acreedores ausentes y los disidentes.

Otros titulares de la acción de impugnación.


Son los codeudores y fiadores del fallido, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor. Así lo dice el inciso final del artículo 186. El porqué los codeudores y fiadores del fallido pueden impugnar, está en íntima relación con uno de los efectos del convenio indicado en el artículo 193 que se denomina “el convenio de remisión”, este artículo señala que la remisión hecha al deudor en el convenio aprobado extingue también las obligaciones de sus codeudores o fiadores sean solidarios o subsidiarios hasta concurrencia de la cuota remitida, cuando el acreedor respectivo hubiere votado a favor del convenio.


Por este motivo si el acreedor respectivo votó en contra del convenio a los codeudores y fiadores les interesa que no se apruebe un convenio en que su acreedor votó en contra.

Causales de impugnación.


Están establecidas en el artículo 186 de la Ley, y son las siguientes:

1º Incapacidad legal del deudor para proponerlo;

2º Defectos en las formas establecidas para la convocación y la celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas en la Ley;

3º Falsedad o exageración del crédito o incapacidad para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;

4º Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor, para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir, y

5º Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores. 

Plazo para impugnar el convenio.


El plazo para impugnar el convenio preventivo o solución es de 8 días fatales contados, para todos los interesados, desde la notificación por Aviso en el Diario Oficial, a que se refiere el artículo 185.


Así lo dice el artículo 187: “Podrá impugnarse el convenio dentro del plazo de 8 días contados, para todos los interesados, desde la notificación a que se refiere el artículo 185.”


Las impugnaciones que se presenten fuera de este plazo serán rechazadas de plano.

Efectos de la resolución que resuelve la impugnación.


La Corte Suprema ha fallado que la Resolución que resuelve una impugnación sea, aceptándola o rechazándola, es una sentencia interlocutoria. En su contra proceden los recursos de apelación y casación. En todo caso, la resolución que recaiga en el incidente de impugnaciones se notifica a las por aviso en el Diario Oficial.


En cuanto a los efectos hay que distinguir:

1.- 
Si se acoge la impugnación. En este caso es necesario precisar:

Si la causal acogida es la de los números 2 ó 5 del artículo 186 o la incapacidad para votar de algún acreedor que hubiere concurrido a celebrarlo, puede proponerse de nuevo, una vez subsanada la falta.

Si se ha desechado por cualquiera de las otras causales, no se puede proponer de nuevo en ninguna forma.

Si se trata de un convenio preventivo, el Juez debe declarar de oficio la quiebra del deudor.

2.- 
El rechazo de la impugnación. En este caso empieza a regir el convenio y la sentencia que rechaza la impugnación se considera aprobatoria del convenio, sin necesidad de otra resolución.

Tramitación de las impugnaciones.

Se tramitan como un solo incidente entre el deudor o el fallido, en su caso,  y el acreedor o acreedores que las hayan formulado, o el fiador o codeudor en su caso del inciso 2º del artículo 186.


Si el convenio hubiere sido propuesto por un acreedor, este será también parte en el incidente de oposición.


La resolución que recaiga en el incidente se notificará a las partes por aviso en el Diario Oficial.

Fecha desde la cual entra a regir el convenio.


Hay que distinguir dos situaciones:

a) Si no se deducen impugnaciones dentro del plazo, el convenio se entiende aprobado y el tribunal así a petición de parte u oficio.

b) Si se han deducido impugnaciones el convenio entra a regir desde que quede ejecutoriada la resolución que deseche la impugnación.

EFECTOS DE ALGUNOS CONVENIOS ESPECIALES.


Sobre este punto, la ley trata  de tres especies de convenio, que son el convenio de remisión, el convenio sobre ampliación de plazos y el convenio con los  socios de una sociedad colectiva o en comandita en quiebra.  

de las deudas. 

A.- 
Los convenios de remisión.


Entre las proposiciones de convenio conforme al artículo 178 Nº 1º, está entre otros, “la remisión de parte de las deudas”. La “Remisión o condonación” está definida en el artículo 1.652 del Código Civil.


Del artículo 2.335 y siguientes del Código Civil, se desprende que la remisión hecha al deudor principal beneficia también a los fiadores.


En consecuencia, si el convenio  contiene un acuerdo de remisión parcial de las deudas, el convenio extingue las obligaciones de los codeudores solidarios y fiadores cuando el acreedor respectivo a votado a favor del convenio. Por el contrario si el acreedor no comparece o vota en contra del convenio éste no favorece a los  fiadores ni a los deudores solidarios, en cuanto a la remisión parcial.

Esto es lo que dice en definitiva el artículo 193 que señala “la remisión hecha al deudor en el convenio aprobado extingue también las obligaciones de sus codeudores o fiadores, sean solidarios o subsidiarios, hasta concurrencia de la cuota remitida, cuando el acreedor respectivo hubiera votado a favor del convenio”.

B.- 
Convenio sobre ampliación de plazos.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos  desde que quede ejecutoriada la resolución que le declare aprobado o que ponga término a la impugnación, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos. (Artículo 194).

C.- 
Convenios con socios de una sociedad colectiva o en comandita en quiebra.


La ley faculta a los acreedores de una sociedad colectiva o en comandita en quiebra para que celebren convenios con uno o más de los socios solidarios. Es importante tener presente  que en la quiebra de los socios  participan tanto sus acreedores personales como los de la sociedad.


Para que este convenio prospere es menester que los acreedores sociales se unan con los acreedores personales de los socios. En estas condiciones se producen los siguientes efectos:


a)Socio que lo obtiene queda desligado de la solidaridad respecto  de la sociedad.


b) Extingue la deuda social  respecto de los demás socios hasta concurrencia de la cuota que dicho socio debiere pagar.


El activo social queda sujeto al régimen de la liquidación de la quiebra, y los bienes personales del socio con quien se hubiere celebrado el convenio serán  aplicadas al cumplimiento de éste.

EFECTOS DE LOS CONVENIOS.


Estos son los siguientes:

1.- La aprobación del convenio no impide que continúe el procedimiento de calificación de la quiebra. (Artículo 196).

2.- Aprobado el convenio, deben devolverse al tribunal de su origen, para que continúen  conociendo de ellos, los procesos ordinarios o ejecutivos agregados al juicio de quiebra, y que no hayan terminado con el convenio, siempre que lo exija, antes de cualquiera otra gestión, alguna de las personas que fueren partes en dichos procesos.


En caso contrario continúa conociendo de ellos el tribunal que hubiere entendido en la quiebra.

3.- Los acreedores que no hubieren comparecido a verificar oportunamente sus créditos sólo podrán verificar que se cumpla con el convenio a su favor, mientras no hubieren prescrito las acciones  que del convenio resulten.


Estos acreedores deben verificar sus créditos en la forma dispuesta en el artículo 133 y ante el tribunal que conoció de la quiebra.

4.- Otro efecto del convenio es que desaparece el síndico, pero el deudor queda sujeto a intervención hasta que se haya cumplido el convenio.  Actuará como interventor el síndico titular en el convenio judicial y el síndico designado por el tribunal en el convenio judicial preventivo. (Artículo 199). 

NULIDAD Y RESOLUCIÓN DEL CONVENIO.


Estas son formas de terminación de los convenios, sea porque concurren las causales que establece la ley o no se cumplen por el deudor las obligaciones nacidas del convenio.


En el primer caso estamos en presencia de una acción de nulidad y en el segundo, una acción de resolución de convenio por el incumplimiento de obligaciones, según las reglas generales.


Sin perjuicio de lo anterior el convenio puede terminar por el cumplimiento de sus estipulaciones y también por la declaración de nueva quiebra.


LA NULIDAD DEL CONVENIO


Se aplican en este tema  las causales establecidas en la Ley de Quiebras, sin perjuicio de que es posible que a falta de normas especiales, puedan aplicarse las normas del Código Civil en forma supletoria.

Causales.

1º Por declararse fraudulenta la quiebra o por ser condenado el deudor por alguno de los delitos a que se refiere el artículo 466 del Código Penal perpetrado con anterioridad del convenio. 


Si el deudor ha incurrido en alguno de éstos delitos, que significan actos fraudulentos en perjuicio de los acreedores, cualquiera de éstos pueden pedir la nulidad del convenio. Hay que destacar que es causal de nulidad del convenio la condena del fallido por el delito quiebra fraudulenta. La sentencia condenatoria debe haberse dictado con posterioridad a la aprobación del convenio. 


Si la condena es antes de la aprobación, esta es causal de impugnación del convenio.


La condena por delitos del artículo 466 del Código Penal debe ser posterior al convenio, y debe tenerse presente que se aplica al deudor no comerciante.


En todo caso, en la demanda de nulidad por quiebra fraudulenta o por condena del deudor, en conformidad al artículo 466 del Código Penal, se resuelve con la simple exhibición de la respectiva sentencia y citación del fallido o su representante.

2º La segunda causal es la ocultación del activo o exageración del pasivo  descubierta después de la resolución aprobatoria.

Si se alega esta causal, corresponde tramitar la demanda como juicio ordinario a falta de regla especial.

Prescripción. Las acciones de nulidad de convenio tienen plazos distintos de prescripción:

a)
En 6 meses prescribe la acción de nulidad por condenación del fallido por quiebra fraudulenta  o por los delitos del artículo 466. 
Los 6 meses se cuentan desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.

b)
En 2 años prescribe la acción de nulidad que se funda en la ocultación del activo o exageración del pasivo. Los 2 años se cuentan  desde la aprobación del convenio.

Efectos de la declaración de nulidad.

Estos efectos se producen desde que queda ejecutoriada la sentencia que la declare:

Inhabilita al fallido para celebrar un nuevo convenio. (Artículo 208).

“En la misma sentencia en que se pronuncie la nulidad... se declarará la quiebra y se seguirán los procedimientos de ésta en conformidad a las reglas generales.”


Los actos y contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la aprobación  y la anulación... del convenio, solo pueden ser revocados mediante la acción revocatoria o pauliana concursal. (artículo 215 en relación con el artículo 2.468 del Código Civil)


RESOLUCIÓN DEL CONVENIO.


El convenio, sea simplemente judicial o preventivo, en el fondo es un contrato bilateral y queda por lo mismo sujeto a las reglas generales.


Si el deudor no cumple con las obligaciones derivadas del convenio, los acreedores podrán solicitar la resolución del contrato, por la condición resolutoria tácita que en él va envuelta. 



Es por eso que el artículo  209 de la Ley señala que el convenio podrá resolverse por inobservancia de sus estipulaciones a solicitud de cualquiera de los acreedores.


Este artículo hace mención al caso de que el deudor hubiese agravado el mal estado de sus negocios, en forma que haya de temerse un perjuicio para los acreedores.

Titulares de la acción de resolución.


Esta acción de resolución puede ser impetrada por algún acreedor.


Si la resolución tiene por causa el caso en que el deudor agrave el mal estado de sus negocios, la solicitud debe ser presentada por acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio. (Artículo 203).


La sentencia que declara la resolución del convenio produce los mismos efectos que la resolución del contrato. (Artículo 1.490 y siguientes del Código Civil).


En todo caso la Ley de Quiebras establece los siguientes efectos especiales:

1º
La sentencia que declare la resolución del convenio, declarará la quiebra o se la declarará reabierta, y se seguirán los procedimientos de éstas. (artículo 214).

2º
Las fianzas del convenio subsisten. El artículo 210 dice “la resolución del convenio no exonera a los fiadores que han asegurado su ejecución total o parcial”.

Si se establecieron fiadores o codeudores solidarios para caucionar las obligaciones derivadas del convenio y éste es incumplido, no tienen porque eximirse los fiadores y codeudores del cumplimiento de sus obligaciones accesorias.

LA REAPERTURA DEL ESTADO DE QUIEBRA O NUEVA QUIEBRA.


Se refiere a este punto el artículo 217.


Sobre este punto la Ley ha debido regular las relaciones entre los acreedores antiguos y los acreedores cuyos créditos han nacido después de la primera declaración de quiebra o después de la aprobación del convenio.


Por eso el artículo 217 dice que la reapertura del estado de quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en la distribución del activo de la quiebra por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubiere recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida.


Estas normas son aplicables, tanto al caso de la nulidad o resolución del convenio judicial preventivo, como en el caso que se declare en quiebra el deudor antes de haber sido anulado o resuelto cualquier clase de convenio judicial.  

XIV
EL SOBRESEIMIENTO 

Existen dos clases de sobreseimientos: 

A)
SOBRESEIMIENTO TEMPORAL 


Es la declaración judicial en virtud de la cual se suspende en forma provisoria el juicio de quiebra, por falta de activo o bienes.


Las causales de sobreseimiento temporal están señaladas en 
el artículo 158 de la Ley de Quiebras y son las siguientes: 

a) Cuando en conformidad con el artículo 97, no apareciere ningún bien perteneciente a la masa. 


En este caso la solicitud de sobreseimiento sólo la puede pedir el Síndico y se notificará mediante aviso en el Diario Oficial.

 
Los acreedores tienen un plazo de siete días para oponerse 
y la oposición se tramitará como incidente. El fundamento de la oposición podrá ser el hecho que existan bienes suficientes para proseguir la quiebra.


Lo anterior debe relacionarse con el artículo 160 de la Ley 
de Quiebras.

b) Cuando resultare de la cuenta presentada por el Síndico en la primera junta de acreedores que el producto probable de la realización del activo no alcanzare para cubrir los gastos de prosecución de la quiebra y se procediere a la realización sumaria del activo.


En este caso, el sobreseimiento temporal se decretará de oficio por el juez una vez finalizada la realización sumaria del activo y distribuido el excedente que de ella resulte.

Efectos del sobreseimiento temporal: 

 
Este sobreseimiento no pone término al estado de quiebra, pero restituye a los acreedores el derecho de ejecutar individualmente al fallido.


Se ha discutido como se concilia el hecho de que se mantiene el desasimiento de los bienes del fallido, con el derecho de los acreedores a ejecutar individualmente al fallido.


El Sr. Ricardo Sandoval opina que las ejecuciones individuales sólo proceden respecto de los bienes futuros y no en relación con los bienes comprendidos en el desasimiento.

¿Cómo termina el sobreseimiento temporal? 


El sobreseimiento temporal termina por solicitud del fallido (a quién le interesa terminar el estado de quiebra), los acreedores o cualquier otro interesado.


Para estos efectos el solicitante debe acreditar la existencia de valores suficientes en dinero o especies para atender los gastos de prosecución de la quiebra, o depositar a la orden del tribunal los fondos suficientes para tal objeto.


Acogida la solicitud, se reponen las cosas al estado que tenían antes de la resolución de sobreseimiento temporal, pero no hay derecho para reclamar la entrega de las sumas que los acreedores hubieren percibido en el ejercicio de las acciones individuales entabladas por ellos en contra del deudor.

B)
EL SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO 


El sobreseimiento definitivo pone fin al estado de quiebra.

Causales 

1.- Causales ordinarias que tipifican casos de extinción total del pasivo.

2.- Causal establecida en el articulo 165, que configura una situación excepcional.
1.- 
Causales ordinarias 


Se encuentran establecidas en el artículo 164 de la Ley de Quiebras.


a) Cuando todos los acreedores convienen en desistirse de la quiebra o remiten sus créditos.


El procedimiento de desistimiento debe efectuarse de acuerdo a las normas establecidas en el artículo 148 del C.P.C., con la única diferencia que no se requiere el consentimiento del demandado.


Se ha discutido si los acreedores que deben desistirse son 
todos los acreedores del fallido o sólo los acreedores concurrentes a la quiebra.


La mayoría de la doctrina se inclina por esta última interpretación, por cuanto se trata de un medio propio del derecho concursal para poner fin a la quiebra.


El único que sostiene lo contrario es Alvaro Puelma quien señala que si la ley no distinguió debe comprenderse en el desistimiento a todos los acreedores del fallido.


En cuanto a la remisión de los créditos debe entenderse el 
modo de extinguir las obligaciones de acuerdo a lo establecido en los artículos 152 y siguientes del Código Civil, con el alcance que debe tratarse de remisión total de las deudas.


b) Cuando el deudor, o un tercero por él consigna el importe 
de las costas y los créditos vencidos y cauciona los demás a satisfacción de los acreedores.


Debe consignarse el valor de todos los créditos vencidos y 
no sólo los que dieron origen a la declaratoria de quiebras. La consignación debe cubrir la totalidad del capital, intereses y costas.


c) Cuando todos los créditos hayan sido cubiertos en capital 
e intereses con el producto de los bienes realizados en la quiebra.
2.-
Causal extraordinaria del articulo 165 


Esta causal es extraordinaria porque procede aún cuando no 
se hayan alcanzado a cubrir todas las deudas con el producto de la realización de todos los bienes de la quiebra.

Requisitos: 


a) 
Deben haber transcurrido dos años contados desde que hubiere sido aprobada la cuenta definitiva del síndico.


b) 
Debe existir buena fe del fallido, requisito configurado en los números 2 y 3 del artículo 165. ( Que la quiebra haya sido declarada fortuíta, caso deudor calificado, o que el dedudor no haya sido condenado por alguno de los delitos del artículo 466 del C. Penal, dedudor no calificado.-) 

La solicitud de sobreseimiento definitivo se notifica por aviso en el Diario Oficial. Dentro del plazo de 15 días, contados desde la notificación, pueden deducirse oposiciones las que se tramitan como incidentes.


La resolución recaída en la solicitud de sobreseimiento definitivo es apelable en ambos efectos.

Efectos del sobreseimiento definitivo 


El efecto básico es que cesa o termina el estado de quiebra.


El fallido recupera la facultad de administrar sus bienes, 
cesa su representación por el Síndico, se cancelan las inscripciones que se hubieren practicado en el Conservador de Bienes Raíces, y una vez ejecutoriada se entregarán al deudor  los bienes sobrantes, sus libros y papeles y el remanente si lo hubiere.

DELITOS CONCURSALES

En la Ley de Quiebras Nº 18.175 se sigue el sistema de la Ley 4.558, estableciéndose presunciones de quiebra culpable o fraudulenta y las presunciones de complicidad de quiebra fraudulenta en lo referente a los deudores calificados.


Respecto a los deudores no calificados se le aplican los delitos contemplados en el artículo 466 del Código Penal.

CLASIFICACIÓN
A.- Delitos cometidos por el fallido 

A.1 Presunciones de quiebra culpable. (Artículo 219 Ley de Quiebras) 

A.2 Presunciones de quiebra fraudulenta. (Artículo 220 Ley de Quiebras) 

B.- Delitos cometidos por personas distintas al fallido
B.1.- Complicidades de quiebra fraudulenta. (Artículo 221 de la Ley de Quiebras). 

B.2.- Delitos de Quiebra impropia. (Artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras).

B.3.- Delitos o responsabilidad penal del síndico.

B.4.- Delitos especiales de parientes. (Artículo 231 de la Ley de Quiebras).

A) 
Delitos cometidos por el fallido. 

     A.1.- Delitos de quiebra culpable. 


Es común que la doctrina acepte que los delitos de quiebra 
culpable se sancionen a título de culpa.


Pero más que culposas, estas figuras son dolosas, constitutivas de negligencia. O sea, el agente debe obrar con conocimiento y voluntad de realizar la conducta típica. Sin embargo en ellas no hay ánimo de reducir la garantía de los acreedores y menos aún de perjudicarlos. Se trata de conductas profesionales que comportan una irresponsabilidad que pone en peligro el sistema crediticio y el comercio en general (Juan Esteban Puga Vial).


El grado de culpa exigido será la culpa grave.


A.2.- Delitos de quiebra fraudulenta.

El dolo propio de estas figuras puede ser dolo directo o dolo eventual.


El aspecto básico del fraude concursal es la defraudación de la confianza crediticia depositada por los acreedores en el deudor.


Así el fraude es el ánimo de defraudar la confianza de los 
acreedores mediante la privación de la garantía que tuvieron a la vista para otorgar sus créditos.


El abuso malicioso se producirá haciendo desaparecer el patrimonio, base de la confianza de los acreedores.


En el caso de fraude documental,. se oculta la realidad identidad del patrimonio.


En el fraude por abuso de confianza el perjuicio se produce 
en un patrimonio ajeno y atenta contra la buena fe mercantil. 

B) 
DELITOS COMETIDOS POR PERSONAS DISTINTAS AL FALLIDO 

     B.1.- Complicidades en las quiebras fraudulentas 


Estos delitos son cometidos por personas distintas del fallido y se requiere que el autor incurra en el tipo objetivo establecido por la Ley siempre que sea ejecutado con dolo y que éste abarque  todos  los elementos normativos del tipo.


Estos delitos tienen que cometerse con posterioridad a la cesación de pagos.

     B.2.- Delitos de quiebra impropia. 


Son figuras cometidas por los administradores generales del 
patrimonio de un tercero fallido sea esta persona natural o jurídica.


B.3.- Delitos del sindico de quiebras. 


Existen dos fuentes legales eventuales de responsabilidad penal del síndico de quiebras.

a.- La derivada de su calidad de empleado público, por lo que le son aplicables las normas contenidas en el título V Libro II del Código Penal.

b.- La establecida en el artículo 38 de la Ley de Quiebras que sanciona al Síndico que se concertare con un acreedor o tercero para proporcionarle alguna ventaja indebida o para obtenerla para sí.


B.4.- Delitos de sustracción especial de parientes. 


En este caso si se hubieren sustraído bienes del activo de 
la quiebra, con conocimiento de ellos se castigará a los parientes como autores de hurto sin tomarse en consideración su calidad de cónyuge o pariente.

PRIVATE 
SENTENCIA DEFINITIVA EN EL CASO DE CALIFICACION  tc "SENTENCIA DEFINITIVA EN EL CASO DE CALIFICACION  "

Tampoco presenta mayores diferencias con el régimen normal ya que debe cumplir con los requisitos del artículo 500 del Código de Procedimiento Penal.


Las particularidades que presenta son las siguientes: 

Debe mencionar si la quiebra fue culpable o fraudulenta.

b) Debe señalarse específicamente las figuras delictivas que sirven de fundamento y los cargos específicos contenidos en la acusación fiscal.

c) En el aspecto civil además debe resolver las acciones civiles.    

XV
LA REHABILITACION DEL FALLIDO

Este trámite tiene por objeto hacer cesar las inhabilidades 
que pesan sobre la persona del fallido (artículo 73 de la Ley de Quiebras), que no terminan por la clausura de la quiebra. ( Convenio o sobreseimiento).


Existen dos formas de rehabilitación.

REHABILITACION LEGAL
   Se produce por el sólo ministerio de la Ley, desde que queda firme la resolución que lo absuelve o sobresee definitivamente en el juicio criminal de calificación de la quiebra.

REHABILITACION JUDICIAL

Se aplica al fallido que ha sido condenado por el delito de quiebra ilícita, sea culpable o fraudulenta y requiere expresamente de un pronunciamiento de la justicia.

Requisitos:

Que se trate de un fallido culpable o fraudulento.

Debe justificar que ha cumplido las penas que se le han impuesto o que se la han indultado.

c) Debe acreditar que ha satisfecho íntegramente sus deudas.


El procedimiento está establecido en los artículos 239 y 240 
de la Ley de Quiebras.


La demanda de rehabilitación se interpone ante el juez que 
ha conocido de la quiebra del deudor. En este procedimiento el Fiscal Nacional hace las veces de contradictor respecto del fallido solicitante de rehabilitación.


Pueden también apersonarse al juicio de rehabilitación los 
acreedores cuyos créditos no hayan sido íntegramente pagados. La Demanda de rehabilitación se notifica en igual forma que la declaratoria de quiebra y se tramita con arreglo al juicio sumario.


La sentencia que conceda la rehabilitación será publicada en los diarios que designe el fallido.

REHABILITACION DEL FALLIDO NO COMPRENDIDO EN EL ARTICULO 41 


Este deudor puede solicitar su rehabilitación en conformidad 
con lo establecido en el artículo 240 de la Ley de Quiebras, siempre que se reúnan los requisitos que dicha norma exige, a saber: 

Transcurso de un plazo de un año desde la declaratoria de quiebra.

Que no se hayan deducido acciones criminales en su contra dentro de dicho plazo.

Que, habiéndose deducido acciones criminales, hubieren recaído en todas ellas resoluciones ejecutoriadas que absuelvan al fallido o sobresean definitivamente.

Que habiendo sido condenado el fallido en alguno de
dichos juicios criminales hubiera cumplido las penas y satisfecho íntegramente las deudas.

 
La rehabilitación del fallido no comprendido en el artículo 41, está sometido a un procedimiento similar al ya estudiado, establecido en el artículo 240 de la Ley de Quiebras.


LA CESION DE BIENES 


Esta institución constituye un antecedente de los procedimientos de ejecución colectiva cuando ellos se caracterizaban por ser eminentemente privados, sin la intervención del órgano jurisdiccional.


De acuerdo con lo prevenido en el artículo 1614 del Código Civil: “La cesión de bienes es el abandono voluntario que el deudor hace de todos los suyos a su acreedor o acreedores, cuando, a consecuencia de accidentes inevitables, no se halla en estado de pagar sus deudas”.


Según la Ley de Quiebras, sólo puede hacer cesión de bienes el deudor no comprendido en el artículo 41, que no se haya fugado del territorio de la República o se haya ocultado.

Requisitos de la cesión de bienes: 
1.- Que el deudor no tenga culpa del mal estado de sus negocios.

2.- Que el deudor no se encuentre en laguna de las 
situaciones a que se refiere el artículo 1617 del Código Civil. 

PRIVATE 
Procedimiento de cesión de bienes tc "Procedimiento de cesión de bienes "
A) Procedimiento de Cesión de Bienes a un acreedor.

   El deudor deberá presentar una solicitud destinada a que se admita el pago por cesión de bienes ante el tribunal de su domicilio.

   La solicitud de cesión de bienes debe ir acompañada de los antecedentes necesarios para acreditar las causas del mal estado de los negocios del deudor, establecidas en el artículo 42 de la Ley de Quiebras.

   La petición se notificará al acreedor, quien tendrá  un plazo de seis días para aceptarla o rechazarla.

   Si hay oposición esta se tramitará de acuerdo al juicio sumario.

   La cesión de bienes se entiende aceptada cuando el acreedor así lo manifiesta en el juicio correspondiente o cuando el tribunal ha dictado sentencia en ese sentido.

   En cuanto a la manera de proceder a la cesión la ley deja este aspecto a criterio de las partes.

b)Procedimiento de cesión de bienes a varios acreedores.

   Se inicia mediante la  solicitud que presenta el deudor al juez de su domicilio.

   Al proveer la solicitud el juez deberá designar a un Síndico para que reciba los bienes pedidos y  los libros y documentos del deudor, bajo inventario, el que deberá informar sobre las causas del mal estado de los negocios del deudor, deberá ordenar que los acreedores residentes en el extranjero y en el territorio nacional se presenten en el plazo de treinta días con los documentos justificativos de sus créditos y deberá ordenar notificar la cesión de bienes al Síndico designado y a los acreedores en la misma forma establecida para la declaratoria de quiebra.

   El síndico deberá informar del mal estado de los negocios del deudor en un plazo de 15 días desde la notificación de la cesión, notificándose a los acreedores de este informe, por aviso.

   Los acreedores podrán solicitar que el deudor pruebe que la causa del mal estado de sus negocios se debió a caso fortuito o a accidentes inevitables o pueden rechazar derechamente la cesión, caso en el cual se tramitará de acuerdo al juicio sumario con audiencia del síndico y del deudor.

   Si no se ha producido oposición el juez dictará sentencia, declarando aceptada la cesión y ordenará notificar por aviso.

Efectos de la cesión de bienes.

A)
Si se acoge la cesión de bienes.
El deudor queda liberado de todo apremio personal.

Las deudas se extinguen hasta concurrencia del monto cedido.

La Cesión no transfiere la propiedad de los bienes sino que faculta para realizarlos y percibir sus frutos.

B) 
Si se rechaza la cesión de bienes.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 251 de la Ley de Quiebras, la sentencia que rechaza la cesión de bienes declara a la vez la quiebra del deudor.


Contra esta sentencia procede el recurso de apelación en el sólo efecto devolutivo.

XVII LOS SINDICOS DE QUIEBRA 


El Síndico es la persona encargada de asumir la función de órgano ejecutivo de la quiebra. 

 
La Ley 18.175 ha establecido en nuestro país el sistema de 
los Síndicos privados, los que serán fiscalizados por la Superintendencia de Quiebras que es una institución estatal.

FUNCIONES DE LOS SÍNDICOS DE QUIEBRAS.
A) Funciones representativas: Al Síndico le corresponde representa judicial y extrajudicialmente al fallido.


Asimismo representa judicialmente a la masa de acreedores.


El Síndico representa al fallido en resguardo de sus intereses durante todo el procedimiento de quiebra, ya que éste no puede ejecutar actos ni celebrar contratos válidos después de la declaratoria de quiebra, producto del desasimiento. Asimismo el fallido tampoco puede comparecer en juicio ni como demandante ni como demandado en lo relacionados con bienes comprendidos en el concurso.


El Síndico, como ya se expresó, también representa los intereses generales de los acreedores en lo que dice relación a la masa o conjunto de acreedores y no a alguno de ellos en particular.

B) Funciones Administrativas: El síndico asume la misión de administrar, conservar, incrementar y liquidar los bienes del fallido.

C) Funciones de Depositario y liquidador de bienes: Se refieren a las actuaciones que le confiere la Ley en orden a actuar de depositario en ejecuciones especiales (créditos hipotecarios) y de liquidador para realizar el activo de la quiebra.

NOMINA NACIONAL DE SÍNDICOS


Existe una nómina nacional de síndicos que está integrada por aquellas personas que han sido designadas como tales a través de un decreto expedido por el Ministerio de Justicia.
a) Requisitos para ser Síndico: 

1.- Poseer un título profesional o técnico otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste o algún Instituto de enseñanza profesional o técnica del Estado o cuyos programas de estudio se hayan aprobado por éste.

2.- Contar con experiencia calificada en el área económica, comercial o jurídica no inferior a tres años contados desde la recepción del título y 

3.- Poseer idoneidad suficiente calificada por el Ministerio de Justicia.


Las personas interesadas en desempeñar la actividad de Síndico podrán presentar en cualquier momento su solicitud ante el Ministro de Justicia a través de la Fiscalía Nacional de Quiebras, debiendo acompañar todos los antecedentes que justifiquen el cumplimiento de los requisitos señalados anteriormente y una declaración jurada de que no está afecto a inhabilidades.


Asimismo debe señalar si desea ejercer en todo el territorio nacional o en una o más regiones del país.

b) Inhabilidades para desempeñar el cargo de Síndico:
1.- Los que hubieren sido declarados en quiebra aún cuando ésta se hubiere alzado y los que dentro de los dos años anteriores a la declaración de quiebra de una persona jurídica hubieren actuado como sus administradores.

2.- Los que hayan sido condenados o se encuentren procesados por crimen o simple delito.

3.- Los que desempeñen un cargo o función pública, sea en instituciones del Estado, en la Administración central o en instituciones o empresas semifiscales, municipales autónomas u organismos creados por el Estado o dependientes de él.

4.- Los que hubieren dejado de integrar la Nómina de Síndicos en virtud de las causales contempladas en el artículo 22 Nº 3, 4, 5, 7 y 8 de la Ley de quiebras.


La inclusión de una persona en la Nómina Nacional de Síndicos deberá publicarse en el Diario Oficial.


Las causales por las cuales un Sindico es excluido de la Nómina Nacional de Síndicos se encuentran enumeradas taxativamente en el artículo 22 de la Ley de Quiebras.

DESIGNACIÓN DE LOS SÍNDICOS EN UN JUICIO DE QUIEBRA 


Sólo podrán ser Síndicos en un juicio de Quiebra las personas que a la época de la declaratoria de quiebra formaban parte de la Nómina Nacional de Síndicos.


Se excluyen de la designación de síndico en el juicio de quiebra aquellas personas enumeradas en el artículo 24 de la Ley de Quiebras.


El tribunal junto con declarar la quiebra designará un Síndico titular y uno suplente que tendrán el carácter de provisorio hasta la fecha de celebración de la primera junta de acreedores o hasta que entren en funciones los que ésta junta designe.


Los Síndicos titulares o suplentes, provisorios o definitivos asumirán su cargo previa aceptación y juramento ante el ministro de fe que les notifique su designación.

ATRIBUCIONES Y DEBERES DE LOS SÍNDICOS 


Están contempladas en los artículos 27 y 28 de la Ley de Quiebras y en general se refieren a la representación de los intereses generales de los acreedores y a las diferentes actuaciones que debe realizar durante el desarrollo del juicio de quiebras.

REMUNERACIÓN DEL SINDICO 


Los honorarios del Síndico se considerarán dentro de los gastos de la quiebra y serán fijados por acuerdo de la junta de acreedores y si ésta no lo hiciere le corresponderá un porcentaje de los ingresos que produzca la quiebra de acuerdo a la tabla de porcentaje establecida en el artículo 35 de la Ley de Quiebras.

 LA SUPERINTENDENCIA  DE QUIEBRAS (ex Fiscalía Nacional de Quiebras) según modificación de la Ley 19.806 de 31/05/2002

Es una institución destinada a supervigilar y controlar la actuación de los síndicos y está reglamentada en los artículos 7 y siguientes de la Ley de Quiebras.


Este organismo tiene personalidad jurídica propia y a su cabeza se encuentra un jefe superior de servicio quien es su representante, denominado Superintendente ( según modificación ya señalada), designado por el Presidente de la República.


Aparte de su función primordial de supervigilar y controlar
la actuación de los Síndicos las principales facultades de éste organismo son las siguientes: 


Impartir a los síndicos instrucciones generales de carácter obligatorio sobre las materias sometidas a su control y, en especial, fijar normas sobre la presentación de informes, estados de avance y cuentas provisorias o definitivas que deban presentar los síndicos.

· Actuar como partes en los procesos de calificación de la quiebra.

· Interponer acción penal en contra de los Síndicos y de cualquier otra persona que hubiere tenido injerencia en la administración de la Quiebra.

· Solicitar al tribunal de la quiebra la remoción del Síndico que hubiere incurrido en faltas reiteradas o graves o irregularidades en relación con su desempeño o que se encontrare en notoria insolvencia.

· Llevar el Registro de Quiebras del pais.
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